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INTRODUCCION
El trabajo que se presenta tiene como objeto de estudio El Derecho Humano de la Libertad de Expresión, en ocasión de un acontecimiento histórico en que se fusionan los conceptos claves de Libertad de Expresión y Terrorismo. Surgen además, una serie de violaciones a Derechos Humanos, lo que sirvió de base para analizar nuestro tema-problema. Por tanto, más que un estudio el presente constituye una denuncia a dichas violaciones.

         El Caso Suchitoto ocurrió el día dos de julio del año dos mil siete, en ocasión en que se celebraba una Manifestación Pública en la ciudad del mismo nombre, en contra de la política de privatización del agua potable. Catorce  Ciudadanos entre ellos Activistas Sociales, Estudiantes, Obreros y la Periodista Haydee Chicas, fueron detenidos y acusados por la Policía Nacional Civil y la Fiscalía General de la República de delitos muy graves, calificando su conducta como Actos de Terrorismo con base en la Ley Especial Contra Actos de Terrorismo, una novedosa ley vigente a partir del mes de septiembre del año dos mil seis; siendo éstas personas las primeras a quienes se les aplicara dicha normativa y convirtiéndose así, en los primeros Reos Políticos a partir de la Refundación del Estado es decir, a partir de la firma de los Acuerdos de Paz.

         El tipo de estudio, es eminentemente bibliográfico documental, en el nivel descriptivo, y gira en torno a tres conceptos básicos Libertad de Expresión, Terrorismo y Derechos Humanos. Sin embargo, de antemano se reconoció la dificultad que representa interrelacionar conceptos antagónicos como los primeros.

         Esto a causa de la extensa bibliografía que existe sobre el derecho de Libertad de Expresión y sus diversas modalidades, lo polémico que resulta el definir lo que debe entenderse por terrorismo en una sociedad que aspira valores democráticos.

         Con las ideas bien definidas, plasmadas en un protocolo mediante un Marco Teórico y el Marco Histórico, pudimos dar respuesta a las interrogantes ¿Qué es la Libertad de Expresión?, ¿Qué se ha de entender por Terrorismo? y  ¿Que son los Derechos Humanos? Así mismo, se realizó la operacionalización de los conceptos básicos antes señalados y la posible relación existente entre ellos, además de los actores involucrados, instituciones del Estado, medios masivos de comunicación social, la ciudadanía y organizaciones-no gubernamentales.

          El trabajo está estructurado en cinco capítulos en un orden que va de lo simple a lo complejo, de lo abstracto a lo concreto, de lo formal a lo esencial, de lo teórico a lo operativo. Cada capítulo está organizado con unidad temática, aunque estrechamente relacionado con el inmediato superior. Por ello se pueden leer los capítulos como unidades independientes. Sin embargo, lo recomendable es una lectura en el orden de presentación de los mismos.

          El primer capítulo es una introducción al análisis teórico-doctrinario en torno a la dimensión individual de la Libertad de Expresión. El segundo se expone lo concerniente a la dimensión colectiva de la Libertad de Expresión, se hace por tanto, un análisis de los derechos de Reunión y Manifestación y su relación con la protesta social; en el tercero se hace referencia a la Libertad de Expresión, el fenómeno del Terrorismo y la forma de como se han creado leyes anti-terroristas con el fin de coartar la Libertad de Expresión mediante la represión de las protestas sociales y en contra de la disidencia política. En el cuarto capítulo se hace un análisis sobre la Libertad de Expresión en El Salvador, el rol de los medios masivos de comunicación en los procesos electorales; así como el Derecho de Reunión y Manifestación en El Salvador, la criminalización de la Protesta Social, y el Caso Suchitoto en donde convergen  de forma puntual cada uno de los conceptos analizados  y el quinto capítulo se refiere a las conclusiones y recomendaciones.   

         Una vez leídos cada uno de los capítulos el lector o investigador encontrará un enfoque novedoso de lo que tradicionalmente la literatura clásica ha enseñado sobre Libertad de Expresión, misma que siempre ha sido consecuente con el paradigma liberal, por tanto, creemos que el presente estudio aporta nuevos criterios para la comprensión e interpretación del Derecho Humano de Libertad de Expresión, Derechos Fundamentales, la Paz y la Democracia.

         Nuestra propuesta es perfectible, no es rígida y por tanto admite cualquier otra posición que la rebata, aunque creemos haber utilizado los elementos y/o herramientas necesarias acordes al proceso de investigación científica, en atención a las condiciones de modo tiempo y lugar en que se ha desarrollado.

         Consciente del deber cumplido con la elaboración del presente, nos place haber contribuido con este sencillo, pero sincero ejercicio al desarrollo del conocimiento científico, para ubicarnos en la realidad actual del mundo de los Derechos Humanos, con el fin que nos permita conocer, interpretar, comprender y explicar en alguna medida el presente en que vivimos, a la vez que ha permitido realizar una etapa más en nuestras vidas.     

CAPITULO I: LA DIMENSION INDIVIDUAL DE LA LIBERTAD DE EXPRESION

1. BREVE ANTECEDENTE SOBRE EL DERECHO DE LIBERTAD  

A.  ORIGEN DE LA LIBERTAD HUMANA
El Derecho de Libertad es sin duda un problema muy complejo de analizar, su origen se encuentra entre la historia del poder imperial y la historia de la religión. La lucha entre ambas instituciones sobre los hombres ha sido el principal generador de los primeros gérmenes de lo que se conoce como: derecho de libertad o derecho de libertad humana.

      Resulta muy difícil, establecer un solo punto de partida para el análisis del fenómeno histórico de la libertad humana. Pero, es innegable que el cristianismo ha jugado un papel importante para el desarrollo de la libertad en occidente y en el mundo entero. 


Esto significa que la libertad antecede a la democracia; se puede concluir entonces, que la libertad dio origen a la democracia.  Cualquiera que fueren sus causas, la libertad surge en occidente producto de sendas luchas por el poder. Es decir, pugnas dramáticas entre los diversos estamentos sociales y éstos frente al poder.


Es esta presión social la que favorece el origen del individualismo, por tanto, la libertad individual surge no como un fin en si misma, sino como una garantía de los derechos individuales frente a la organización del poder  imperial, con objeto, sobre todo, de evitar eventuales abusos de los mismos órganos  del poder ó ponerles remedio.


La historia de la humanidad está constituida por distintos momentos, por tanto, la concepción de la libertad en la edad antigua no es  la misma a la idea de  libertad en  la época clásica y menos en la época moderna.

          Fareed Zakaria, ubica el origen de la libertad y la democracia en Grecia, llamándola, “cuna de la libertad” lo cual no deja de ser relativo, ya que la forma de vivencia y la cultura Griega se practicó aproximadamente durante cien años dentro de las Ciudades-Estado. En la actualidad, a los griegos se les denomina “los grandes,” por su extraordinario aporte intelectual. Grecia fue una cultura extraordinaria en la que floreció  la filosofía, la ciencia,  el arte y la literatura.

       Pero, la libertad era entendida como algo distinto de lo que ahora se conoce. En aquella época, solamente los ciudadanos varones tenían el derecho de participar en el gobierno de la comunidad; todos participaban como legisladores elegidos directamente o por sorteo. 


La Institución más relevante fue  la creación de Asambleas Populares de un poder ilimitado;  pero la debilidad de su sistema consistió en que los derechos individuales no eran considerados fundamentales ni gozaban de protección del Estado.

        La Democracia antigua consistía en la sujeción plena del individuo a la autoridad de la comunidad. Un ejemplo clásico de la democracia Ateniense es la condena a muerte del filósofo más emblemático de la época, por la Asamblea Popular por votación democrática. La ejecución de Sócrates fue  la máxima expresión democrática, aunque a él se le violentara el derecho a la vida y a la Libertad de Expresión. 

Las enseñanzas de Sócrates, se oponían al sistema, criticando racionalmente la cosmovisión que se tenía acerca de los dioses, la vida, y la justicia; su pensamiento vino a crear una nueva filosofía, basada en la reflexión sobre lo humano, las estructuras políticas y jurídicas, pero más que nada  sobre la índole moral de la conducta ateniense.
 

         Hablar del origen de la libertad en el mundo occidental, es referirse a  los griegos, ignorando algunas veces las fuentes romanas. Cuando los atenienses  declaraban que eran un pueblo de hombres libres, se referían a los ciudadanos dentro de la ciudad-estado, entendida como una especie de Independencia de otros imperios o a una autodeterminación. Pero los romanos crearon la máxima que dice: “Todos los ciudadanos deben ser tratados de igual forma por la Ley.”
  Estos fueron capaces de legar a la humanidad el positivismo jurídico, fundaron y sistematizaron de alguna forma  la jurisprudencia mundial.


La libertad del individuo frente al poder del Estado implica ciertos Derechos Humanos como son la libertad de expresión, asociación, de credo, y el derecho a un juicio justo. De Roma,  se heredan ciertos principios referentes a las limitaciones del poder del Estado y el imperio de la Ley.
El valor de la libertad está asociado a otros valores que se conjugan entre sí; como la igualdad y la justicia. Desde luego, que en cada momento histórico unos han tenido mayor preponderancia que otros, de acuerdo a las circunstancias  de los grupos que han luchado por su liberación.

        La historia de la libertad humana, señala el camino por el cual la libertad  ha transitado; y todo ha dependido del dictado de la realidad social, “en la edad antigua los hombres nacían libres o esclavos, la edad media marcó también sus diferencias entre reyes, siervos, emperadores, clérigos, etc. y en tiempos modernos esa diferencia se pone de manifiesto entre privilegios de una clase social sobre otra.”

       El desarrollo social, causó que el derecho de libertad y los derechos fundamentales, como valores se fueran transformando. En sus inicios estaban fundados en la creencia de un Derecho Natural, pero con el paso del tiempo éstos fueron segregados de la soberanía del emperador, verbigracia, El Pacto de Sobarbe (1188) acordado en las Cortes del Reino de León por el Rey Alfonso IX en el que se contempló varias disposiciones relativas a la libertad,  así el Art. 6 disponía: “Ni yo ni nadie puede entrar por la fuerza a la  casa del otro.” 
En tanto, la Carta Magna Inglesa (1215) estableció en su preámbulo: “Hemos concedido también a todos los Hombres Libres de nuestro reino por nosotros y nuestros herederos para siempre todas las Infrascritas Libertades para que lo tengan y posean ellos y sus herederos de nosotros y nuestros herederos para siempre.”


En el mismo orden, la Declaración de Virginia de 1776 consagró “Que todos los hombres son por naturaleza igualmente libres e independientes y tienen ciertos Derechos innatos… a saber… la libertad.”

          Es importante señalar, que la cosmovisión que se tenía a estas alturas de la historia, sobre los Derechos Fundamentales o Derechos Humanos era fundada  en la teoría del Ius naturalismo. 


Sin embargo, a partir de la Declaración de Independencia de los Estados Unidos, la visión sobre los Derechos fundamentales cambió radicalmente, al declarar dicho Instrumento que: “Sostenemos como evidentes estas verdades: que todos los hombres son creados iguales; que son dotados por su Creador de ciertos derechos inalienables; que entre éstos están la vida, la libertad y la búsqueda de la felicida…”
 En tanto, “es  a partir de este momento que los Derechos Fundamentales dejan de ser dados por la naturaleza y son creados por Dios.” 

B. APROXIMACION AL CONCEPTO DE LIBERTAD        

La libertad es un fenómeno sociológico y filosófico, por tanto, es muy difícil encontrar unicidad en su definición. Pero, lo que puede visualizarse es su caracterización. Por ejemplo, la de poseer una doble dimensión; una individual y otra colectiva, dentro de las cuales se gesta una lucha entre libertad y orden. 

        Según Guillermo Tardiff, la libertad es un impulso consubstancial de la naturaleza humana que se desenvuelve de acuerdo con  el desarrollo de su biología, en los distintos períodos de su evolución cultural; de ahí que su  ejercicio, presente problemas de dos aspectos; en el hombre como individuo y en el hombre como elemento social; los que a su vez, han originado especulaciones de orden ético por un lado, llamado albedrío; y por otro de orden sociológico, conocido como libertad.

         Sin embargo, el jurista Salvadoreño Mario Antonio Solano Ramírez, se pregunta: “¿Es la libertad un bien jurídico, un valor, un derecho, un principio o es todas esas cosas?” a la vez, manifiesta: “La filosofía aconseja que el proceso para determinar el carácter del término libertad es más bien por una posibilidad ontológica,
 que axiológica, dada la carga emotiva y subjetiva que hay en el plano axiológico.” 

          
Solano Ramírez afirma, que uno de los mejores métodos para llegar al concepto de libertad es por medio de las dos vías por las cuales ésta se manifiesta, es decir: libertad negativa y libertad positiva. La primera, como el ámbito de actuación de la persona, es el perímetro donde se desarrolla sin que sea obstaculizado por otros; es decir, se es libre en la medida en que al actuar no existen  limitantes y se es capaz de alcanzar los fines propuestos.

         En cuanto a la libertad positiva, hay enfoques diferentes. No responde a que se es capaz de hacer, sino, como el poder condiciona y define lo que la persona debe hacer; se relaciona con la ética política y los movimientos de dirección nacional moralmente justos, es una limitante del grupo social.

          Según Tardiff, el problema se presenta ante el ejercicio de lo moral- individual en la conducta social. En tanto, que con el pensamiento y los actos individuales se forman los principios de la organización social, que luego se imponen sobre lo individual. Esto genera el conflicto social, hasta llegar a las guerras, no pocas veces justificadas como colonizadoras o en favor de intereses de orden económico.


El conflicto social es inherente al ser humano, por ende,  la mayor amenaza de la libertad ha sido, es y será, la intolerancia del ser humano frente al pensamiento e ideologías de los demás; lo que se traduce luego, en choques religiosos y políticos, afectando cualquier actividad creadora de la persona, ya sea artística, filosófica, científica, etc.

          Aceptar la libertad como derecho, manifiesta que,  si bien es cierto que es necesaria su erección como derecho en forma universal, es de prever, su tropiezo ante la defensa de los poderosos de sus intereses; de hombres y pueblos que imponen el ejercicio arbitrario de su voluntad, ya que las naciones en su proceso evolutivo no han logrado aceptar con validez  positiva las normas públicamente consagradas que garantizan la libertad y que figuran por lo general en las constituciones políticas de todos los países.
   

C. APROXIMACION AL CONCEPTO DE LIBERTAD DE EXPRESION 

          El fundamento de la libertad de expresión no sólo consiste en un derecho individual, que obliga a que nadie sea arbitrariamente menoscabado o impedido de manifestar su propio pensamiento; también implica, un derecho colectivo a  recibir cualquier información y a conocer la expresión del pensamiento ajeno. Este valor social o colectivo, que se promueve a través de la libertad de opinión e información, fomenta el desarrollo y fortalecimiento de la democracia.

La mayor parte de literatura existente sobre libertad de expresión, aborda la temática en su sentido clásico: La libertad de expresión es la libertad de expresión individual. El punto de partida para analizar el fenómeno sigue siendo el ciudadano suelto, singular y aislado. Pero a pesar de la profundidad de dichos análisis, estos son consecuentes con el paradigma en el que se suscriben. Es decir, desde la perspectiva liberal, el contexto histórico y la estructura social, son dimensiones ignoradas.

La libertad de expresión, es estudiada en los ordenamientos jurídicos en función únicamente de la legalidad vigente, ignorando la estructura económica y las relaciones de saber-poder en los que se fundamentan los sistemas legales. La libertad de expresión es analizada, sin tomar en cuenta las desigualdades sociales que son al mismo tiempo desigualdades culturales.

          Los sistemas de protección de derechos humanos, sean éstos universales ó regionales; como normas supletorias de los sistemas jurídicos que refuerzan la libertad de expresión, la libertad de prensa, ó el derecho a la información, se adoptan perdiendo de vista experiencias de luchas sociales que existen detrás de aquellos institutos jurídicos; ignorando la dimensión social de los principios universales reconocidos que buscan cumplir con compromisos asumidos por las agendas de los Estados,  a partir de luchas sociales previas.        

 
Así, para el diccionario jurídico Espasa Lex, la libertad de expresión “es el derecho del individuo a exponer libremente sus pensamientos y opiniones sin sujetarse a previa autorización o censura.” A diferencia de la libertad de pensamiento (de la que es consecuencia) que constituye un derecho absoluto, la libre expresión puede ser regulada por el ordenamiento jurídico para que no afecte a los derechos de los demás, ni al orden publico, de ahí que las Constituciones y Declaraciones Internacionales a la vez que reconocen el derecho, fijen sus limites.

El ejercicio de estos derechos no puede ser restringido mediante ningún tipo de censura previa y solo en virtud de resolución judicial puede acordarse el secuestro de publicaciones, grabaciones y otros medios de información. El límite de las libertades reconocidas se encuentran en el respeto a los derechos fundamentales y las leyes que los desarrollan en particular el derecho al honor, a la intimidad, a la propia imagen, a la protección de la juventud y de la infancia.” 
   

Manuel Ossorio, define la libertad de expresión, “como aquel derecho constitucionalmente reconocido a todos los habitantes de la nación para publicar sus ideas por la prensa o verbalmente y sin censura previa.”


La libertad de expresión como una derivación del derecho general de libertad, tiene su origen inicialmente en materia religiosa a partir de la Revolución Francesa, como consecuencia de la libertad de conciencia y la necesidad de ejercer el derecho de libertad de pensamiento, tanto como la  libertad de prensa.


La libertad de expresión en sus orígenes es asociada a la libertad de prensa, positivada por primera vez en la Declaración de Virginia en 1776, al manifestar que la libertad de prensa, “es uno de los grandes baluartes de la libertad y no puede ser restringida jamás, a no ser por gobernantes despóticos.”

           La Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano (1789). consagró la libertad de expresión en el Art. 10 manifestando que, “Nadie puede ser molestado por sus opiniones, aunque sean religiosas, con tal de que su manifestación no perturbe el orden publico establecido en la Ley y la libertad de expresión del pensamiento y opinión,” y el Art. 11 expresa que, “La libre comunicación de los pensamientos y de  las opiniones es uno de los más preciosos derechos del hombre por lo tanto, todo ciudadano puede hablar escribir e imprimir libremente, salvo la responsabilidad por el abuso de esta libertad en los casos determinados por la ley.”

A partir de ahí, estas libertades fueron positivadas como garantías  y derechos del hombre en la mayoría de sistemas jurídicos y constituciones del mundo.


La época moderna de la libertad de expresión, inicia durante la primera guerra mundial. En Estados Unidos, ante la apertura de acciones penales contra activistas políticos que trataron de impedir el reclutamiento forzoso, pero la Suprema Corte, declaró que la libertad de  invocar propaganda política ilegal sólo puede ser limitada cuando ésta provoque un  peligro claro y actual.

2.   ALGUNAS FORMAS DE LIBERTAD DE EXPRESION        

Resulta extremadamente difícil, muchas veces hacer la distinción entre la variedad de modalidades de libertad de expresión que existen; generalmente se habla de libertad de expresión, sin hacer diferencia, entre los distintos elementos que la componen.

Existe multiplicidad en las formas de expresión, no se limita a solo manifestaciones verbales, todos los tipos de expresión están protegidos, incluyendo el silencio.
 

A través del tiempo, la libertad de expresión ha experimentado una transformación en cada sistema jurídico respecto a su definición, la cual ha sido ampliada, siendo uno de los institutos jurídicos con más transformación que cualquier otra garantía constitucional.
A. LIBERTAD DE OPINION

El primer elemento al servicio de la comunicación fue la palabra hablada; pero, desde que en Mesopotamia se desarrolló la escritura, pasando de un sistema ideográfico a uno alfabético; el hombre ha contado con una amplia gama de instrumentos para comunicarse y transmitir su mensaje a los demás. 
                                                                                                                               
La comunicación escrita ha ayudado a difundir con más amplitud las ideas del ser humano, aunque en la modernidad, con el avance de las tecnologías de la información y comunicación, la expresión oral ha reivindicado su posición preferente, porque en la práctica, algunas veces el mensaje transmitido tiene mayor impacto, logrando transmitir no solo el mensaje sino, sentimientos.

El Art. 19 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; además, de regular la libertad de expresión, incluye el Derecho de difundir informaciones y opiniones, “por cualquier medio de expresión”. El Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos en su articulo 19, y el 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, señalan que la libertad de expresión, comprende la libertad de difundir informaciones, e ideas de toda índole, ya sea oralmente, por escrito, en forma impresa, artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección. 
La opinión es pública o privada; y se considera pública desde el momento en que la persona que la expresa, la difunde como tal. Cuando la opinión se difunde por medios de comunicación social, se está ante la comunicación pública e institucionalizada.
 La opinión pública, está más vinculada a los asuntos de interés público, lo cual no deja de ser un juicio de valor, que indistintamente se refiera a un asunto público o privado, por un medio público o privado; siempre será un juicio de ponderación subjetivo, que podría ser aun, irracional, torpe o inteligible.

      Finalmente, la opinión pública se define como “el cúmulo de pensamientos y sentimientos que en un momento dado tienen los gobernados respecto a las cuestiones del Estado, en general, y a la conducta de los gobernantes en particular. En ella se condensan y bullen las ideas, simpatías, repugnancias en relación con los problemas de un lugar y de un tiempo determinado.” 

B. LIBERTAD  DE PENSAMIENTO                                                                                                             

                                                                                                                                
                                                                                                                           
Por su carácter incoercible no puede decirse que el hombre sea titular de un Derecho a la libertad de pensamiento, ya que el pensamiento se pone de manifiesto cuando este se expresa o exterioriza.
 Este es el punto de partida de la libertad de expresión, como ese derecho a emitir, difundir, transmitir o hacer  publico lo que se piensa, sin autorización previa, las opiniones de cualquier índole y por cualquier medio de expresión o comunicación. 


El límite entre expresión y pensamiento será la voluntad del ser humano a dar a conocer a otro lo que siente, mediante sus emociones, conducta, o su pensamiento ya sea lógico o ilógico. Como tal, los grandes inventos humanos en un primer momento pudieron haber sido considerados un acto irracional o de locura, así también el descubrimiento de leyes naturales.

C. LIBERTAD DE PALABRA

Las palabras son el medio más apropiado para comunicarse y expresar ideas y sentimientos. Por diversas razones la palabra ha sido el principal medio de comunicación entre los seres humanos a lo largo de los siglos. 


Cuando se habla de palabra, se refiere a la comunicación oral. Grecia es un ejemplo de una cultura comunicacional de la expresión oral. El mundo antiguo tuvo una gran influencia, gracias a los oradores que hicieron de la expresión oral, un arte, Cicerón es una muestra de ello. Así mismo, Inglaterra ha sido ejemplo de tradición oral, en su sistema jurídico, la constitución es oral y no escrita. 


A lo largo del tiempo, los gobernantes siempre han estado interesados  en controlar la libertad de expresión. Tanto oral como escrita, restringiendo los medios que han tenido mayor impacto comunicativo. 


“La razón es que mediante la palabra se puede expresar mas fácilmente la realidad y demostrar nuestro grado de conciencia frente a ella a través de la expresión de conceptos, ideas o sentimientos las cuales si bien son abstracciones, son la única vía para interpretar la realidad convirtiéndose a lo largo y ancho de la historia como el principal medio de comunicación que ha existido hasta nuestros días.”

D. LIBERTAD DE PRENSA
La libertad de prensa, es definida en el Diccionario Jurídico Espasa Lex como “una de las modalidades de la expresión del pensamiento, manifestada por medio de escrito ó publicación, la que debe estar libre de privilegios, limitaciones, tasa o censuras, su importancia radica en la difusión que el medio proporciona a las ideas y opiniones, es decir, es la libertad sin la cual las otras  no pueden ser conquistadas.”

En tanto, la naturaleza de la libertad de prensa es la de ser pluralista y abierta, pues la existencia de monopolios públicos o privados en los medios de comunicación social impiden la difusión del pensamiento propio y la recepción de opiniones diferentes. 


La palabra prensa, ha sido interpretada en un sentido muy amplio para comprender todas las formas en que se puede exteriorizar el pensamiento, esta representa una modalidad de la libertad de expresión, su tarea es poner en conocimiento del público las ideas, opiniones o informaciones; ya sea que se presente como libro, periódico y todas las formas escritas que uno se pueda imaginar, incluso por medio radioeléctricos, así lo ha entendido el Tribunal Constitucional Español.
 

El sistema jurídico norteamericano, por el contrario, ha entendido  libertad de prensa como una extensión de libertad de expresión puramente escrita, incluido el más simple papel escrito, en panfletos o circulares. La libertad de prensa en la actualidad juega un papel preponderante en la vida sociopolítica del Estado,
 pero por regla general se encuentra en manos privadas, lo cual es una desventaja para los derechos del ciudadano a recibir una información veraz, por cuanto estos en el mercado de las ideas, se han vuelto mercaderes de la palabra, distorsionando algunas  veces la opinión pública e inclinando la balanza hacia sus intereses o preferencias ideológicas a favor de grandes corporaciones privadas de comunicación. 

En un marco democrático no es saludable, ni conveniente que todos los medios de prensa sean privados ni públicos y menos que éstos ejerzan su función en total libertad sin ningún tipo de regulación. 

Actualmente, el Internet, a pesar de ser una tecnología bastante reciente, a superado los medios impresos, “…el auge de la red a puesto a temblar a la prensa escrita en Estados Unidos, durante el año dos mil ocho, Internet se convirtió en el medio de comunicación más importante para los estadounidense, superando a la prensa escrita como fuente de información.”
 


Según estudios, cerca del cuarenta por ciento de la población utiliza Internet para estar informado, mientras el treinta y cinco por ciento de los encuestados prefiere leer el periódico. Sin embargo, la sociedad del norte de América muestra quórum a la hora de señalar la televisión como principal medio de comunicación, un setenta por ciento lo señala como la principal fuente  de información.”
    
E. LIBERTAD DE IMPRENTA
Como otra forma de expresión, la libertad de imprenta está relacionada con el derecho y con la facultad de transmitir ideas, para informar y ser informado, con la prohibición a la censura previa y con la única limitante del respecto a la dignidad humana y las restricciones legítimas que las leyes establecen.

      Históricamente su invención es a partir de 1440, “lo que significó un fomento de la literatura, dando pie y facilitando la difusión de ideas políticas y filosóficas. No obstante, en sus inicios fue considerado como un asunto de Estado sujeto a controles y regulaciones muy estrictas, al grado de conceder licencia para su ejercicio, lo que duró en Inglaterra hasta finales de 1600. Esto  quedó eliminado con la primer enmienda en la constitución de Estados Unidos, sin embargo a pesar de ello han sido muchos los casos de censura  de libros que han ocurrido luego de la aparente libertad de imprenta que existe.” 

      El objeto de la censura, generalmente ha sido limitar la difusión del pensamiento e ideas adversas a sistemas políticos y religiosos, por considerar que estos subvierten el orden público y se oponen a la conservación de  valores tradicionalistas, existiendo un interés por mantener el estatus quo ó el temor a las transformaciones sociales que esto supondría.

3.  VALORES Y ESTRUCTURA DE LA LIBERTAD DE EXPRESION

La Libertad de Expresión constituye evidentemente un valor protegido por la Constitución con rango de Derecho Fundamental. Su dimensión es reconocida en la parte dogmática de todas las constituciones, pero su estructura es de difícil formulación. Para Luís María Díez-Picazo su función es pretender cumplir dos objetivos, primero, proteger la libertad de expresión e información y segundo, diseñar el marco constitucional de los medios de comunicación. 


El derecho comparado y la jurisprudencia, asienten que el objeto de  protección del Derecho de Libertad de Expresión e Información es la opinión pública; misma que  es indispensable para el normal funcionamiento de la democracia. 

         La libertad de expresión, posee una importante dimensión institucional en la vida del Estado. Su objeto de protección es la opinión pública, a la vez, es un derecho difuso, no determinado y colectivo. Sin embargo, aunque no exista un directamente afectado por su ejercicio, en algunos supuestos llega a ocupar lo que la doctrina reconoce como una posición preferente en relación a otros derechos fundamentales.


Para Tecla Mazzarese, todo derecho fundamental incluida la libertad de expresión; “puede ser considerada como una entidad de naturaleza axiológica,[…] así mismo, señala que todo derecho fundamental expresa y/o es instrumento de realización de valores”
 

        Evidentemente los valores pueden ser entendidos en una diversidad de formas distintas. Es decir, todo derecho fundamental es susceptible de ser leído en tantas formas, según sean las distintas concepciones de los valores en donde éstos son expresión ó instrumentos de realización.     
          La libertad de expresión, “también protege otros valores o bienes jurídicos de igual o mayor importancia, además del ya mencionado, que casi siempre han sido ignorados; como es el derecho a la búsqueda de la verdad, y la justicia, así como, la necesidad de comunicación entre sus semejantes con el fin de desarrollar su propia personalidad.” 

        Desde el punto de vista de estos bienes jurídicos, el significado de la libertad de expresión e información excede los ámbitos jurídico/político, dejando de ser ese elemento indispensable para la democracia. La perspectiva es que ésta pase a ser parte de una sociedad más abierta, donde la ciencia, el arte, la cultura y todo tipo de creatividad humana tenga su propio espacio de  desarrollo, lo cuál sería digno de una sociedad moderna pluralista en donde la libertad de expresión, esté al servicio de toda la comunidad y que la difusión de ideas deje de ser  condicionada por los gobernantes de turno. Pero la realidad es que el gobierno participa en el sistema interpretando los dos papeles: el de comunicador y audiencia.

        Los poderes públicos no poseen la prerrogativa de libertad de expresión e información, sobre ellos pesa un deber de neutralidad ideológica, así es reconocido por el derecho comparado y la jurisprudencia, por tanto, no deben participar en debates surgidos en el seno de la sociedad y menos emitir opinión sobre personas determinadas. 

       En principio, la libertad de expresión opera frente al poder público sin excluir su eficacia entre particulares especialmente cuando entra en conflicto con otros derechos fundamentales como el honor, la intimidad ó la libertad de empresa etc.

          En palabras de Mazzarese, retomando el ejemplo de Norberto Bobbio, “el derecho de libertad de expresión puede enfrentarse con el derecho a no ser ofendido en relación con las propias creencias y/o morales, con el derecho a no ser difamado, con el derecho a no ser estafado.”

          Mazzarese, explica que estando en situación de ponderar derechos fundamentales, sucede que ante el conflicto surgido entre dos derechos igualmente fundamentales, no se puede proteger incondicionalmente  a uno de ellos, sin volver inoperante al otro.

La libertad de expresión e información en sentido propio, carecen de un desarrollo normativo en la mayoría de legislaciones del mundo; de ahí la importancia y el reto de construir modernamente leyes que den acceso a la información, ó  de orden privado; pero sobre todo la de carácter público a fin de  volver transparente el ejercicio de la función pública, lo que abonaría a fomentar la cultura de rendición de cuentas frente al ciudadano, lo cual es inexistente, sobre todo en países en vías de desarrollo.

A. EXPRESION,  INFORMACIÓN  Y  VERACIDAD

La libertad de expresión e información es en esencia un único derecho, aunque en la práctica su régimen jurídico puede ser distinto. La diferencia entre expresión e información, es la misma que media entre opinión y noticia, ó si se quiere entre juicio de valor y afirmación de hecho. 


El conflicto radica en que ambos conceptos citados no suelen darse en forma pura,  sino que casi siempre tienden a entrelazarse entre sí, ya que en la práctica, es muy difícil tener una noticia completamente neutra ó no valorativa, como emitir una opinión totalmente desvinculada a un hecho; significa que esa distinción solo puede entenderse de forma relativa y de acuerdo al caso concreto, atendiendo al contexto, es decir: modo, tiempo, lugar, persona y finalidad del mensaje
 
        Es decir, frente a la dimensión institucional, del derecho a informar, se tiene un derecho subjetivo del receptor que debe ser respetado de igual forma.

B. NATURALEZA DE LA LIBERTAD DE EXPRESION  

La libertad de expresión, consiste en el derecho de las personas a pensar y expresarse libremente. Comprende además, la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones o ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, sin importar los medios que se utilicen para tal propósito.

        La naturaleza de la libertad de expresión, igual que el derecho general de libertad, es la de poseer una doble dimensión, una individual y otra de carácter social, es decir, que la parte institucional obedece al derecho subjetivo del individuo a expresar sus ideas y pensamientos; así como a no interferir para  que el colectivo reciba esa información. 


La violación a la libertad de expresión, resulta tanto, en violar un derecho individual como también un derecho colectivo, cuando se le impide a la sociedad recibir cualquier información y conocer la expresión del pensamiento ajeno; los medios de expresión, deben estar desideologizados, abiertos a todos, sin distinción.

            El Estado no posee libertad de expresión, este sin embargo, es el garante que se verifique su correcto ejercicio. El Estado tiene ciertas limitaciones o prohibiciones, ya que este derecho es del ciudadano frente al poder público en un sistema democrático, en donde, la única limitante es dada por la misma constitución y no por la ley, es decir, que la libertad de expresión puede tener limitaciones constitucionales pero no restricciones legales. Estas limitaciones solo pueden estar dadas por el respeto a los derechos fundamentales y de la dignidad humana y no por decretos emanados de los poderes constituidos.

       Así, la libertad de expresión, requiere que los medios de comunicación social estén virtualmente accesibles a todos los ciudadanos sin discriminación  alguna, o más concretamente que no haya individuos o grupos excluidos del acceso a tales medios. De manera que en la práctica,  estos sean instrumentos al servicio de esa libertad y no objetos que sirvan para su restricción. Por cuanto los medios de comunicación, sirven para materializar el ejercicio de la libertad de expresión. Por ello, es indispensable la pluralidad de medios y la prohibición de todo tipo de monopolios y/o prácticas anticompetitivas; los cuales no son más que concesiones del Estado que deberían responder a los fines mas consagrados por la constitución.

C.   PROHIBICION DE CENSURA PREVIA 

La censura previa, es entendida como el peligro que existe en cuanto a crear una especie de filtros, que decidan que se puede escuchar, ver ó leer; expresiones como “seguridad nacional,” “moral” ó “buenas costumbres,” son con frecuencia fácilmente utilizadas como pretextos para eliminar ó limitar seriamente la libertad de expresión, el libre pensamiento y la difusión de ideas.                          La Convención Americana en su artículo 13 párrafo segundo, prevé, que la libertad de expresión, no se puede restringir a priori, por ningún medio, ni bajo ninguna excusa, sin perjuicio de las responsabilidades ulteriores.
         Desde luego, como toda regla general, la prohibición de la censura previa tiene su excepción, la cual debe estar autorizada por una ley que previamente la regule y no por decretos, o cualquier decisión administrativa.

         Sin perjuicio de la prohibición de la censura previa; la Convención Americana permite las siguientes excepciones: a) La censura de los espectáculos públicos, con el único propósito de preservar la moral de la infancia y la adolescencia, b) prohibición de la propaganda a favor de la guerra o apología del odio racial, moral, o religioso; en el marco del sistema Interamericano, estas excepciones solo son permitidas si se ajustan a los requisitos de legalidad, necesidad, realidad o inminencia y propósito válido.
  

         Esta prohibición es una limitante contra la potencial restricción que puede sufrir la libertad de expresión y/o opinión publica, por los gobernantes de turno, a fin de permitir el libre flujo de ideas en las sociedades abiertas. Dicha limitante, no solo habrá que estar prevista en la ley, sino que, para que constitucionalmente sea válida, tendrá que estar encaminada a salvaguardar derechos o bienes jurídicos, dignos de protección que deberán ser ponderados rigurosamente en su contenido, a fin de evitar conflictos con otros bienes protegidos.

          La prohibición de censura no excluye la eventual responsabilidad  ulteriores por la difusión de opiniones ó noticias, es decir, que nadie, está constitucionalmente excluido, del control a posteriori de sus publicaciones, si estas lesionan ilegítimamente derechos de terceros.
   

CAPITULO II. : LA DIMENSION COLECTIVA DE LA LIBERTAD DE 

EXPRESION

1. LIBERTAD DE ASOCIACIÓN, REUNION Y MANIFESTACION

 La libertad de asociación, reunión y manifestación, en esencia no es más que la libertad de expresión en su dimensión colectiva. Instituciones poco desarrolladas por su naturaleza social y gremial que atentan con el sistema de libertades individualistas que las revoluciones burguesas han impulsado hasta el día de hoy. 

La realidad y el desarrollo de las ciencias indican que la libertad de expresión no es un fin en si misma, como podría serlo en un código moral, sino un medio para promover otros fines ó valores relacionados con la democracia y los derechos humanos, así como la promoción y protección del debate público que reclama la ciudadanía.  

A. ORIGENES Y MARCO CONSTITUCIONAL DE LA LIBERTAD DE ASOCIACION 

El final de la edad media significó el origen del Estado liberal, con ello el derecho de asociación se consideró contrario para lo que debía de ser la organización social y política. “De ahí que la actitud del Estado frente al derecho de asociación fuera una actitud represora. El derecho de Asociación quedaba fuera de lo que legítimamente podían hacer los ciudadanos.”

Las asociaciones con ánimo de lucro o persona jurídica nunca fueron objetadas, ya que siempre se consideraron parte de lo que se conoce como libertad económica. El problema surgió respecto de las asociaciones sin ánimo de lucro, cuando éstas tenían finalidades políticas ó sindicales; razónes por las cuales el derecho de asociación no figuró en la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789 y no se incorporara a la Constitución Federal Americana como tampoco a las Constituciones de la época.

         Es hasta el siglo veinte, luego de la creación de la Organización de  Naciones Unidas e instituciones como la Organización Internacional del Trabajo y una serie de instrumentos internacionales sobre derechos humanos, que se le es tomado en cuenta como necesario para mantener la paz mundial. 


La afirmación categórica de la legitimación democrática como base fundamental del Estado cambió la percepción hacia el derecho de asociación; influyendo además, la sociedad industrial moderna, que aparece íntimamente ligada al ejercicio efectivo del derecho de sindicación.

         El Estado fue reestructurado de tal forma que la libertad de asociación, su derecho y ejercicio, dejó de ser un peligro, pasando a ser una pieza clave en la organización social; surge el Estado de partidos, en donde, partidos políticos y sindicatos se convierten en instituciones de relevancia constitucional. 

          Por otro lado, si bien es cierto que la libertad de expresión y asociación fueron incorporados al régimen legal-constitucional, no puede ignorarse la realidad circundante, y es que el sistema político-económico liberal tiende a circunscribir la libertad de expresión y asociación a los medios de comunicación existentes; es decir, al acceso efímero y transitorio a un espacio privado y comercialmente regulado. 


A tal grado de nombrar, con dolo, ignorancia, ó malicia a la libertad de prensa como libertad de expresión, libertad de empresa, de comercialización de ideas etc,. Así, el derecho a la información se vuelve una mercancía más del libre mercado.

        En este orden de ideas, ante  esa iniquidad en la distribución de los canales de expresión e información que genera un déficit informativo, bloqueo mediático, prácticas anticompetitivas en los medios, ó “media”, como los llama Ignacio Ramonet;
 los grupos sociales excluidos económicamente hablando, desarrollan diferentes tipos de estrategias, tendientes a construir su propia información y sus propios canales de comunicación, a fin de mantener abiertos espacios públicos donde pueden ser escuchados. 


Estas estrategias sirven para hacer valer sus propios intereses y valores en el marco de una democracia social; siendo así como surge y se desarrolla la libertad de asociación como una especie necesaria de la libertad de expresión.


La Constitución Salvadoreña de 1983, reconoce la libertad de asociación como derecho fundamental a partir del artículo 7 que literalmente dice, “Los  habitantes de El Salvador tienen derecho a asociarse libremente y a reunirse pacíficamente y sin armas para cualquier objeto lícito. Nadie podrá ser obligado a pertenecer a una asociación. No podrá limitarse ni impedirse a una persona el ejercicio de cualquier actividad lícita, por el hecho de no pertenecer a una asociación. Se prohíbe la existencia de grupos armados de carácter político, religioso o gremial.”


La Constitución, reconoce de manera general y amplia el derecho de asociación, reunión y manifestación. Existen formas de organización respecto de las cuales se reconoce de manera especial estos derechos. Los partidos políticos, las iglesias y los sindicatos de trabajadores, son ejemplo de ellos.

           El derecho de asociación lleva consigo los derechos de las agrupaciones a obtener personalidad jurídica, a ser representados jurídicamente, a dictar sus propios reglamentos, a tener elecciones internas libres y a no ser disueltas arbitrariamente. Estas son las garantías mínimas que les permiten a los grupos organizados existir y desarrollarse.

B. APROXIMACION AL CONCEPTO DE LIBERTAD DE ASOCIACION
“La libertad de asociación es una forma de manifestación de la libertad personal, la cual no tiene más límite que la libertad general. Todo aquello que no está expresamente prohibido por la ley puede hacerse a través del ejercicio del derecho de asociación. Tanto hacia el exterior, es decir en la acción de la asociación en la sociedad,  o en el interior, o sea en la vida interna de la asociación.”
  

Este concepto positivista e individualista compara la libertad de asociación a la libertad personal-individual, posición respetada por un sector de la doctrina pero rechazada por otro. En tanto que la primera, como ya se ha dicho, posee su propia dimensión.


La libertad de asociación es un derecho humano
 que consiste en la facultad de unirse y formar grupos, asociaciones u organizaciones con objetivos lícitos, así como retirarse de las mismas. La libertad sindical está incluida en la libertad de asociación y en inglés ambas se denominan con la misma expresión “freedom of association”.


En un contexto democrático, es de admitir que el derecho de asociación no es un derecho absoluto, igual que otros derechos fundamentales, debe estar sujeto a ciertos límites, los cuales están dados por las garantías de las que gozan los miembros del ente asociativo.

           Lo anterior va en sintonía no sólo de respeto a los derechos fundamentales; sino  de salvaguarda del Estado Democrático, ya que si las personas fueran obligadas a ejercer el derecho de asociación, transformaría el derecho  de asociación, en el deber de pertenecer a una asociación, lo cual  atentaría contra la institucionalidad misma.    

           La Fundación Tomás Moro en su Diccionario Jurídico Lex define el Derecho ó Libertad de Asociación como, “la facultad de constituir agrupaciones permanentes y organizadas para la consecución de fines comunes.” Más que Derecho Fundamental
 del individuo, se trata de una Garantía Institucional de ejercicio no ilimitado. Las Constituciones del siglo XIX no reconocen la Libertad de Asociación, pero a partir de 1848 ésta será exigida llegando a su consagración e incluso a que se atribuya a determinados grupos (partidos, sindicatos), tareas en la vida del Estado constitucionalmente relevantes. 

Según la Fundación de Estudios para la Aplicación del Derecho (FESPAD), la Libertad ó Derecho de Asociación “es el derecho a constituir grupos u organizaciones para desarrollar de manera permanente cualquier actividad legal y pacífica, sea ésta religiosa, política, económica, laboral, social, comunal, cultural, etcétera.” 


Los distintos sistemas de regulación, varían desde la exigencia de concesión o reconocimiento expreso del poder público o la mera comunicación de la constitución a la autoridad, hasta la ausencia de formalidad alguna”. 
 

    Existen asociaciones de diferente índole, las que persiguen fines políticos, religiosos o intelectuales; pero también las de tipo puramente gremial o empresarial, en una o en otra, no dejan de formar parte de la gama de modalidades de la libertad de expresión. Indistintamente que estos derechos a nivel interno ó internacional pueden estar regulados en disposiciones separadas, lo que no se puede negar es que la libertad de asociación tiene un marcado componente comunicativo dentro del conglomerado social que la sitúa directamente en el ámbito de la libertad de expresión.
2. DERECHO DE REUNION Y MANIFESTACION 
A. ORIGENES POLITICOS DEL DERECHO DE REUNION 

La ciencia del derecho constitucional, afirma que el derecho de reunión, es el más elemental de las libertades individuales de ejercicio concertado y el menos incompatible con la mentalidad individualista de las revoluciones burguesas, así lo afirma Pérez Royo, al manifestar: “Efectivamente,  por un lado, el derecho de reunión no es sino la proyección de uno de los derechos más expresivos de la primera fase del constitucionalismo: la libertad de expresión.”

          Evidentemente hablar de libertad de reunión y manifestación, es hablar de un derecho fundamental autónomo, pero no aislado; por un lado, se relaciona con la libertad de asociación y por otro con la libertad de expresión. 

          Con el primer concepto, tienen en común consistir en un grupo de personas que comparten un mismo fin y la diferencia con éste, es que la asociación tiene carácter permanente mientras que la reunión ó manifestación es temporal ó eventual.

          Con la libertad de expresión se asemejan que ambos tienen por fin la difusión de ideas y opiniones, es decir, ambos poseen un carácter comunicacional; pero la diferencia estriba en que mientras la reunión y manifestación son de naturaleza eminentemente colectiva, la libertad de expresión es de naturaleza individual.
          Para el Constitucionalista Español Díez-Picazo, el derecho de reunión y manifestación son un único derecho, no dos y que “si se usan las dos palabras (….) es para poner de relieve que el derecho admite ser ejercido, en un lugar fijo, como discurriendo a lo largo de un itinerario. En ambas modalidades, el derecho es siempre el mismo.
”   

B. CARACTERISTICAS DEL DERECHO DE REUNION Y MANIFESTACION 

Dicho lo anterior, cabe señalar algunos rasgos característicos que distinguen la libertad de reunión y manifestación, el Profesor Pérez Royo destaca cinco elementos ó características:
· El elemento subjetivo: una agrupación de personas que deciden congregarse con previo acuerdo 

· El carácter público: la convocatoria de personas debe hacerse en principio de forma indeterminada
· El elemento temporal: como su nombre lo indica es algo transitorio

· El elemento finalista: su objeto primordial es la transmisión e intercambio de ideas y opiniones entre el grupo social congregado

· El elemento espacial: se refiere que se desarrollará en un lugar determinado de manera fija ó en forma de movilización como antes se dijo.

C. APROXIMACION AL CONCEPTO DE LIBERTAD DE REUNION 
“El derecho de reunión se encuentra frecuentemente limitado por las disposiciones del Poder Ejecutivo que a pretexto de reglamentar la libertad de reunión, viene en la práctica a impedirla, sobre todo en lugares abiertos.”
 Se define como la libertad ó el derecho público subjetivo de carácter individual, como todos los derechos fundamentales, pero de ejercicio concertado. 
A ese respecto, el Tribunal Constitucional Español ha interpretado el concepto de Orden Público, a la luz de los principios del Estado Social y Democrático de Derecho y según la Constitución Española: “como una situación de hecho, mantenimiento de orden público en sentido material, en lugares de tránsito público, no al orden público como sinónimo de respeto a los principios y valores jurídicos y metajurídicos que están en la base de la convivencia social y son fundamentos del orden social, económico y político.”
      

          En El Salvador, existe un retrazo en el desarrollo doctrinario,  jurisprudencial y legal del aludido derecho; por cuanto se carece de doctrina, precedentes jurisprudenciales y de una ley que desarrolle el postulado constitucional establecido en el Art.7 de la constitución.

          Por lo que no es extraño afirmar, que ante la carencia de parámetros de orden legal que regulen la materia, cualquier reunión ó manifestación de la ciudadanía, puede ser considerada por los gobernantes de turno como ilegal ó ilegítima y por ende mandarla a disolver por la fuerza pública; con aplicación de la ley penal ordinaria.

          Para el derecho constitucional comparado, existen instituciones de excepción como La Ley Marcial y La Suspensión de Garantías Constitucionales, que en determinados supuestos pueden afectar directamente los derechos fundamentales que se están tratando, como la Libertad de Expresión, de Prensa, el Derecho de Asociación, Reunión y Manifestación. 
 

La libertad de expresión es anulada en su ejercicio al establecerse una censura previa y un estricto control por parte de los medios masivos de comunicación social por parte del aparato del Estado, que recurre a todo tipo de medidas ilegales y excesivas para impedir la difusión de puntos de vista diversos sobre los hechos.

          La Libertad de Reunión se ve seriamente afectada por su restricción más allá de lo necesario, al prohibir todo tipo de reuniones, aún cuando éstas no tienen relación alguna con la crisis. Normalmente en estos supuestos, se somete su ejercicio a una autorización previa de parte de la autoridad militar, independientemente de la naturaleza de reunión de que se trate.
        

D. DERECHO DE REUNION Y CONDUCTA          
Otra forma de expresión, es el comportamiento humano frente a determinadas realidades; la reunión, es una forma de expresión, asociado a la conducta, la gesticulación de igual forma es decir, cualquier acción negativa o positiva que surja como reacción a un mandato imperativo o potestativo que afecte los intereses de las personas, en que se manifiesta con su conducta,  vinculado también a los derechos políticos y al derecho a la protesta social.

E. LA  PROTESTA SOCIAL: FUNCION DEL DERECHO DE REUNION

La protesta social ha sido uno de los recursos más eficaces que legítimamente han utilizado los ciudadanos para exigir a las autoridades el respeto y el cumplimiento de sus derechos.

Es una forma de expresarse libremente, con la excepción de que no se canaliza a través del sufragio sino a través del ejercicio del derecho de manifestación pública, es decir, constituyendo “foros públicos” y ocupando espacios públicos como una plaza, un parque, un edificio público o desplazándose a través de las calles.


En este sentido, el uso de graffiti, las pancartas y banderas, las reuniones en las casas comunales o en casa de vecinos, la distribución de volantes o cartillas; incluso las acciones muy propias de una protesta como: los cortes de calle, las barricadas, la ocupación de edificios públicos; la huelga; los mítines o concentraciones y los cacerolazos, son algunas de las estrategias desarrolladas por distintos grupos para practicar la comunicación y formar parte de esa forma de participación ciudadana
 que supone la democracia.  


El sufragio, entonces, es un sistema que se vuelve inadecuado en la medida que se descontinúa el dialogo entre los representantes y los representados, una vez finalizado el proceso electoral. Cuando la democracia se limita al voto, se genera una ausencia de representación ciudadana que puede conducir a una crisis social y política. En este marco adquiere relevancia la discusión en torno al concepto de democracia formal, que normalmente se contrapone al de democracia real. 
Democracia formal remite a las normas que regulan las relaciones políticas entre los individuos y grupos sociales, basados en el pluralismo político, las libertades individuales y el principio de delegación y representación del poder. Estos principios generales, a menudo garantizados por la constitución constituyen el sistema que debe regir las relaciones conflictivas entre los grupos sociales. 












La democracia real, se entiende como la capacidad efectiva de los grupos populares para realizar sus intereses expresados a través de ciertos mecanismos. No obstante, el grado de realización efectiva de la democracia formal esta estrechamente asociado al desarrollo alcanzado por la participación de todos los grupos sociales.





La protesta social contiene, precisamente esos “recursos estabilizadores del sistema constitucional” que favorecen el surgimiento y fortalecimiento de instituciones justas, por lo que ella no debe entenderse como un problema para la democracia, sino como una oportunidad de profundización de la misma, porque ella significa la posibilidad de decir “no,” la oportunidad de practicar “el desacuerdo,” de señalar una distorsión, de poner en común o hacer evidente situaciones vividas como problemas.

En este orden de ideas, el jurista Florentín Meléndez, apoya la tesis al manifestar,“Los derechos fundamentales también necesitan de ciertas condiciones económicas, sociales y culturales favorables que aseguren y propicien su existencia real (….).
Los derechos humanos especialmente los derechos económicos, sociales y culturales, exigen una actitud positiva de parte de los Estados, lo cual se traduce en una obligación de hacer, que exige la utilización racional de los recursos disponibles, puestos a disposición de la persona humana y de la colectividad para satisfacer las necesidades básicas que requieren sus derechos fundamentales, entre ellas, la salud, la educación, la creación de fuentes de trabajo, alimentación, vivienda digna y la participación en la vida cultural de la comunidad”.

Finalmente, la protesta social es símbolo por su capacidad de crear discurso público y acción porque materializa su contenido político dentro de un escenario abierto de representaciones sociales, es pensamiento rebelde donde se inscribe un sujeto colectivo y es el reclamo en la medida que se presenta como una estrategia de acción común que demanda soluciones.
  

CAPITULO III.  LIBERTAD DE EXPRESION Y  TERRORISMO
El desarrollo de la democracia y el progreso social dependen del libre debate de ideas y opiniones en una sociedad. Pero con el fin de censurar a sus opositores, los gobiernos cuya legitimidad o decisiones políticas son públicamente discutidas en manifestaciones populares, recurren a veces, supuestamente para proteger la seguridad nacional y el orden público, a las derogaciones justificadas por un peligro público excepcional: el terrorismo. 
Estos gobiernos, reconociendo que el derecho a la libertad de expresión limita su posibilidad de prohibir demostraciones de oposición, utilizan  limitaciones y suspensiones de la libertad de expresión para criminalizar la protesta social como forma de expresión. Bajo el pretexto del combate al terrorismo, pueden provocarse consecuencias que finalizan en una negación del Estado de Derecho.
Como resultado de la llamada “lucha contra el terrorismo”, se globalizaron los regimenes de excepción a partir de las cuales los derechos civiles y políticos fueron virtualmente suspendidos para dar inicio a la criminalización de la protesta social, vigilancia extrema de la ciudadanía, procesos de militarización, mayor control de fronteras, persecución de la población emigrante, detención de personas sin órdenes de arresto, utilización de practicas de tortura y el uso de prisiones clandestinas, reformas en los marcos jurídicos existentes y creación de leyes que  pueden ser aplicadas a un amplio rango de resistencias y disidencias políticas, siendo estas practicas, sintomáticas del Terrorismo de  Estado. 

Es necesario analizar este fenómeno que a partir del 11 de septiembre del 2001, cobró protagonismo en la agenda internacional y regional, y ha sido utilizado generalmente para coartar de forma tajante el Derecho a la Libertad de Expresión y el Derecho de Reunión y Manifestación.  

1.  DESARROLLO DEL FENOMENO DE TERRORISMO
 A través de la historia, los ejércitos se han involucrado en actos extremos de violencia para infundir ‘miedo extremo’ en sus oponentes militares y en las poblaciones civiles que  apoyan al ‘enemigo’. Los tiranos del mundo antiguo y la Santa Inquisición utilizaron el ‘terror’ mo instrumento de represión, como  también las dictaduras y los gobiernos denominados democráticos del siglo 21. 

Pero el concepto “terrorismo” es reciente y emergió entre 1793 y 1794 en el periodo conocido como “El Terror,” en el contexto de la Revolución Francesa.
 El nuevo gobierno, frente a la amenaza de la anarquía temía la invasión extranjera, la lucha civil y el caos económico. Para combatir estas “amenazas”, instauraron agencias, entre ellos: los Comités de Seguridad Publica de Robespierre y los Tribunales Revolucionarios. 

Aproximadamente 20,000 personas fueron ejecutadas frente a grandes  multitudes; y la publicidad sensacional esparció un miedo intencionado en un sector de la población. En 1798, la quinta edición del Diccionario de la Academia Francesa se refirió por primera vez al ‘systeme, regime de la terreur’ introducido por los revolucionarios.
 Este término se popularizó cuando Edmund Burke
 en su condenación de los Jacobinos
, se refirió a ellos como “esos perros del infierno, llamados Terroristas.”
Posteriormente, en 1848, el alemán radical demócrata Karl Heinzen
 formuló una doctrina sobre el terrorismo, y  proclamó que si se trataba de defender la democracia en contra de los bárbaros, cualquier medio, incluyendo los ataques suicidas eran justificables, aunque la mitad del continente estallara en llamas.
 

Daniel Messelken comenta que “es extraordinario como poco a poco el término terrorismo, que claramente describía una forma especifica del Estado de  ejercer el poder, tuviera éxito en significar exactamente lo contrario. Porque desde hace algún tiempo, la palabra terrorista  la utiliza el Estado para nombrar todo adversario violento y/o armado, específicamente por su carácter no-estatal.”


Luego, en el siglo veinte, “terrorismo” y “terrorista” emergieron como palabras para describir múltiples acciones llevadas a cabo por individuos con diversas aspiraciones. 


En los años sesentas y setentas surgió el terrorismo como medio para dominar y moldear las relaciones políticas internacionales, sustituyendo así a la Guerra Fría. Con el mundo dividido en dos grandes bloques, Estados Unidos de América y la Unión Soviética se encontraron limitadas por tener la capacidad de destrucción mutua asegurada, y por tanto se enfocaron en la promoción de  estrategias persuasivas y técnicas subversivas.
 
El gobierno de Sur África  aplicó el término “terrorista,” a grupos nacionales que lucharon por ponerle fin a la discriminación y la segregación racial. Este fue el caso de Nelson Mandela y sus colegas que se les reconoció como “luchadores por la libertad,” después de haber logrado erradicar el apartheid en dicho país. 
   


En la década de los ochenta y noventa, el terrorismo y el nacionalismo se fueron entrelazando. Por ejemplo a Yasser Arafat se le tildó como “terrorista” mientras se le consideraba sin-Estado, pero al convertirse en líder de la Autoridad Palestina, un Estado emergente; el calificativo se descartó hasta que nuevamente surgieron hostilidades entre Israel y Palestina.
 


Después de los atentados del 11 de septiembre de 2001 el gobierno del Presidente Bush impulsó la “Guerra Contra el Terrorismo”  entorno a dos ideas esenciales: los ataques terroristas como actos de guerra, que otorgaban a dicho país el legitimo derecho de la autodefensa y; catalogar como enemigos a los países que supuestamente apoyaban las organizaciones terroristas.
 

A. NATURALEZA DEL FENOMENO
 
El término ha sido definido de distintas maneras, pero cada definición está limitada en su intento por producir un entendimiento comprensivo sobre un fenómeno tan vasto. Esto se debe a que el terrorismo contiene una diversidad de centros de interés (ideología, organización, política y medio social), volviéndose difícil profundizar en cada uno de ellos.                                            



Los análisis contemporáneos sobre el terrorismo tropiezan entre extremos de percepción sobre el termino: conceptualizaciones que son demasiadas extensas para ser útiles, muy reducidas para ser significativas o extremadamente complejas para ser aplicadas de forma sistemática.
  




Walter Lacquer explica que es impresionante “…la vaguedad- en verdad la absoluta negligencia con la cual se ha utilizado el termino, no solamente en los medios de comunicación, en anuncios gubernamentales y por estudiosos del tema. Terrorismo se ha usado como sinónimo de rebelión, batallas callejeras, luchas civiles, insurrecciones, guerrillas rurales, golpes de estados y para una docena mas de cosas.”
 



                                                                  


Luigi Bonanate ha escrito que decidir, “si una acción es terrorista…es más el resultado de un veredicto que el establecimiento de un hecho; la formulación de un juicio social y no la descripción de un fenómeno.”
 




Este debate se vio reflejado en la incapacidad de  Naciones Unidas de definir de forma general este fenómeno en los años ochenta.  Los desacuerdos que surgieron cruzaron fronteras ideológicas y regionales, pero de este fracaso emanaron tres posiciones que perduran hasta hoy:

1.) El Terrorismo está definido y constituido por actos criminales tomados en contra de gobiernos por individuos o grupos. Esta posición fue apoyada por la mayoría de gobiernos industrializados del mundo occidental y por algunos gobiernos de Latinoamérica. 

2.) El Terrorismo debe definirse por los actos, pero en un contexto más amplio que incluya actos llevados a cabo por gobiernos que violan los derechos humanos y refuerzan políticas como el apartheid. Esta posición fue aceptada por la mayoría de los Estados Africanos. 

3.) La definición de terrorismo reside en la motivación del actor y en el contexto del acto. Este argumento reclama que el analizar de una manera demasiada superficial este fenómeno, se puede cometer el error de etiquetar como terrorista a un luchador por la libertad. Una variedad de naciones en vías de desarrollo y algunas naciones árabes adoptaron este enfoque.  


                                                                                                                   



Al analizar el carácter del debate expuesto y bajo la luz de la visión de Naciones Unidas, W.T. Mallison y S.V. Mallison
 escribieron que la entidad internacional estaba obligada a evitar conceptos discriminatorios de terrorismo y que quedaba claro que ningún acto de terror debía ser excusado a causa de la identidad de los actores ni mucho menos por la identidad de las victimas. 


Por tanto, el terror dirigido a asiáticos, africanos, europeos y americanos debía ser sancionado sin importar origen, raza o religión; y además que la protección de diplomáticos y miembros de la elite imperante debía hacerse junto al de las masas.   
B. CARACTERISTICAS DEL FENOMENO

La violencia, como medio para dirimir diferencias y conflictos de intereses, logró ser encauzada en los Estados de Derecho dentro de las normas del "Ius in Bello" o Derecho en la Guerra, compiladas en el Derecho Internacional Humanitario (DIH).

El DIH es un conjunto de normas que por razones humanitarias trata de limitar los efectos de los conflictos armados. Protege a las personas que no participan en los combates y limita los medios y métodos de hacer la guerra.
La violación de estas normas se ha considerado en muchos instrumentos jurídicos internacionales como terrorismo.









El no hacer distinciones entre combatientes y no combatientes, utilizar instrumentos bélicos cuyo efecto pueden afectar objetivos no militares; adoptar métodos de combate que vayan más allá de la búsqueda de una ventaja militar que causen destrucciones inútiles, son comportamientos que al salirse de los cauces convencionales de la guerra, producen en la sociedad un efecto de terror.













El terrorismo comienza a perfilarse en el momento en que la acción bélica desborda sus límites convencionales y pierde su carácter discriminado. Estas prácticas, actos o procedimientos generan miedo intenso en las personas porque además de no delimitarse áreas de seguridad o de riesgo, amenazan los valores fundamentales; como la vida, la integridad y la libertad. 
 



Estas amenazas son el resultado de acciones planificadas, sistemáticas y organizadas con un propósito especifico de índole ideológico, político o religioso y están dirigidas generalmente a civiles y no combatientes. Las más diversas definiciones del terrorismo tienen como puntos recurrentes la violencia indiscriminada dirigida a la población civil con un fin político o social.

Esta violencia física o psicológica, genera un terror intenso que paraliza a las personas, cohíbe sus acciones, destruye o modifica de forma extrema los estratos de la vida, entre ellos: comportamientos, valores y relaciones sociales.  

Pero el posible beneficio del uso de la violencia es más complicado para entender, porque no corresponde al empleo instrumental clásico de la fuerza. El terrorismo es primordialmente una estrategia comunicativa, es decir, que la violencia no es el objetivo principal, sino simplemente un paso en el camino para ocupar el pensamiento de la población y finalmente influir en el.




Según Fernando Reinares, se puede considerar terrorista un acto de violencia cuando el impacto psíquico que provoca en una sociedad o en un sector de ella, sobrepasa de forma exagerada las consecuencias materiales;  y las reacciones emocionales, de ansiedad o miedo que el acto violento suscita en el seno de una población, resultan desproporcionadas respecto al daño físico ocasionado de manera intencionada a personas o a cosas.
 






Pero más que una simple expresión de delincuencia común, donde se requieren solo dos partes: un agresor y una victima, el terrorismo requiere una tercera parte: una audiencia; o sea las personas que puedan ser intimidadas por lo sucedido a la victima.
 

Un acto de ‘terrorismo’ de cualquier manera que se defina es una acción colectiva, un acto político ejecutado en nombre de un grupo basado en su etnicidad, religión, nacionalismo, u orientación ideológica. De no ser así, el acto caería bajo la categoría de un comportamiento criminal común, llevado a cabo con el único propósito de enriquecer a sus participantes.
 

Joaquín Alcaide ha señalado que una acción terrorista contiene además, tres elementos esenciales: un acto/amenaza de violencia, una reacción psicológica y unos efectos sociales”. Pero, tanto los efectos sociales como los psicológicos son parámetros de difícil medición como criterios de distinción entre violencia y terror. 

Para Elizabeth Jelin, el terrorismo nace de un poderoso impulso emotivo o psíquico que busca realizar una expresión política. La violencia se interpreta a menudo como recurso final cuando no hay posibilidad de apelar a la palabra como medio de negociación de conflictos. Pero también puede ser vista como discurso, como forma extrema de hablar, como lenguaje para la expresión de conflictos y relaciones sociales, como intento de participar en la definición del escenario sociopolítico cuando otros discursos no son escuchados.





2. APROXIMACION AL CONCEPTO DE TERRORISMO
La raíz etimológica de  “terrorismo”, es la palabra en latín, terrere, que significa asustar o causar temblor y de la cual derivan los términos terrible, detener, aterrorizar y terror. 
 El ismo que acompaña la palabra significa “acción, proceso, condición, estado, rango, peculiaridad, teoría, doctrina o característica de...
”. 

El terror, es un "miedo muy intenso"
, por estar constituido por una reacción fisio-psicológica, pero no ante la ambigüedad de lo desconocido o inesperado, sino ante la amenaza latente de una violencia no delimitada por fronteras precisas,
 que busca destruir los valores esenciales del ser humano.  

El terrorismo carece de una definición jurídica universal formalmente acordada, pero las más diversas definiciones jurídicas o sociológicas tienen como puntos recurrentes la violencia con un propósito político o social, así como el intento de intimidar y dirigir el acto a civiles o  no combatientes. 


Tomis Kapitan define el fenómeno de la siguiente manera: “Terrorismo es sujetar deliberadamente a civiles a la violencia o a la amenaza de la violencia, para lograr fines políticos.
 


Para el autor, la palabra deliberadamente sugiere que el uso de la violencia o la amenaza de su uso, se hacen de forma intencional para cumplir objetivos políticos, identificándose a los ciudadanos como blancos de los ataques. 


Por otro lado, el daño a civiles puede ser incidental al propósito principal de destruir propiedad, llamar la atención o crear un ambiente de miedo o provocar una respuesta militar. 


La definición no excluye persona, organización o gobierno de la posibilidad de ser un agente de terror. Se reconoce que los Estados pueden cometer actos criminales de guerra, por tanto han surgido acuerdos internacionales verbigracia las Convenciones de la Haya y de Ginebra.
3. MODALIDADES DEL TERRORISMO
 
Es esencial señalar que si se aplican las definiciones existentes a algunos casos concretos, se podrían clasificar como “terroristas” a las mismas entidades que las emitieron.
 Pero con fines académicos es necesario describir algunas de las modalidades existentes en la actualidad.      
A. TERRORISMO GLOBAL

Los procesos de transnacionalización y de globalización  trajeron consigo una nueva manera de enlazar la economía, la cultura, las comunicaciones y finalmente la vida misma. 


La globalización se refiere al proceso histórico, económico y tecnológico, que hizo más “pequeño” el mundo, mientras que el  transnacionalismo es el fenómeno político, ideológico asociado a la globalización, “es la posibilidad de construir una concepción de nosotros como miembros de una sola unidad, el planeta-globo, de una transnación, de construir la idea de una comunidad de ciudadanos transnacionalizados.”


El desarrollo de los pueblos basado en el libre comercio y el libre mercado, la presencia de corporaciones transnacionales y la privatización del Estado condujo a la violación de los derechos económicos, sociales y culturales de las mayorías por ser un desarrollo minoritario y excluyente.


Pero, “la visión de un mundo rico, democrático y libre, a salvo de la violencia y de inestabilidades que sacudían a los países pobres o dictatoriales, se quebró a medida que se hacían pedazos los edificios emblemáticos del poder financiero y militar del mundo.”
  


Con la caída de las torres gemelas en Nueva York, inició la “fase policial de la globalización.”
 Surgió un cambio estructural de las relaciones económicas, políticas, sociales y culturales a escala global. Las imágenes que recorrieron el mundo justificaron el inicio de la guerra global contra el terrorismo.

El terrorismo global, surge con la combinación de los efectos de la globalización y la influencia del elemento religioso o el nacionalismo como ingredientes de integración, resultando en la formación de grupos que subsisten sin depender de patrocinadores estatales para lograr sus fines.
  

Esta modalidad de terrorismo, utiliza los aspectos globalizadores importantes: información, comunicación, tecnología, libertad de movimiento de los capitales, personas, bienes y servicios, para realizar sus objetivos. 

La interconectividad de las sociedades actuales facilita la ejecución de un acto terrorista en el centro de un área urbana dirigido desde lugares recónditos del mundo. Los grupos que llevan a cabo estos actos dependen de los medios de comunicación masivos para multiplicar y esparcir el impacto de sus actos y por ende, el terror en la población.
   
Las sociedades interdependientes se han vuelto sumamente vulnerables, dentro de lo que Marshall McLuhan
 llamó la “aldea global.” Finalmente, el “nuevo orden mundial” dio lugar a que  algunos países, siguiendo el ejemplo de Estados Unidos; sin mayor oposición de la ciudadanía, emitieran leyes  anti-terroristas y decretos como el “Patriot Act”
 bajo la excusa de la imperante necesidad de proteger y defender la seguridad internacional.   
B. TERRORISMO DE ESTADO

El fenómeno del terrorismo, demuestra que históricamente la utilización del mismo no ha pertenecido exclusivamente a los elementos cuestionadores del status quo. Es parte integrante de los métodos de dominación política utilizada por el poder estatal para suplir de esta manera la ineficiencia de los mecanismos de obediencia pasiva, convencimiento, cooptación
, legitimidad y control tendientes a lograr consenso o simplemente mantener el orden.
 


En el caso del terrorismo de Estado, el resultado consiste en paralizar o destruir la oposición política o ideológica y/o en erradicar la oposición armada. En América Latina, donde la legitimidad de las instituciones publicas ha sido siempre precaria y cuestionable, una crisis política, económica o social puede generar la resistencia popular.
 

A través de sus estructuras, instituciones, procedimientos, o prácticas, el Estado coloca bajo amenaza valores fundamentales inherentes al ser humano como lo es la vida, la integridad y la libertad, creando así, campos ambiguos donde la seguridad de las personas está sometida a la arbitrariedad. La privación de las garantías constitucionales crea un peligro tangible a las libertades civiles y políticas, porque se eliminan numerosas barreras que protegen al individuo del abuso del poder.
                                                  

El terror sistemático contra la población tiende a la destrucción de su capacidad e incluso de su voluntad de resistencia. Entre el arsenal de mecanismos que utiliza el Estado para aplicar el “terror” están las desapariciones forzadas, el amedrentamiento sistemático de la población, el arresto y en algunos casos la aniquilación de activistas sociales. 

El Estado, ejerce el terrorismo a través de sus estructuras, instituciones o por medio de practicas sistemáticas, como asesinatos o torturas. Hasta los recursos de publicidad extensa de los medios masivos se pueden orientar hacia el acondicionamiento psicológico, el lavado de cerebro, la difusión e imposición de los valores de autoridad-sumisión en la población.
 
C. TERRORISMO DISIDENTE
Un disidente político es aquel que disiente, entendiéndose por disidencia un desacuerdo de opiniones y por disentir, separarse de una costumbre o conducta general; en el caso anterior, de una idea política.
 

Generalmente, estas formas extremas de disidencia son clasificadas bajo una modalidad de terrorismo, aunque comúnmente, estos actos revelan estados de desesperación producidos por mecanismos de represión que hacen inviables otras formas de protesta, otros procesos de transformación social compatibles con la democracia.
 En algunas ocasiones, estos actos funcionan como una "válvula de escape" a la presión creada por otro terrorismo: el Terrorismo de Estado.
  

En diciembre de 1987 la Asamblea General de las Naciones Unidas aprobó la resolución 42/159
  en la cual se hace una importante distinción entre el terrorismo y la lucha por la liberación nacional, la libertad y la independencia de los pueblo sometidos a regímenes racistas, a la ocupación extranjera o a otras formas de dominación colonial y al derecho de esos pueblos a buscar y recibir ayuda.

Las guerras de liberación nacional están incluidas en el Protocolo I adicional a los Convenios de Ginebra, pues están considerados como conflictos internacionales y quienes las llevan a cabo deben respetar el Derecho Internacional Humanitario.
 

Es fundamental no confundir el terrorismo con "el recurso de la rebelión contra la tiranía y la opresión", como reza el preámbulo de la Declaración Universal de Derechos Humanos.









Generalmente, las definiciones de “terrorismo” no emanan de la realidad empírica y su aplicación giran en torno a objetivos políticos. Pero, es importante enfatizar que el terrorismo no está limitado a los grupos revolucionarios o de izquierda, es también una actividad del Estado y de organizaciones reaccionarias o derechistas. 




D. TERRORISMO MEDIATICO

Las sutilezas del uso semántico del termino “terrorismo” escapan el ámbito de entendimiento del individuo común, como consecuencia, su esencia peyorativa sirven para distorsionar la verdad sobre quien o quienes llevan a cabo actos terroristas. 


Según Daniel Messelken, la distorsión es deliberada y no un derivado accidental e inocente del uso lingüístico del termino. El lenguaje verbal conlleva la intención de asegurar objetivos políticos a través de los medios de comunicación masivos. Estos utilizan el lenguaje de manera deliberada para confundir las conciencias y ocultar la realidad, manipulando de esta forma la audiencia. Por tanto, no existe ningún interés por obtener consistencia y precisión en la aplicación del término. 
 Y es que el lenguaje, igual que el terrorismo, tiene la capacidad de generar miedo y ejercer violencia simbólica o psicológica.
 
Los medios de comunicación masiva buscan manipular sistemáticamente la opinión pública a través de la desinformación,
 la contra información y la propaganda; mientras que comunicadores, expertos y analistas políticos condenan enérgicamente toda oposición al orden establecido.
 Se usan términos precisos que degradan determinadas posiciones ideológicas, políticas o sociales, legitimándose las modalidades de represión contra ellas. Las estrategias de información y comunicación se institucionalizan como formas de control social.
 
Estas prácticas colaboran en la “zombificación colectiva”
 que puede alcanzar la intensidad suficiente para erradicar cualquier manifestación de inconformidad, a escala individual y colectiva y reemplazarla con la desconcientización, la despolitización y la indignación inútil. 
Se ejecutan además, operaciones psicológicas para transmitir información e indicadores seleccionados a públicos extranjeros con el fin de influir en las emociones, motivos, razonamiento objetivo y finalmente en la conducta de gobiernos, organizaciones, grupos e individuos extranjeros,”
 estas forman parte de una doctrina oficial de guerra del Departamento de Defensa de Estados Unidos de Norteamérica.                                                                    
Según Eva Golinger, organismos como la Agencia de Información de Estados Unidos (USIA), la Voz de América (VOA), la Agencia de Estados Unidos para el Desarrollo Internacional (USAID), la Fundacion Nacional para la Democracia (NED), el Instituto de Paz, el Instituto Democrático Nacional (NDI) y  la Agencia Central de Inteligencia (CIA), entre otras, trabajan con presupuestos anuales multi-millonarios para llevar a cabo la guerra psicológica en Latinoamérica.
 

Estos organismos filtran fondos y armamentos psicológicos y propagandísticos a través de entidades “cuasi-privadas”, como la Sociedad Interamericana de Prensa (SIP), Freedom House, Reporteros sin Fronteras, Instituto Prensa y Sociedad (IPYS) y el Intercambio Internacional por la Libertad de Expresión (IFEX).

El Pentágono afirmó que, “las operaciones psicológicas forman parte esencial de la amplia gama de actividades diplomáticas, informativas, militares y económicas de los Estados Unidos.”
 Estas operaciones tienen el objetivo de crear noticias falsas y mentir, usando campañas negras de desinformación y blancas de información selectiva para luego publicarlas. 
La propaganda blanca es aquella que se difunde y se reconoce por la fuente o sus representantes oficiales; es abierta, franca y se disemina de manera amplia. En cambio, la “propaganda negra” es aquella que aduce otra fuente y no la verdadera; para encubrir su origen y sus intenciones se rodean de ambigüedades, secretos y misterios, es la más utilizada en las operaciones clandestinas de los servicios de inteligencia.

Estas operaciones son una forma de violencia psicológica, la cual se define como la imposición de la validez de significados, mediante signos, hasta el punto que otra gente se identifique con ellos.
 Este tipo de violencia se ejerce cuando se fabrica y tergiversa la realidad hasta obligar a las personas a actuar en contra de sus propios intereses. Debido a que la coacción abierta es inaceptable ante los ojos del mundo, el Estado “convence” a sus ciudadanos de la necesidad inevitable de sus acciones a través de la ideología. 
Para colaborar con el éxito de éste objetivo, ayuda el hecho de que durante los últimos años se ha efectuado un acelerado proceso de concentración y control de la comunicación y la información en manos de unos cuantos productores privados, convirtiendo la comunicación en un medio de uso estratégico de la economía, cultura y política de los países desarrollados. Según Vicente Romano, es preocupante que el 95% de las imágenes difundidas por los medios de comunicación las suministra una agencia estadounidense y que el 90% de los conocimientos almacenados en los bancos de datos son de propiedad privada también de dicho país.
   
1a. LA RESPONSABILIDAD DE LOS MEDIOS DE COMUNICACIÓN EN ACTOS EXTREMOS DE VIOLENCIA
En el ámbito internacional, el primer caso que legalmente y formalmente implicó a los medios de comunicación en actos de genocidio y violencia contra la sociedad fue a través del Tribunal Penal Internacional para Ruanda, establecido por el Consejo Nacional de Seguridad de Naciones Unidas, el 8 de Octubre de 1994. 

En dicho caso, los órganos mediáticos promovieron el odio a través de sus periodistas, editores y ejecutivos, desempeñando así un rol central en la incitación al genocidio de los Tutsis, un grupo étnico minoritario de dicho país.
 Los hechos ocurrieron después del accidente aéreo que provocó la muerte de los presidentes de Ruanda y Burundi.

Radio Televisión Libre de Mille Collines (RTLM) difundió información que responsabilizó a un grupo radical Tutsi y a un contingente de soldados Belgas de las Naciones Unidas de la muerte de los líderes. Posteriormente, la comunidad internacional redujo la presencia de sus efectivos en Ruanda, dejando vulnerable a la población perseguida. 
El mundo hizo caso omiso de lo que sucedía en el país africano, debido en parte a que la prensa internacional no ejerció su función de reportar las atrocidades que ahí se cometían; mientras tanto las matanzas sistemáticas, alentadas por las estaciones de radio nacional cobraron la vida de aproximadamente un millón de Tutsis, aparte de las miles de mujeres que fueron victimas de violaciones sexuales.

La sentencia del Tribunal Internacional de Ruanda, dada en el 2006 abrió la posibilidad de considerar a los medios de comunicación ya no como “observadores” e “informantes” de la sociedad, sino como miembros activos y poderosos que deben ser responsables por sus acciones.
 

CAPITULO IV: LA LIBERTAD DE EXPRESION EN EL SALVADOR

Después de los atentados del once de septiembre de 2001, la libertad de expresión en El Salvador se enfrentó con el  presunto conflicto entre seguridad y paz, transformándose posteriormente en un conflicto entre seguridad y libertad; el cual ha valido para sacrificar la libertad individual y colectiva, en menosprecio de los valores democráticos que aspira conquistar la ciudadanía. 

Según los autores, la libertad de expresión, es una categoría que puede otorgársele distintas interpretaciones ó matices, lo cual da oportunidad para que cualquier régimen político pueda utilizarla o menospreciarla a conveniencia, incluso, los regímenes democráticos. Es por ello, que a través de la historia,  la libertad de expresión ha sido causa de preocupación y objeto de estudios normativos, políticos y sociológicos. Aunque en síntesis, la libertad de expresión, no es más que la conciencia de la  humanidad  y a través de ella se busca denunciar las injusticias que algunos seres humanos cometen sobre otros. 

1. LOS MEDIOS DE PRENSA EN EL SALVADOR
Entre las funciones que deben cumplir los medios de comunicación
  está el papel de “centinela” que se realiza a través de la detección de peligros, la formulación de advertencias y el suministro de información útil y sencilla que ayude a resolver los problemas de la población.
 
 
Además estos deben contribuir en la formación de una sociedad salvadoreña democrática, manteniendo al ciudadano informado/a sobre asuntos políticos, sociales y económicos que acontecen en el ámbito nacional e internacional. Pero de igual manera, debe existir un mecanismo de reciprocidad, en el cual la ciudadanía pueda participar en los medios, expresando sus opiniones y criticas a las autoridades correspondientes, para exigir cambios que conlleven a un mejor nivel de vida.     

En nuestra sociedad, la importancia de los medios masivos y en particular de la televisión es cada vez mayor. Según Joseph Dominick, estos determinan los temas principales de discusión a través de la selección de información, intensidad del mensaje y  deciden que noticias deben tener mayor prioridad para el público.


La información recibida influye sobre la forma de actuar y pensar de las personas, logra modificar la forma en que conocen y comprenden la realidad que les rodea y aceptan como reales y de mayor relevancia solo aquellos acontecimientos que muestran las cámaras de televisión y la primera página de los periódicos.                                  



Estos son los voceros y transmisores de la opinión pública, contribuyen a formarla a través de sus influencias y relaciones dinámicas. Su rol en el desarrollo de la opinión pública se debe a algunas de sus características inherentes: la velocidad con que llegan al público y el vasto escenario que abarcan.


Por esta razón, los gobiernos conservadores, como los que han existido en El Salvador, han exigido que los medios cumplan con su función formativa de la opinión pública a través de la desinformación y el entretenimiento, y de ésta manera neutralizar y distraer a las masas en la reivindicación de sus derechos. 










Por aproximadamente veinte años, los grandes medios de comunicación del país: Telecorporación Salvadoreña (canales 2, 4,6),  La Prensa Grafica, El Diario de Hoy, mantuvieron a los gobiernos del partido de derecha, Alianza Republicana Nacionalista (ARENA), exentos de cualquier cuestionamiento, validaron decisiones y con ello, su imagen. Este plan se desarrolló, aprovechando en algunas ocasiones, los desastres naturales o acontecimientos sociopolíticos con el fin de canalizar la atención de la población lejos de otros problemas de gran envergadura.    

Durante el gobierno del Presidente Flores, la dolarización y el descontento generado se desvanecieron con los terremotos de enero y febrero de 2001. En el 2005, la tormenta Stan  acaparó la atención, mientras las tarifas del transporte público aumentaron, y las protestas ciudadanas en la capital y en occidente por un abastecimiento de agua deficiente, pasaron desapercibidas en el contexto de las elecciones municipales de marzo 2006.
  La cobertura noticiosa se dedicó a impactar, sorprender y estimular la atención de la audiencia; en algunas ocasiones careciendo de valor informativo, la exposición de los sucesos. 


Los grandes medios han caído en el error de resaltar únicamente la superficialidad de los hechos, por lo tanto toda situación que se describe es llevada al extremo: buena/mala o negro/blanco, y se suprime cualquier detalle que pueda provocar un análisis profundo de los acontecimientos. Todo esto, unido a la rapidez y al sensacionalismo creado con el fin de “distraer”, lleva a la  anulación de la conciencia ciudadana, haciendo difícil  una cohesión nacional.

La influencia de los medios masivos abarca también el ámbito económico, y su presencia en éste, se ha vuelto  imprescindible debido a que la mayoría existe para entretener al público y obtener ganancias; y lo hacen a través de la publicidad de productos y servicios. Aunque la función más obvia ha sido la venta de espacios publicitarios a los grupos de poder político del país. 


Aquí, surge un grave problema en el momento que los editores, publicadores o dueños de algún periódico, estación de televisión o radio, responden a la presión económica y política, decidiendo no cubrir temas de importancia publica, dejando así, de cumplir con sus responsabilidades democráticas y consintiendo la censura administrativa, limitando al periodista  a que escriba solamente sobre una “línea editorial” para evitar roces con sus anunciantes.

Un ejemplo de lo anterior ocurrió el  24 de marzo de 2003, cuando se  clausuró "Sin Censura," un segmento editorial del Noticiero Hechos de canal   12, que se caracterizaba por sus duras críticas al gobierno de derecha. 
Su presentador, el entonces periodista Mauricio Funes, denunció que el cierre obedecía a presiones del gobierno. Sin embargo, los directivos del canal negaron que su decisión fuera producto de presiones externas, argumentando que el "cierre temporal" de "Sin Censura" obedecía a un rediseño de sus espacios de opinión. 

Pero, Jorge Zedán, propietario del 25% de las acciones de canal 12, señaló una pérdida económica significativa para la televisora como consecuencia del contenido de “Sin Censura.” Zedán explicó que "con los gobiernos de Cristiani y de Calderón Sol nunca hubo órdenes de suspender la publicidad (...). En este gobierno [del presidente Francisco Flores] sí ha habido órdenes específicas, inclusive de no venir a las entrevistas de Canal 12."
 

El día que "Sin Censura" era clausurada, la (SIP) concluía en San Salvador su asamblea de medio año y en el mismo hotel la Asociación Internacional de Radiodifusores (AIR) cerraba la reunión anual de su consejo directivo. Toda la semana anterior al 24 de marzo, los tres periódicos locales miembros de la SIP: La Prensa Gráfica, El Diario de Hoy y El Mundo, habían dedicado numerosas páginas a esas reuniones exaltando los valores de la libertad de expresión. Igual relevancia ofrecieron a las referidas reuniones las radios y televisoras miembros de la Asociación Salvadoreña de Radiodifusores (ASDER). A pesar de todo esto, ninguno de ellos, ni la SIP se pronunció contra el cierre de "Sin Censura".
 

Luego, el 19  de febrero del 2005, la transmisión del programa Entrevista al Día
 fue interrumpida en el momento que su conductor Mauricio Funes,  denunciaba las difíciles condiciones de trabajo que su equipo estaba atravesando; posteriormente el despido de Funes y sus colaboradores provocó que varias organizaciones manifestaran su descontento ante este hecho.
 
En otro caso, en noviembre de 2007, el periodista Gerardo Hurtado, de la Radio YSKL, fue notificado que prescindirían de sus servicios profesionales horas después de haber entrevistado al ex - Presidente Saca. La pregunta del periodista que supuestamente incomodó al ejecutivo y provocó el despido fue sobre el por qué su gobierno se esmeraba más en hacer política que resolver los problemas de la gente.

Serafín Valencia, presidente de la Asociación de Periodistas de El Salvador (APES) comentó que, “Hay obstáculos al pluralismo político, en las líneas editoriales, como el caso del vespertino Diario CoLatino y la Asociación de Radios y Programas Participativos de El Salvador (ARPAS),
 a quienes se les excluye de la publicidad gubernamental, por su línea informativa crítica, frente a las acciones del gobierno.”
 


Y es que a mayor cobertura de los medios, mayor difusión y recepción de los mensajes parcializados y negativos, especialmente en poblaciones pequeñas y en las áreas marginales y rurales, donde generalmente no existen medios alternativos de información. Por tanto, se produce un adormecimiento y un temor en la población, mediante noticias y opiniones que constantemente saturan los grandes medios. 

Es por ello que los medios impresos de menor circulación, como el CoLatino y El Independiente, hacen esfuerzos titánicos contribuyendo al urgente y necesario contrapeso en la información y diversidad de opiniones a la cual debe tener acceso nuestra sociedad. Pero esto como consecuencia, provoca un estrangulamiento económico en el campo publicitario de estos medios alternativos que a través de sus denuncias buscan cumplir con el compromiso de la verdad y ejercer el derecho de libertad de prensa. 

Hasta hoy, aquellos con mayores recursos económicos pueden dominar el espacio publicitario en los medios de comunicación y en otros ámbitos públicos hasta lograr que su mensaje predomine en la opinión publica, excluyéndose los mensajes que puedan emanar de las mayorías. 
En la reciente campaña electoral, los gastos electorales ilimitados del partido de derecha, no solo perpetuaron la distribución desigual de la riqueza sino que además se intentó silenciar la voz de la disidencia en los medios locales.

A. LA PRENSA EN EL CASO DE LAS ELECCIONES DEL AÑO 2009 
El sistema electoral, en un régimen democrático, debe garantizar, como elemento esencial del mismo, el derecho a la libertad de expresión de la soberanía popular, amparada por otros derechos; entre ellos el  de información, de asociación, de manifestación y reunión. 
Joseph Sanmartí tiene razón al afirmar que debe existir el respeto al pluralismo político y social, así como la neutralidad informativa de los medios de comunicación de titularidad pública en período electoral.

Pero en El Salvador, la percepción generalizada sobre el proceso electoral del 2009 fue negativa, el manejo informativo de los medios de comunicación lo confirmó al destacar que el 61% de las menciones sobre el curso del proceso electoral fueron negativas, el 35.4% positivas y solo el 3.44% neutrales.

Esta percepción negativa del proceso electoral puede ser característico de los constantes señalamientos que diferentes actores realizaron sobre las fallas del sistema electoral, tales como la ausencia de regulación de la propaganda electoral y al financiamiento de las campañas, la falta de transparencia en el Registro Electoral, la integración partidaria y la limitada actuación del Tribunal Supremo Electoral (TSE) en su rol de arbitro y aplicador de la justicia electoral.


Sin embargo, la Misión de Observación Electoral de la Unión Europea (MOEUE) señaló que  el TSE, a pesar de las disfunciones organizativas y la falta de consenso en aspectos relevantes que se derivan de su composición partidista, consiguió, garantizar un proceso electoral generalmente transparente, aunque mostró incapacidad para sancionar algunas violaciones importantes del código electoral, especialmente en relación con la larga duración de la pre-campaña. A ello contribuyó la ausencia de una ley de partidos políticos y las importantes lagunas de la legislación electoral salvadoreña, que la sitúan en algunos aspectos importantes por debajo de los estándares internacionales en materia electoral. 
  


La percepción de fraude en las elecciones municipales y legislativas del 18 de enero, contribuyó a crear un clima de desconfianza en el proceso electoral y generaron incertidumbre en la ciudadanía con respecto a las elecciones presidenciales.


La auditoría de la Organización de Estados Americanos (OEA),  determinó que más de 90 mil personas fallecidas estaban inscritas en el Registro Electoral y que aproximadamente 600 mil ciudadanos no compaginaban con las cifras de ciudadanos aptos para votar, según el VI Censo de Población realizado en 2007.


Pero la crisis de desconfianza tuvo otras causas que obedecían principalmente a la pérdida de credibilidad de la prensa. En primer lugar porque ésta ha sido instrumento de  los grupos de poder económico, en complicidad con el poder político. 

En publicidad fue imposible ignorar, los anuncios y spots de difamación que realizaron organizaciones fantasmas como Fuerza Solidaria y otras “instituciones.” Fue evidente, que los medios permitieron estos anuncios de campañas sucias y contribuyeron a reforzarlas con informaciones falsas o juicios paralelos.



Es por ello, que el Frente Farabundo Martí para la Liberación Nacional (FMLN) demandó al partido oficial ARENA ante el TSE, en noviembre del 2008, por liderar una "campaña sucia" en su contra utilizando a los medios de comunicación como instrumento para desprestigiar al principal partido de oposición. 


La demanda fue presentada por Sigfrido Reyes, diputado y encargado de Comunicaciones del FMLN, quien aseguró que ARENA participaba en la elaboración de esta campaña y los mensajes que eran transmitidos constantemente en los principales medios televisivos del país, eran emitidos por la organización antes mencionada, encabezada por un miembro del partido de ARENA, Jaime Handal.
 


Posteriormente, se identificó al venezolano, Alejandro Peña Esclusa, presidente de Fuerza Solidaria como impulsor de la campaña en el país, en la que se invirtió, aproximadamente 700 mil dólares.
 Esclusa fue candidato presidencial en su país en 1998, cuando Hugo Chávez llegó a la presidencia y estuvo en El Salvador, ofreciendo charlas “informativas” sobre asuntos políticos  a empleados/as del sector privado. 

Sin embargo, el Código Electoral
 y la Ley de Extranjería
  establecen que los extranjeros no pueden involucrarse en la política nacional, ni siquiera de manera indirecta. Pero las autoridades correspondientes hicieron caso omiso de esta clara injerencia en los asuntos internos del país. 

Los anuncios emitidos por Fuerza Solidaria, afirmaban que el presidente venezolano Hugo Chávez, "…es el enemigo número uno de Estados Unidos y Estados Unidos es un aliado de El Salvador, millones de salvadoreños viven allá, mandan sus remesas y miles han sido beneficiados por el TPS
, entonces de llegar Funes y el FMLN a la presidencia estaremos sujetos a Chávez, tus remesas y el TPS peligran…". 


Asimismo, la campaña advertía a la población que al optar por el FMLN, "…peligra tu libertad, tu empleo y los precios verdaderamente se irán hasta el cielo. Riesgoso, más que eso, Funes y el FMLN son un peligro para tu bolsillo y un verdadero peligro para El Salvador...".
 

Según, el Procurador para la Defensa de los Derechos Humanos, Lic. Oscar Luna, se quebrantó el Pacto de No Agresión
 firmado por ambos partidos y se involucró de forma indebida al partido ARENA y por ende al gobierno de El Salvador.
 

Pero además, es importante observar la cantidad de veces que la palabra “peligro,” se utilizó en este breve mensaje, indudablemente dicho término quedó impregnado en la mente de la colectividad, creando en ella temor e incertidumbre sobre acusaciones sin base fáctica, lo cual conlleva a concluir que es una forma de terrorismo mediático.   

Y es que el objetivo principal de la cobertura de los medios locales durante las campañas electorales debe ser, difundir la información de manera justa y objetiva, a través de la distribución equitativa de tiempos de transmisión entre todos los partidos y candidatos.


Pero según un monitoreo de los medios llevado a cabo por (MOEUE),  Canales 2, 4 y 6 de TV, La Prensa Gráfica, El Diario de Hoy, Diario CoLatino, Más!, Radio El Salvador, Radio Cadena Cuscatlán, Radio Cadena YSU y Radio Maya Visión registraron desequilibrios desproporcionados en la cantidad de tiempo/espacio asignado a los partidos y/o una cobertura electoral tendenciosa en sus contenidos.
 

El partido ARENA fue el más beneficiado por estas  circunstancias y el FMLN el más perjudicado. En televisión, el grupo TCS asignó al partido ARENA un total de 14.5% de noticias en tono positivo en la información  electoral presentada en sus noticieros y programas de entrevistas y debates, mientras que el FMLN recibió un 39.8% de noticias en tono negativo.

Por lo que respecta a la prensa escrita, durante el periodo analizado El Diario de Hoy asignó al FMLN un total de 52.5% de informaciones en tono negativo, mientras que en el Diario CoLatino fue ARENA quien recibió un 54.9% de noticias en tono negativo. 

Es imperativo señalar que el Diario Colatino solo es leído por el 1.4% de la población según la encuesta de IUDOP de diciembre de 2007, mientras que La Prensa Grafica y El Diario de Hoy tienen una mayor cantidad de lectores con el 31.7% y 25.5% respectivamente según la misma encuesta, esto se debe a la cantidad de ejemplares que se distribuyen en el país. 


La cobertura radiofónica fue la que registró mayores  desequilibrios, tanto cuantitativos como cualitativos. Durante el periodo analizado, las cuatro cadenas analizadas centraron su cobertura casi de manera exclusiva en los partidos ARENA y FMLN, en ocasiones ignorando por completo a los partidos CD, PCN y FDR. 
Pero según el informe de MOEUE, los casos más extremos, cualitativamente, fueron Radio Maya Visión (96.7% de cobertura negativa para ARENA y 70.1% en tono positivo para FMLN) y Radio Cadena YSU (85.7% de cobertura positiva para ARENA y 60.9% en tono negativo para FMLN).


 Finalmente, datos recientes obtenidos por la Iniciativa Social para la Democracia, reflejaron de forma general, que el FMLN recibió el 40.9% de los ataques y criticas en los medios durante la campaña electoral, mientras que ARENA recibió  el 22.1% de ellas y el 18.8% fueron dirigidas a ambos partidos políticos.

Los medios analizados dejaron de difundir propaganda electoral tres días antes de la jornada de  votación, en cumplimiento al Artículo 230 del Código Electoral
. No obstante, algunos “anuncios" y entrevistas difundidas en esas fechas, e incluso durante la jornada electoral mostraron un tono claramente proselitista. 

Paralelamente y pese a estar así establecido en el Artículo 229 del Código Electoral
, el TSE no implementó una programación para la difusión de espacios de propaganda política en los medios de comunicación estatales. Esta circunstancia impidió a los partidos hacer uso de dicha disposición legal durante el período de campaña.

En conclusión, durante un periodo electoral es crucial asegurar que cada partido o candidato independiente cuente con acceso a los medios de comunicación, sobre todo a la radio y la televisión, debido a que la mayoría de los electores se informan sobre la política a través de estos.
 

Un electorado sin el debido nivel de información está incapacitado total o parcialmente para tomar decisiones sensatas. Por esta razón, es un principio básico de las democracias que para solicitar el voto a los ciudadanos es preciso que antes se les dote de toda aquella información que necesiten para poder tomar una opción consciente y razonada.

Pero el bombardeo propagandístico al que se sometió a la población salvadoreña durante el periodo electoral estuvo muy lejos de ser un medio de clarificación ideológica o de búsqueda de alternativas para lograr un proceso de democratización social en El Salvador. La falta de objetividad en los medios de comunicación masivos conlleva a la perdida de credibilidad de estos, provocando que la ciudadanía busque otras formas alternativas para expresarse.  


2. EL DERECHO DE REUNION Y MANIFESTACION EN EL SALVADOR

Los años treinta, y las décadas posteriores significaron el surgimiento  de una serie de dictaduras militares en El Salvador que reprimieron cualquier intento de organización popular, en defensa de la oligarquía liberal-conservadora; vulnerando derechos fundamentales, como la libertad de reunión y manifestación, pero además, cometiendo crímenes de lesa humanidad.

El reconocimiento constitucional del derecho de reunión y manifestación, fue una  conquista social lograda a través de la lucha de la clase trabajadora  mediante sus reivindicaciones laborales a partir de la Constitución de 1950, sin embargo a pesar de estar regulado a nivel constitucional en las circunstancias reales de la sociedad salvadoreña, no se aplica. 
A. BREVE ANTECEDENTE DE LA PROTESTA SOCIAL EN EL SALVADOR
Durante la década de los setentas, El Salvador se transformó progresivamente en un hervidero social. La falta de libertades, la abismal brecha entre ricos y pobres (el 10% de la población disfrutaba del 80% de las riquezas del país), sumados a la creciente tensión internacional entre occidente y el bloque comunista, contribuían a caldear el país.[]
          El gobierno del Coronel Arturo Armando Molina y el de su sucesor General Carlos Humberto Romero trataron de contener el crecimiento de los movimientos de izquierda con la represión ejecutada por los cuerpos de seguridad y el grupo paramilitar ORDEN. Se llevaron a cabo asesinatos selectivos de maestros, dirigentes campesinos, sindicalistas y estudiantes universitarios sumado a la represión de manifestaciones públicas, como la disolución violenta de una marcha estudiantil el 30 de julio de 1975 y la llamada “matanza en las gradas de Catedral” el 8 de mayo de 1979. Todo esto que sucedía en El Salvador se alimentaba por el proceso insurreccional en Nicaragua, contra la dictadura de Anastasio Somoza.
 
1a. VICTIMAS DE LA GUERRA CIVIL 
Según el Informe de la Comisión de la Verdad,
 más de 75,000 personas perdieron la vida en la guerra civil entre 1979 y 1991. Se aproxima que el 80% de las víctimas eran civiles asesinadas en hechos clasificados como "crímenes de guerra." Los casos más significativos por sus implicaciones políticas incluyen hechos ocurridos a partir de 1970 durante la etapa de preguerra.   

Posteriormente, “La década de los ochentas es un hito doloroso, y fundamental de la historia salvadoreña. Son los años del conflicto armado y de agudización del drama humano y material del pueblo, en un contexto de búsqueda incesante de espacios democráticos.

2b. ALGUNAS MASACRES COMETIDAS CONTRA LA POBLACION CIVIL[][][]
Se mencionan a continuación, algunos crímenes de guerra registrados como cometidos por el ejército, grupos paramilitares conocidos como los Escuadrones de la Muerte y grupos guerrilleros que conformaban al FMLN. Se señalan algunos crímenes perpetrados por la oposición de izquierda, aunque es importante aclarar que según los hechos investigados por la Comisión de la Verdad, el 90% de los crímenes fueron cometidos por el ejército durante el conflicto armado, lo cual conlleva a denunciar un terrorismo de Estado durante el conflicto armado que perduro por más de una década: 
: 
· Junio 19 de 1985: 13 personas pierden la vida en un restaurante de la Zona Rosa. Entre los muertos se encontraban cuatro infantes de la marina estadounidenses, civiles extranjeros y algunos nacionales. El FMLN aceptó su responsabilidad en el hecho.                                                                                                    []
· Marzo 1989: Es asesinado por comandos urbanos del FMLN Francisco Peccorini Letona, jesuita, columnista de El Diario de Hoy. Este hecho fue atribuido a un comando urbano del FMLN y corroborado en el informe de la Comisión de la Verdad.
Estos hechos de violencia cometidos por el ejército contra civiles, sacudieron los cimientos de la sociedad salvadoreña, en un contexto de extrema violación al derecho de libertad de expresión y del derecho de reunión y manifestación:

· Marzo de 1979: Ejecución selectiva.10 Jóvenes. Policía de Hacienda. San José Las Flores, Chalatenango. 
· 29 y 31 de octubre de 1979: 86 asesinados y 29 civiles masacrados San Salvador.  
· El 14 de mayo de 1980: Soldados de la Guardia Nacional asesinan a aproximadamente 300 campesinos en las orillas del Río Sumpul en Chalatenango.[]  

· 29 de mayo de 1980: Ejecución selectiva.12 civiles asesinados. San Francisco Guajoyo, Santa Ana.
· 9 de julio de 1980: Ejecución sumaria. 31 asesinados por Guardia Nacional. San Pablo Tacachico, La Libertad.  

· 8 de julio de 1981: 34 civiles ejecutados por Policía de Hacienda. Guazapa, San Salvador. 

· 30 de julio de 1981: Ejecución selectiva.  27 asesinados, 4 lanzados en pozo y el resto en las riveras del Río Talnique. Armenia, Sonsonate. 
· 12 de marzo de 1981: Exterminio total de población civil. cientos de muertos. Cantón El Junquillo, Morazán.  

· 21 a 30 de octubre 1981: Masacre. Operación de la Fuerza Armada. matanza de 500 personas civiles. La Quesera, Usulután. 

· El 10 y 11 de diciembre de 1981: El batallón Atlacatl de la Fuerza Armada de El Salvador masacró a más de 1000 campesinos en El Mozote, Los Toriles y La Joya del departamento de Morazán

· 19 y 22 de enero de 1982: Ejecución selectiva de 35 civiles en suburbios de San Salvador 

· 2 de febrero de 1982: Masacre con morteros en "El Alto", 57 civiles asesinados. Chalatenango.
· 22 de agosto de 1982: Masacre. Más de 200 hombres, mujeres y niños muertos. Cantón "El Calabozo", San Vicente. 

· 24 de agosto de 1982: Bombardeo. 300 civiles muertos. Cerros de San Pedro, San Vicente.
· 22 de febrero de 1983: Ejecución sumaria. 74 indígenas asesinados. Cantón "Las Hojas", Sonsonate.  
· 1 de marzo de 1983: Bombardeo aéreo. 150 civiles muertos. Masacre de Tenango y Guadalupe. Cuzcatlán. 

· 25 de septiembre de 1983: Bombardeo aéreo. 50 Civiles muertos. Tenancingo, Cuzcatlán.
· 4 de noviembre de 1983: Masacre.118 ejecutados. Cantón "Copapayo", Cuzcatlán. 
· 9 de abril de 1984: Masacre con morteros y bombardeo. 25 civiles. Cantón "Las Piletas", San Vicente.
· 18 de julio de 1984: Masacre con morteros. 68 muertos. "Los Llanitos", Cabañas.
· 28 de agosto de 1984: Masacre. 34 ejecutados. Río Hualsinga, Chalatenango.
· 7 de junio de 1985: Masacre.17 ejecutados. Faldas Volcán Guazapa, Cuscatlán.  

· 10 enero-febrero de 1986: Operación "Fénix" de la Fuerza Armada: 245 mujeres, niños y ancianos muertos en bombardeos y 1,045 desplazados a "Calle Real", Volcán Guazapa.
· 21 de septiembre de 1986: Masacre.10 ejecutados. Cantón "San Sebastián", San Vicente.
3c. POLITICOS Y ACTIVISTAS SOCIALES
· El 27 de noviembre de 1980: Los principales dirigentes del Frente Democrático Revolucionario: Enrique Alvarez Córdova, Juan Chacón, Manuel Franco Humberto Mendoza, y Enrique Barrera fueron secuestrados en San Salvador y asesinados por un escuadrón de la muerte denominado, Brígada Anticomunista Maximiliano Hernández Martínez.[] 

· 26 de octubre de 1987: Un escuadrón de la muerte asesina a Herberth Anaya Sanabria, activista por la defensa de los derechos humanos, en la Colonia Zacamil de San Salvador.[] 

· 31 de octubre de 1989: En la madrugada del 31 de octubre de 1989, se colocó una bomba en la entrada al local del Comité de Madres y Familiares de Presos, Desaparecidos y Asesinados Políticos de El Salvador Monseñor Oscar Arnulfo Romero (COMADRES) en San Salvador. Cuatro personas resultaron heridas. Al mediodía, se colocó una bomba en el local de la Federación Nacional Sindical de Trabajadores Salvadoreños (FENASTRAS) en San Salvador con nueve muertos, entre ellos la dirigente sindical Febe Elizabeth Velásquez. El hecho fue atribuido a la acción de un escuadrón de la muerte, posteriores indagaciones implicaron a facciones separatistas del FMLN, los asesinatos. 

4d. ALGUNAS VICTIMAS RELIGIOSAS
En el conflicto perdieron la vida, varios sacerdotes y monjas de la Iglesia Católica
:

· 12 de marzo de 1977: El sacerdote jesuita Rutilio Grande, párroco de Aguilares, es asesinado en la carretera a El Paisnal junto con dos campesinos. El hecho fue atribuido a un  escuadrón de la muerte. El arzobispo de San Salvador, Óscar Romero condenó el crimen y convocó a una misa única que se celebró el 20 de marzo de 1977, en la Plaza Barrios de San Salvador como protesta ante el asesinato del jesuita. 
·  11 de mayo de 1977: El sacerdote Alfonso Navarro Oviedo, párroco de la Colonia Miramonte de San Salvador es asesinado en su iglesia parroquial, junto a un muchacho que colaboraba como sacristán. 
· 28 de noviembre de 1978: El sacerdote Ernesto Barrera Motto, que realizaba labores de pastoral obrera en Ciudad Delgado fue asesinado en San Salvador por la Guardia Nacional. 

· 20 de enero de 1979: El sacerdote Octavio Ortiz fue asesinado en una casa de retiros en San Antonio Abad, San Salvador por la Guardia Nacional junto a cuatro jóvenes, aspirantes al sacerdocio.         

· 20 de junio de 1979: El sacerdote Rafael Palacios fue asesinado en Santa Tecla luego de haber recibido amenazas de muerte del grupo ultraderechista Unión Guerrera Blanca. 

· 4 de agosto de 1979: El sacerdote Alirio Napoleón Macías fue asesinado en la sacristía del templo parroquial de San Esteban Catarina, departamento de San Vicente. El hecho fue atribuido a un escuadrón de la muerte. 

· 24 de marzo de 1980: El Arzobispo de San Salvador, Monseñor Oscar Arnulfo Romero pedía el cese a la represión del pueblo salvadoreño e exigía el respeto al derecho a la libertad de expresión, diciendo, “Yo soy la voz de los sin voz.” Monseñor Romero, fue asesinado mientras celebraba misa en la capilla del Hospital "Divina Providencia."
· 2 de diciembre de 1980: Las religiosas norteamericanas Ita Ford, Maura Clarke, Dorothy Kazel y Jean Donovan, son violadas y asesinadas por soldados de la Guardia Nacional tras salir del Aeropuerto Internacional de San Salvador. 
· 16 de noviembre de 1989: Los sacerdotes jesuitas españoles, Ignacio Ellacuría, Ignacio Martín Baró, Segundo Montes, Armando López y Juan Ramón Moreno junto con el jesuita salvadoreño Joaquín López y López y las domésticas salvadoreñas, Elba y Celina Ramos que trabajaban con ellos, son masacrados por un escuadrón del Batallón Atlacatl de la FAES dentro del campus de la UCA. El Padre Ellacuria, era reconocido por los artículos que publicaba en la revista ECA, denunciando las injusticias del sistema capitalista y la represión en contra de las multitudes.
 
3. RESPUESTA DEL GOBIERNO ANTE LA PROTESTA SOCIAL DESPUES DE LOS ACUERDOS DE PAZ

Los Acuerdos de Paz firmados en 1992 por el gobierno de El Salvador y el FMLN representaron no solo el fin del conflicto armado sino también un intento de “…promover la democratización del país, garantizar el respeto irrestricto de los derechos humanos y reunificar la sociedad salvadoreña.”


Sin embargo, este proceso de transformaciones democráticas fue obligado a coexistir desde su inicio con un modelo económico excluyente y concentrador de la riqueza, basado en las privatizaciones de los principales activos del Estado y la apertura de la economía bajo el modelo neoliberal que estaba siendo desplegado desde la llegada del ex-Presidente Alfredo Cristiani al gobierno en el año de  1989.


Posteriormente, al darse por concluida la función de verificación de cumplimiento de las Naciones Unidas en el 2002, se puso en tela de juicio el compromiso de las partes firmantes para sentar las bases para el desarrollo de un Estado de Derecho, capaz de superar las causas del conflicto armado: el autoritarismo que cerraba a la ciudadanía los espacios políticos y por otro lado, las injusticias sociales y la pobreza endémica que afectaba a un amplio margen de la población. 


Durante los gobiernos de derecha, el escenario nacional careció de espacios para discutir los grandes problemas del país y buscarles solución. La población se ha enfrentado al desempleo, a la violencia, a la inseguridad y a la escasez de oportunidades para mejorar sus condiciones de vida. 
Las políticas neoliberales produjeron efectos desastrosos: la delincuencia aumentó, el costo de la energía eléctrica y del transporte público incrementó, el alza en el precio de la canasta básica y la recesión económica causaron un fuerte impacto en las condiciones de vida de la población más empobrecida y de las capas medias. 


Alimentadas por la indignación y con la convicción de que el cambio era necesario; comunidades y poblaciones transitaron el camino de la creatividad popular para generar estrategias de resistencia y formas diversas de hacer oír las voces de protesta. 

Esta necesidad de organizarse surge de carencias individuales que solamente pueden ser suplidas de manera colectiva. Una acción colectiva expresa una actuación eficaz porque en ella la crisis política llega a manifestar su punto inflexible y las tensiones acumuladas durante mucho tiempo, brotan a la superficie.

Generalmente, los grupos que no pueden participar o ser parte de los sectores de poder utilizan  la protesta social, para exteriorizar sus inquietudes frente a decisiones gubernamentales generalmente inconsultas, que desfavorecen y perjudican a un sector de la población. 

Pero, para los gobiernos de derecha y los grandes grupos empresariales resultó indispensable contener la movilización popular para impulsar nuevas medidas de política económica, siempre en la ruta de las privatizaciones, ignorando los síntomas agónicos que presentaba el modelo económico y que se manifestó en el poco crecimiento de la economía, la nula creación de empleos, el déficit fiscal, el alto nivel de endeudamiento externo y la amenaza de quiebra del sistema de pensiones, entre otros problemas.

De esta manera, la etapa de post guerra ha transcurrido marcada por la contradicción existente entre las necesidades de desarrollo y consolidación de la democracia y el avance de un modelo económico empobrecedor de las mayorías y por tanto, generador de diferentes fenómenos y protestas sociales cuya contención, en el esquema de dominación de la derecha demandó cada vez mayores niveles de represión; como  la apertura de procesos de judicialización y criminalización de la protesta social, el despliegue de políticas de control social y militarización. 

A causa de esto, surge la cuestión de la gobernabilidad
, es decir, la legitimidad del gobierno en la sociedad, más allá de los mecanismos electorales formales. Porque a medida que el gobierno pierde legitimidad y demuestra su falta de eficacia a través de su incapacidad para resolver situaciones de pobreza e inequidad se incrementa el descontento social y los conflictos se multiplican y se extienden. 

La eficacia del gobierno consiste en la consecución de sus objetivos, sin embargo si algunos sectores de la población formulan demandas sociales que no coinciden con los propósitos iniciales del gobierno, estos son presentados asumiendo que éste los hará suyos, con los mismos criterios de prioridad. Así, la medida de la eficacia del gobierno puede también estar determinada por las expectativas de la sociedad y afectar la legitimidad del poder político, entendiéndose por legitimidad del gobierno, la condición de aceptabilidad que tiene su autoridad a los ojos de los ciudadanos.
 

En este proceso de post-guerra, la demanda y reivindicaciones de la sociedad civil no deben verse desde la óptica de la ingobernabilidad porque la democracia supone el respeto de las instituciones, la discrepancia y la tolerancia en donde el Estado deberá resolver los conflictos por medio del diálogo y la negociación, renunciando al uso de la fuerza como medio de represión.

Algunos autores reconocen dos tipos de gobernabilidad: la autoritaria y la democrática. La gobernabilidad democrática entre más  democrática sea, tendría que ver menos con la participación de los entes armados, porque en la medida en que se alcanzan consensos políticos, el rol de las instituciones militares y policiales; es decir el rol de la fuerza, debe disminuir. 

El Dr. Antonio Martínez-Uribe expresa que, algunas personas creen que las protestas sociales son problemas que debe resolver la policía. “Cuando registramos que hay una manifestación popular, con demandas sociales, por el medio ambiente, por el agua, por la minería, por el ingreso, por la canasta básica, por el consumo, ¿En quien pensamos?, En la policía, ó peor aún, en los militares. Pareciera entonces que la protesta social es un asunto policial. Y esta mentalidad tenemos que combatirla y derrotarla.  No puede ser que estemos pensando en más represión cuando […] la protesta social, incluso es calificada de terrorista.” 

La protesta social se ha visto inmiscuida en debates muy complejos sobre sus límites y las medidas de acción directa, vistas como el ejercicio de la libertad de expresión y su posible colisión con otros derechos individuales. 


Algunos sectores, entre ellos el empresarial, ha pedido la aplicación de todo el peso de la ley y el respeto a los “derechos” de terceros. Se ha hablado por ejemplo, de confinar las marchas a lugares donde no afecten la circulación vehicular o atenten contra la propiedad privada. 

Pero, dada su naturaleza política, el derecho de reunión se acompaña del derecho de manifestarse públicamente, haciendo uso de plazas y calles, en lo que cada vez se vuelve una contienda entre ciudadano, vehículos y comercio en general, lo que desde luego exige alguna regulación, por quien está facultado a hacerlo.
Por tanto, existe una de "zona de reserva" de la ley o sea el ámbito donde la regulación de una materia es de competencia legislativa de la Asamblea y no del gobierno local,  en virtud de lo que disponen el Art. 8 y Art. 246 de la Constitución, que reza así: “Los principios, derechos y obligaciones establecidos por esta Constitución no pueden ser alterados por las leyes que regulen su ejercicio. La Constitución prevalecerá sobre todas las leyes y reglamentos. El interés público tiene primacía sobre el interés privado.”
Por tanto, en 1995 se  declaró inconstitucional de un modo general y obligatorio, el Decreto número 5 del Concejo Municipal de la Ciudad de San Salvador, de fecha 31 de mayo de 1994, publicado en el Diario Oficial número 108, Tomo 323, de fecha 10 de junio de 1994, que contiene la Ordenanza Reguladora de Marchas y Manifestaciones celebradas en calles, avenidas y aceras de la ciudad de San Salvador, durante el periodo del Alcalde Mario Valiente. 

La Ordenanza pretendía limitar las marchas y manifestaciones solamente a los días sábados por la tarde, domingos y días festivos. Claramente, esta materia escapaba al marco de actuación del Concejo Municipal de San Salvador, por cuanto si bien el Art. 204 Ord. 5o. de nuestra Constitución establece para las municipalidades dentro de su autonomía al decretar Ordenanzas y Reglamentos Locales, estos se refieren exclusivamente a lo económico, técnico y administrativo.

La Sala de lo Constitucional expresó que, tal como se pretendía regular este derecho por medio de la Ordenanza Municipal, se cometía una acción de inconstitucionalidad grave, pues se suspendía la garantía constitucional del derecho de reunión,  decisión reservada para el Órgano Legislativo, con mayoría calificada, y solo en casos de excepción. Por tanto, el gobierno municipal quebrantó el principio de reserva legal, el principio de razonabilidad y el principio de supremacía constitucional, ya que los dos primeros funcionan, poniendo en juego el mecanismo del tercero.


Posteriormente, se adoptarían medidas más severas para intentar detener las protestas sociales, especialmente en las áreas urbanas de nuestro país. 


A. LA CRIMINALIZACION DE LA PROTESTA SOCIAL
La admisión en territorio salvadoreño de la Academia Internacional de la Aplicación de la Ley (ILEA) en el 2005, y la adopción de la Ley Contra Actos Terroristas (LECAT) en el 2006
 convirtieron  al gobierno del Presidente Antonio Saca en uno de los aliados más seguros del gobierno del ex - presidente Bush, en la militarización de su agenda neoliberal para Latinoamérica, que se disfrazó como parte de la Guerra Global contra el Terrorismo.
La LECAT, que entró en vigencia en octubre de 2006, consta de 53 artículos y clasifica 29 acciones como “actos terroristas,” con penas que van desde los 5 a los 65 años de prisión. 

En su Articulo 34, dicha ley establece que, “La pena de los delitos contemplados en la presente ley se aumentará hasta en una tercera parte del máximo señalado, cuando fueren realizados por dos o más personas…” 

f.) cuando tuvieran por objeto incidir en decisiones gubernamentales

g.) cuando afectaren servicios públicos o el trafico normal de las       principales vías de acceso en todo el territorio nacional o en edificios gubernamentales. 

Paula Velásquez, Jueza del Tribunal 11 de Paz, señala que la ley castiga de forma más severa a las personas que por razones políticas se toman un edificio o una calle que a las que asesinan a otro ser humano; en el primer caso la pena es de 25 a 30 años de prisión mientras que el segundo delito conlleva una pena de 10 años. Por tanto, se violenta el principio de proporcionalidad, porque se vuelve más grave obstaculizar un lugar público que matar o violar otra persona. 
 

El articulo 6 de la LECAT establece lo siguiente: “El que participare en forma individual o colectiva en tomas o ocupaciones de ciudades, poblados, edificios o instalaciones privadas, lugares de uso publico, sedes diplomáticas, o de lugares destinadas a cualquier culto religioso, sea total o parcialmente, empleando para ello armas, explosivos o artículos similares afectando de esa manera el normal desarrollo de las funciones de los habitantes, personal o usuarios, será sancionado con prisión de veinticinco a treinta años.”  
Leyes como estas para castigar desordenes públicos son  innecesarias porque los desbordamientos antisociales en las movilizaciones, ya están regulados por la normativa penal actual, castigando con penas de 2  a 4 años de cárcel este tipo de hechos.  

 Además, la ausencia de una definición de terrorismo permite cualquier interpretación arbitraria que haga el Estado, aquí indudablemente entran diversas formas de protesta social y de oposición política, según las circunstancias y el interés del gobierno de turno.

Es por ello, que diversos movimientos sociales protestaron por la aprobación de dicha Ley, al considerar que el texto no aclaraba conceptos básicas como el terrorismo, por tanto, cualquier conducta que provocara inseguridad, intranquilidad, alarma, o temor en las personas podría ser considerada como tal.  


Un grupo de organizaciones sociales protestaron el 22 de septiembre del 2006 frente a la sede del Palacio Legislativo, y pidieron a los parlamentarios no aprobar la LECAT. El Frente Sindical Salvadoreño, el Movimiento Popular de Resistencia 12 de Octubre, el BPS, la Coordinadora Nacional Agropecuaria, el Foro para la Defensa de la Constitución, comerciantes informales agremiados y la Alianza Social por el Cambio, demandaron a través de una pieza de correspondencia, presentada a la Asamblea Legislativa, no aprobar dicha Ley, debido a que, violaba la Constitución y los derechos humanos fundamentales.

El Procurador General de la Republica, Gregorio Sánchez Trejo, expresó, que “El sentido común del salvadoreño es que la ley lleva una penalidad demasiado severa, 40 años para una sanción; existe también, la duda de que las expresiones políticas o sociales serán reprimidas y se les aplicara esta ley, esto puede llevar a la misma evaluación si la ley es lo mejor para nosotros.”

El problema es de que la calificación de "terrorista", utilizada inadecuadamente, puede utilizarse como un modo de hacer terrorismo: de descalificar a los movimientos sociales, de oposición política o de insurgencia y de legitimar contra ellos formas de represión extralimitadas, que no hacen sino restringir cada vez más los canales democráticos y la vigencia de los derechos humanos.
Un ejemplo de ello, es la ratificación de la Convención Interamericana Contra el Terrorismo, la cual constituye una grave amenaza al Derecho de Libertad de Expresión, ya que es una respuesta directa a las protestas y luchas políticas y sociales, que crecen en países como El Salvador.

Esta Convención precisamente, es el marco teórico que da sustento a  leyes como la aprobada en el país, genéricamente llamadas “anti-terroristas,” que se prestan para avanzar en la represión del derecho de los pueblos a expresarse libremente.


Sucede que, “al ser privados de la palabra, al no tener el derecho a expresarse libremente, los manifestantes no son percibidos como sujetos sino como extraños, ininteligibles, con los cuales no se puede razonar porque ya no se expresan, balbucean; no dialogan, parlotean; no demandan, amenazan.”



La política de criminalización es una forma de controlar el activismo social, empleando legislación penal para enfrentar dicha inconformidad, además de utilizar otras medidas que fuera de la ley consisten en señalar, hostigar, perseguir, encarcelar, y hasta torturar y asesinar a quienes luchan por la reivindicación de sus derechos fundamentales.

Los problemas sociales y políticos se vuelven procesos penales, en los que las personas perjudicadas no tienen forma de intervención, más que como espectadores o como  “acusados”. De posibles actores sociales, los sujetos en conflicto son excluidos y se convierten en víctimas y/o  potenciales criminales. 

Algunas de las formas en que se manifestó la criminalización de los movimientos populares, fue a través del avance del proceso de judicialización de los conflictos, visible en la multiplicación y el agravamiento de las figuras penales, en la manera que fueron aplicadas por jueces y fiscales, en la estigmatización de las poblaciones y grupos movilizados, en el incremento de las fuerzas represivas y en la creación de cuerpos especiales de orden publico, orientados a la represión de la población civil.      






Junto con las detenciones y amenazas, también aumentó el número de desaparecidos por motivos políticos. Tutela Legal del Arzobispado notó algunos casos ilustrativos de asesinatos de activistas sociales y lideres de la oposición política en el 2006. Estos casos incluyen:

•  Marzo 2006: Eligio Ramírez, dirigente local del FMLN. Cuscatancingo. 
•  Julio 2006: Francisco Manzanares y  Juana de Manzanares. Suchitoto. 
•  Agosto 2006: Alex Wilberto Flores y Lidia Peñate de Flores, miembros del                          partido FMLN. Coatepeque.   









En el reporte del 2007 de Tutela Legal del Arzobispado, identificó que 113 de las 169 muertes violentas investigadas fueron ejecuciones extrajudiciales: ejecuciones cometidas por estructuras de crimen organizada parecidas a los escuadrones de muerte de la época de la guerra civil, llevadas a cabo con la intención de generar terror en la población, promover una limpieza social o eliminar  miembros de la oposición política.                                                                  

La Fundación de Estudios para la Aplicación del Derecho (FESPAD), ha documentado los siguientes asesinatos de líderes políticos y activistas sociales en 2007 y 2008
:
• Enero 2007: Gerson Roberto Alvallero, empleado de FUNPROCOOP (La Fundación en Promoción de Cooperativas) y participante en el FMLN. 
Santa Ana.
• Mayo 2007: Oscar Alejandro Franco, dirigente joven del FMLN.       Cuscatancingo. 
• Julio, 2007: Miguel Ángel Vásquez, dirigente sindicalista. San Salvador.  
• Septiembre, 2007: Salvador Sánchez, periodista quien cubrió de manera extensiva el “Caso Suchitoto.” Soyapango.  
• Enero 2008: Wilber Moisés Funes y Zulma Rivera, dirigentes del FMLN. 

• Abril 2008: Omar Huezo, miembro de PNC y guardia de seguridad para un diputado de    la Asamblea Legislativa del FMLN. La Libertad.  
• Abril 2008: Alejandro Portillo, miembro del liderazgo comunitario. Suchitoto 
• Mayo 2008: William Landaverde, hijo de militantes del FMLN. Suchitoto.  

 Con el pretexto de garantizar la seguridad pública o de la lucha contra el terrorismo, el gobierno de derecha aprovechó la oportunidad para adoptar medidas de “seguridad” con el fin de desmovilizar e impedir la expresión de movimientos sociales emergentes críticos de su administración; limitando así, libertades básicas que pasaron desapercibidas frente al exaltado ideario de orden público y unidad nacional.


En El Salvador igual que en otros países de América Latina; de la “doctrina de seguridad nacional”, se pasó a la “súper mano dura,” una mano que se volvió puño, pero permaneció difusa. De allí que no pudo percibirse como tal, porque el terror no tenía su base real en un punto determinado, en una institución, sino que se mantuvo diseminada entre diferentes prácticas que organizaron y gestionaron la aniquilación de la protesta social. 

La respuesta del gobierno ante la protesta social, en lugar de ser conciliadora, resultó en una política incriminatoria y represiva, utilizando las siguientes modalidades que además son comunes en otros países de Latinoamérica
: 

-Detenciones arbitrarias

-Acoso y persecución de defensores de derechos humanos

-Descalificación de luchadores sociales; equiparándolos con delincuentes o     terroristas

-Agravamiento de las acusaciones imputando delitos políticos o contra la seguridad nacional

-Reformas a la legislación penal tipificando nuevos delitos

-Faltas al debido proceso legal, atentando contra los derechos de quienes protestan

-Represión policial violenta

-Militarización de la vida civil

-Campañas mediáticas de desprestigio de la oposición 


La población salvadoreña en busca de fines comunes, y haciendo uso del Derecho de Libertad de Expresión y del Derecho de Reunión y Manifestación, en años recientes se ha manifestado en contra de la privatización de la salud pública y del aumento en el costo de la vida; ha tomado las calles, para exigir mayores fuentes de empleo y ha reclamado el respeto de sus derechos fundamentales, entre ellos, el derecho al agua. 


Sin embargo, estas protestas han dejado cicatrices profundas en la memoria histórica del país, que dan testimonio de su criminalización  y resaltan la carencia de medios adecuados que eviten las graves violaciones a los derechos y a la dignidad de los manifestantes. Dos claros ejemplos ocurrieron el 5 de julio del 2006 en San Salvador y el 2 de julio del 2007 en la ciudad de Suchitoto. 

B.  LA COBERTURA DE LOS MEDIOS MASIVOS DE COMUNICACIÓN EN EL CASO DE LA CAPTURA DE JOSE MARIO BELLOSO
En El Salvador, los medios masivos de comunicación han proclamado  “defender” el derecho a la libertad de expresión pero en si, han promovido una realidad tergiversada, donde la prensa en general, no es la voz de la sociedad sino un instrumento de opinión que se utiliza para distorsionar la memoria colectiva. 

Las palabras y las imágenes se han utilizado para alterar la capacidad cognitiva de las masas, confunden las mentes para luego implantar significados que se contraponen con la realidad. Debido a que la esencia de la comunicación contradice la voluntad autoritaria, se utiliza la violencia psicológica para acallar la diversidad de perspectivas y opiniones que surgen del análisis de la sociedad salvadoreña. 

Hasta la fecha, los medios de comunicación masivos han desempeñado un rol decisivo en cuanto a la importancia que se le da a ciertos sucesos y la manera en que estos son interpretados. La gravedad de un hecho puede ser magnificado de manera exagerada con el propósito de persuadir a la ciudadanía que ciertas medidas son necesarias para preservar el orden publico mientras que otros son casi invisibilizados para evitar criticas de la población.  
Tal fue el caso ocurrido el 5 de julio, fecha en la cual organizaciones de estudiantes de secundaria, universitarios, vendedores ambulantes y otros grupos sociales protestaban contra el alza a la tarifa del transporte público, el aumento en el precio de la canasta básica y la luz eléctrica. 


La protesta social se convirtió en un disturbio alarmante cuando la Unidad de Mantenimiento del Orden (UMO) intervino, lanzando balas de goma y gas pimienta a la multitud debido a la destrucción de la propiedad privada de una agencia bancaria y varias empresas situadas en la cercanías de la Universidad de El Salvador  y el Hospital Benjamín Bloom. 

 Posteriormente, se produjo una serie de disparos de arma de fuego que  resultaron en la muerte de dos agentes de la UMO. Las cámaras de televisión captaron a un sujeto disparando un M-16 apoyado por otro individuo que integraba la protesta, estos, junto con otros manifestantes buscaron refugiarse en la universidad, por lo que dos helicópteros sobrevolaron el campus y dispararon; dejando a un funcionario de la Facultad Multidisciplinaria de Occidente herido. 

Mientras tanto, un supuesto grupo de francotiradores de la policía se encontraba apostado en la azotea del Hospital Benjamín Bloom; poniendo en grave riesgo a los pacientes, en este caso niños/as y el personal administrativo de dicha institución.


Al desplegarse un cerco policial alrededor del campus universitario, se procedió a la captura indiscriminada de 31 personas, acusadas de participar en desordenes públicos, las cuales fueron puestas en libertad por falta de pruebas en su contra. 


Posteriormente, la policía procedió a intervenir la UES con el  pretexto de buscar sospechosos o armamentos; violando así, las instancias correspondientes y el estatuto de la autonomía de la universidad.
El Director de la PNC, Rodrigo Ávila, defendió el acto, asegurando que la UES era un refugio para los “terroristas” que habían asesinado a los dos agentes y agregó que estos recibían entrenamiento militar en ese sitio. 
  

Este lamentable hecho, que cobró la vida de dos personas, sirvió como justificación para que se aprobara en tiempo record la Ley Antiterrorista. Sobre esta medida comentó favorablemente el embajador estadounidense, Douglas Barclay quien señaló que El Salvador y Estados Unidos eran socios en la guerra contra el terrorismo.
 

La captura de Mario Belloso se efectuó aproximadamente un año después del hecho,  bautizado por algunos medios de prensa como “5-J” en clara alusión a los actos terroristas suscitados en Estados Unidos, España e Inglaterra (9-11, 11-M y 7-J) respectivamente.
Pero, la ex - Procuradora para la Defensa de Derechos Humanos, la Dra. Beatrice de Carrillo, instó a los medios de comunicación a verificar la información vertida por las autoridades y calificó de “show policial” la captura de Belloso.

C. CASO SUCHITOTO (2 DE JULIO DE 2007)
DESCRIPCION DEL HECHO:
En  La Prensa Grafica, del 2 de julio del 2007 (fecha en la cual se llevó a cabo la captura de Mario Belloso) hasta el 6 de julio se publicaron 36 artículos sobre el asunto, mientras que solamente 2 artículos aparecieron sobre el Caso Suchitoto, a pesar de la gravedad del hecho, en el cual 14 personas fueron arrestadas y acusadas de cometer actos de terrorismo, entre ellas la periodista Haydee Chicas.
 
Además, se ignoró el hecho de que ese mismo día se conmemoraba en la ciudad de Suchitoto, departamento de Cuscatlan, el primer aniversario de los violentos asesinatos que aún continúan en la impunidad, del señor Francisco Manzanares y su esposa Juana Monjaras de Manzanares, activistas sociales y padres de la locutora y narradora de Radio Venceremos y Radio Farabundo Martí, Rosa Marina Manzanares, conocida popularmente como “Mariposa.” 
 
Según Rosa Marina Manzanares, los fiscales encargados del caso, Rodolfo Antonio Delgado y  Walter Will Ruiz, la acusaron de estar involucrada en la muerte de sus padres junto con su compañero de vida y otras personas con las cuales había trabajado; según los fiscales el motivo del crimen fue el interés en una cantidad de dinero que los señores Manzanares recibieron por un terreno vendido.
 

Manzanares expresó que, “las peligrosas acusaciones y calumnias […] llevan fines  políticos y las considero como una amenaza a nuestra integridad física,  estas calumnias obedecen a nuestro trabajo comprometido con el rescate y preservación de la memoria histórica  a través de la realización de documentales denunciativos, de la creación del Grupo Musical de Protesta Vaguada y del  Espacio Cultural Papalut, (un centro de denuncia permanente), a través de fotografía y documentales históricos, música, poesía, fotos y afiches testimoniales, además de haber mantenido por un año el espacio radial "Huellas de la Memoria", con invitados críticos.  No soportaba la derecha de la zona, nuestro quehacer contra la impunidad y la injusticia.”
  
Manzanares señaló además “…que nuestra tarea de denuncia contra el flagelo e impunidad estatal que con lucha enfrenta el pueblo salvadoreño, no se limita a exigir juicio y castigo contra los asesinos de mis padres, que cubre entre otros, exigir investigación del asesinato de los esposos Peñate Flores, los esposos de la orden Luterana, la desaparición de Walter Bonifacio, de Omar Chávez, hijo del dirigente comunal histórico Omar Chávez y otros hechos de desapariciones y de asesinatos políticos…”


En este ambiente de agitación social y política se produjeron una serie de incidentes violentos en Suchitoto, en el contexto de una visita planificada por el Presidente de la República, Señor Elías Antonio Saca, quien inauguraría un proyecto hídrico y presentaría el lanzamiento de una nueva política de descentralización de servicios básicos. 






Diversos movimientos sociales del país y organizaciones comunitarias de la zona realizaron una concentración y acciones públicas de protesta en reivindicación del derecho al agua, en el marco de considerar la política gubernamental como una amenaza de privatización al acceso al vital líquido.
 

Pero el principio de esta crisis hídrica se encuentra en la gestión ambiental extractiva de recursos naturales, que ha caracterizado a los modelos de desarrollo implementados en el país durante las últimas décadas. 


Lo anterior se expresa  en el manejo desigual de los recursos hídricos, la inadecuada utilización de la mayor parte del territorio, la deforestación y los procesos de urbanización desordenados. 
El agua en El Salvador ha sido un recurso explotado por las cúpulas de poder,  teniendo como aliado un gobierno que además ha concesionado permisos para la explotación de los recursos naturales, para el uso de la minería haciendo caso omiso de la contaminación irreversible de las fuentes acuíferas.                                                                               

Estas acciones son contrarias a lo establecido por el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de la Organización de las Naciones Unidas (ONU), que en su Observación General Numero 15 ha definido que “el derecho humano al agua es el derecho de todos a disponer de agua suficiente, salubre, aceptable accesible y asequible para el uso personal y domestico.”

Pero como en otras esferas de la vida, la vulnerabilidad económica y social de las personas se convierte en causa principal de la exclusión en el acceso al agua segura y suficiente, lo que es exacerbado por la ausencia de políticas nacionales apropiadas y aplicables. 

Esto ha conllevado a la realización de diversas protestas en reivindicación del derecho al acceso al agua,  como  la  que se organizó en un punto de la carretera a Suchitoto situada a la altura de la Ciudadela Guillermo Manuel Ungo, en el kilómetro 36 de la carretera que conduce a la referida ciudad. La manifestación la integraron un gran número de mujeres, adultos mayores e incluso, niños y niñas.

Pero aun antes de iniciarse las actividades, se hizo presente un contingente antimotines de la PNC, pertenecientes a la UMO y unidades elites de asalto policial, pertenecientes al Grupo de Reacción Policial (GRP) o al Grupo Operativo Policial Especial (GOPES). Además, fueron movilizadas unidades de la Fuerza Armada de El Salvador, las cuales incluyeron vehículos militares con ametralladoras de grueso calibre.













Después de iniciada  la reunión de los manifestantes, el contingente de la UMO atacó de forma indiscriminada, utilizando balas de goma, gases y avanzaron, agrediendo con golpes a los manifestantes y provocando que algunos lanzaran piedras y palos en respuesta, causando daños a un vehículo estatal y impidiendo que el Presidente Antonio Saca oficializara su política de privatización del agua.
 

Al verse perseguidos por la policía, muchas personas buscaron refugio en los montes aledaños y en la Ciudadela Guillermo Ungo, para lo cual se utilizaron helicópteros que también lanzaron gases, procedimiento que aterrorizó y afectó a la población de la referida Ciudadela. 






Como resultado de los incidentes se produjo lesiones en decenas de personas y la detención de 14 de ellas. La Fiscalía General de la República (FGR) adujo que un agente policial resultó con lesiones, pero luego se comprobó que eran de consideración leve.



Entre las personas detenidas se encontraron: la Sra. Marta Lorena Araujo Martínez, presidenta de  la Asociación de la Comunidades Rurales para El Desarrollo de El Salvador (CRIPDES), la Sra. Rosa María Centero Valle, vice presidenta de CRIPDES, la Sra. Sandra Isabel Guatemala, promotora social en Suchitoto por CRIPDES, la Sra. María Haydée Chicas, periodista de CRIPDES, el Sr. Manuel Antonio Rodríguez Escalante, motorista de CRIPDES.

Una televisora local transmitió el momento en que el vehículo que transportaba al lugar de los hechos, a la dirigencia de CRIPDES y a la periodista María Haydée Chicas, fue interceptado por la Policía, su conductor fue sacado violentamente del carro y lanzado sobre la carretera acusado de haber obstruido el paso a la Policía.
 


Los miembros de CRIPDES al reclamar por la acción policial fueron apresados/as. Chicas quien filmaba los incidentes también fue arrestada, aunque claramente se identificó como periodista, siendo esto un acto violatorio al libre ejercicio de la prensa y al acceso a la información de la ciudadanía.
En Suchitoto, fueron detenidos el Sr. Facundo Dolores García, poblador de la comunidad Cantón El Zapote, el Sr. Héctor Antonio Ventura Vásquez
, poblador de la comunidad Cantón Platanares, el Sr. Clemente Guevara Batres, poblador de la comunidad de Soyapango, el Sr. Santos Noé Mancía Ramírez, poblador de Suchitoto, el Sr. José Ever Fuentes Herrera, poblador de San Salvador, el Sr. Vicente Vásquez Basilio, poblador de San Salvador, el Sr. Gertrudis Patricio Valladares Aquino, poblador la comunidad de San Vicente, y las dos concejales Marta Yanira Méndez y Beatriz Eugenia Nuila González.

Posteriormente, los detenidos/as fueron presentadas ante el Juzgado Especializado de Instrucción de San Salvador, cuya titular la Licenciada Ana Lucila Fuentes de Paz, quien con fecha 7 de julio de 2007 ordenó la detención provisional de 14 de las personas procesadas
, imputándoles el delito de “Actos de Terrorismo.”
Según el requerimiento fiscal, a los detenidos/as se les atribuyeron los delitos de “actos de terrorismo”, en perjuicio de la vida, la integridad personal o integridad de personas internacionalmente protegidas y funcionarios públicos; “daños agravados”, en perjuicio de la corporación policial y del FISDL,  y “lesiones” en perjuicio de un agente de la corporación policial. 

Pero el 8 de febrero de 2008, el Ministerio Publico Fiscal cambió los cargos de "Actos de terrorismo" a "Desorden Público y Daños Agravados." Producido este cambio, el Tribunal Especial designado para dirimir la acusación de terrorismo transfirió el caso ante un juez de paz común de la localidad de Suchitoto, para su conocimiento. 

La FGR no pudo sostener su acusación y el juez decidió conceder la libertad definitiva a los trece demandados, argumentando carencia de cargos por la ausencia del ente acusador por no haberse presentado a la hora indicada y por nulidad en el procedimiento.


La PDDH, consideró inaceptable la aplicación de la LECAT para un incidente que pudo haber sido tratado bajo la regulación penal y procesal penal vigente.  


Aun bajo el supuesto de que en algún momento se pudieron haber protagonizado desórdenes públicos o daños a la propiedad, es lamentable que dichas personas hayan sido  juzgadas con base a esta Ley y enfrentado un proceso penal que pudo resultar en una pena de varios años de prisión.


Entre las observaciones hechas por la PDDH, respecto a la LECAT, se encuentran las siguientes
:

1. La Ley no define qué se entenderá por terrorismo, por lo que cualquier conducta que según los operadores  del sistema penal se realice con el propósito de provocar inseguridad, intranquilidad, alarma, temor o zozobra en las personas, podría ser considerada como tal. En la Ley Especial no se encuentra una definición o un conjunto de parámetros o criterios específicos, que permitan delimitar en forma precisa, lo que para efectos de su aplicación deberá entenderse como terrorismo, afectándose el Principio de Legalidad.  

2. Existe una desproporción inaceptable entre las sanciones penales que establece la Ley y las conductas o tipos penales que pretende reprimir. La Ley contiene disposiciones que sancionan conductas de manera tan desmedida, que en algunos casos podrían considerarse como penas perpetuas, lo cual está prohibido por nuestra Constitución y el Derecho Internacional de los Derechos Humanos del cual El Salvador es Parte.

3. Debe ponerse especial cuidado a no caer en la criminalización de la protesta social, muy común en la aplicación de este tipo de legislaciones. Para el caso de El Salvador, lamentablemente no han faltado algunos sectores que han señalado como “terroristas” algunas de las acciones realizadas por las organizaciones de la sociedad civil en el marco de las libertades constitucionales de reunión y manifestación. Por lo tanto, un debate alrededor de este tipo de legislación, necesariamente debe de tomar en cuenta tales circunstancias y dejar claramente establecidas las salvaguardas para que en un momento determinado no se trate de utilizar las disposiciones jurídicas del combate al terrorismo, en contra del legítimo ejercicio de derechos fundamentales en nuestro país.

Según lo expresado por la representación de la defensa, no se comprobó con la teoría jurídica fáctica que los hechos establecidos eran apegados a lo regulado en el artículo 5 de la Ley
; si no que correspondían al delito de “desórdenes públicos”, regulado en la legislación común, artículo 348 del Código Penal.

Tutela Legal del Arzobispado trae a cuenta que según los estándares internacionales, el terrorismo se caracteriza por generar terror en la población por medio de actos planificados y concertados, probablemente vinculados a redes internacionales, en los cuales se afecta gravemente la vida y la integridad de personas o mandatarios, mediante el uso de armas de guerra o químicas, con potencial efecto devastador.
 


Por tanto, se puede concluir que los actos atribuidos a las personas procesadas por el delito de Actos de Terrorismo, de ninguna manera pueden considerarse como tales, desde el punto de vista técnico jurídico ni desde los parámetros de los estándares internacionales.


Los márgenes de arbitrariedad y de injusticia con que ha actuado el sistema judicial, son permitidos por las legislaciones especiales que han sido aplicadas (LECAT y Ley Contra el Crimen Organizado 
), las cuales anulan o limitan injustificadamente garantías constitucionales inderogables como el principio de legalidad, el derecho de defensa y la presunción de inocencia.



Existen además suficientes indicios que evidencian que los agentes policiales irrespetaron los principios que regulan el uso de la fuerza, los cuales están señalados tanto en su Ley Orgánica, como en el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, específicamente en los Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de Fuego por los Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley, y el Código de Conducta para Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley. 


Aunque en principio la PNC estaba llamada y facultada para intervenir en el asunto, a efecto de normalizar el libre tránsito, los elementos encontrados en la labor de verificación de la PDDH permiten concluir que no se respetaron los principios de “necesidad” y de “proporcionalidad” en el uso de la fuerza que la PNC empleó para controlar la situación. 


Según los acusados, la PNC no hizo esfuerzos  suficientes, como era su obligación, para evitar la violencia, al contrario, la información obtenida coincide en que la policía disparó balas de goma y lanzó gases lacrimógenos, “sin mediar palabra.”


Esta actitud de los miembros de la UMO es ilegal, arbitraria y además es constitutiva de violación a los derechos a la dignidad y a la integridad personal, los cuales el Estado y sus agentes están en la obligación de respetar y garantizar, según lo expresa el artículo 2 de la Constitución.


Lo anteriormente establecido permite inferir que el principio de “necesidad” fue irrespetado, ya que el empleo de métodos violentos para disolver el bloqueo de calles que implementó la PNC no tuvo como preámbulo el agotamiento de otros mecanismos que de manera efectiva hubieran logrado el resultado esperado, el cual era despejar las carreteras.

Cabe mencionar que las protestas en las vías publicas son una manera de ejercer los Derechos a la Libertad de Expresión y a la Libertad de Reunión que garantizan tanto la constitución como los tratados internacionales de Derechos Humanos.

El Informe Anual 2005 de la Relatoría para la Libertad de Expresión de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH),
 que dedicó su capitulo V al análisis de “Las Manifestaciones Publicas como ejercicio de la Libertad de Expresión y la Libertad de Reunión, destacó que: “Los sectores más empobrecidos de nuestro hemisferio confrontan políticas y acciones discriminatorias; su acceso a la información sobre la planificación, y ejecución de medidas que afectan sus vidas diarias es incipiente y en general los  canales tradicionales de participación para hacer publicas sus denuncias se ven cercenadas.” 


Un apoyo adicional para esta consideración hecha por la Relatoría, se encuentra en la doctrina del “foro publico” que largamente ha sostenido la Corte Suprema de los Estados Unidos de América desde el Caso Hague vs. CIO.
 


En esa ocasión, este alto tribunal se pronunció sobre el uso de la vía publica en los siguientes términos: “[Las calles], desde tiempos inmemoriales, se han utilizado con los propósitos de reunión y de comunicación de ideas entre los ciudadanos y para la discusión de temas públicos. Tal uso de calles y de los espacios públicos, desde antiguo, ha sido parte de los privilegios, inmunidades, derechos y libertades de los ciudadanos.”


 Con fundamento en esta doctrina del “foro publico” y en particular, en el criterio expuesto por la Relatoría de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), debe entenderse que la protesta que se realizó en Suchitoto constituyó, no un acto de terrorismo, como sostuvieron las autoridades, sino una manera de expresar el descontento por la inminente privatización del agua.  

Debe destacarse además que según la PDDH a ninguno de los detenidos le fue encontrada arma de fuego alguna, tampoco existían indicios o evidencias que permitieran inferir que estas personas pertenecían a alguna asociación ilícita, ya que la protesta era encabezada por organizaciones sociales ya reconocidas en el país, que de ninguna manera podrían ser consideradas como organizaciones delictivas. Por tanto, los delitos de “disparos de arma de fuego” y de “asociaciones ilícitas” que los agentes atribuyeron a algunas personas para capturarlos, carecen de motivación. 


En cuanto a la detención de que fueron objeto las personas ya señaladas, la PDDH se ha pronunciado sobre la obligación de las autoridades de seguridad pública de respetar los límites legalmente establecidos para privar de libertad a una persona. 


En tal sentido, considera conveniente recordar que aunque esta es una función que le corresponde realizar a los agentes policiales, su margen de actuación no es ilimitado y debe ceñirse siempre al respeto de la Constitución, la Ley y el Derecho Internacional de los Derechos Humanos. 


Al irrespetar estos límites, los agentes de la UMO y del GOPES actuaron arbitrariamente en perjuicio de las personas antes mencionadas. Esta acción constituye una violación al derecho a la libertad ambulatoria, el cual está reconocido en la Constitución de la República y en diferentes instrumentos internacionales sobre derechos humanos.


Como se ha referido anteriormente, las personas capturadas manifestaron haber sido tratadas con particular desprecio y prepotencia por los agentes policiales. Los detenidos fueron víctimas de golpes, empujones, insultos y amenazas cuando ya estaban sometidos a la autoridad policial, o “esposados” como lo dijeron algunos de ellos en las entrevistas realizadas por la PDDH. 


La conducta de los agentes policiales en este aspecto es desde todo punto de vista reprochable, puesto que su función como funcionarios públicos encargados de hacer cumplir la ley era resguardar su integridad física y mental; sin embargo, las versiones de los detenidos son coincidentes en que éstos los golpearon innecesariamente, los insultaron, los amenazaron con asesinarlos y los intimidaron para obtener información.


El Comité contra la Tortura de las Naciones Unidas,
 en sus conclusiones finales sobre el informe de país, que de acuerdo a los términos de la Convención contra la Tortura fue presentado por el Estado Salvadoreño, incluyó entre sus motivos de preocupación: 

“La ocurrencia, durante el período cubierto por el informe, de numerosos actos de tortura, de tratos crueles, inhumanos o degradantes, y de empleo desproporcionado o innecesario de la fuerza por parte de la policía y el personal penitenciario...” (párrafo 164). 


En ese sentido, es propicio traer a cuenta que el artículo 5 del Código de Conducta para Funcionarios Encargados de hacer cumplir la Ley, establece que: 

“Ningún funcionario encargado de hacer cumplir la ley podrá infligir, instigar o tolerar ningún acto de tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, ni invocar la orden de un superior o circunstancias especiales, como estado de guerra o amenaza de guerra, amenaza a la seguridad nacional, inestabilidad política interna, o cualquier otra emergencia pública, como justificación de la tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes”. 


Actualmente, se ha endurecido la actitud de las autoridades tanto para atender los problemas planteados como, en la ejecución de medidas represivas en contra de los movimientos sociales, entre los cuales está la utilización de la policía para reprimir de manera violenta las protestas ciudadanas y por otra parte se han generado actos de Terrorismo de Estado a través de las leyes, como es el caso de la modificación de los tipos penales de los delitos para convertirlos en graves y acusar penalmente no solo a los dirigentes, sino a todo el grupo que se manifiesta.   


Es en este contexto que la autoridad ha llevado la ley a una ambigüedad extrema, que cualquier acto de protesta que se realice, puede ser calificado como delito, con las consecuencias antes expuestas. Esta falta de claridad no es casual, sino intencional. Es por ello que existe una tendencia a criminalizar las protestas sociales y penalizar las conductas desplegadas por quienes las llevan  a cabo. 

CAPITULO V  

CONCLUSIONES  Y  RECOMENDACIONES
1. CONCLUSIONES 
         En la investigación que aquí concluye, luego del estudio y análisis valorando los aspectos que rodean la naturaleza, esencia y praxis de la libertad de expresión, corresponde en este momento arribar las conclusiones y recomendaciones siguientes:

· Algunos medios masivos de comunicación social en la sociedad Salvadoreña, en un ejercicio extralimitado de la libertad de prensa, practican en muchos casos el terrorismo mediático. Esto, en franca violación al derecho humano y fundamental de la libertad de expresión; con el agravante, que éstos habían contado por regla general con la complicidad ó consentimiento de los gobiernos de turno, que hasta el mes de mayo del año dos mil nueve, habían sido de derecha. Así mismo, éstos han actuado bajo la sombra de sectores ó grupos de poder, que históricamente han intentado incidir en la vida social y política del país.

· Las interpretaciones que se hacen de la libre expresión, transforman la misma en una gran ironía, así, la libertad de expresión produce silencio, sobre todo cuando en Estados como El Salvador no se interviene corrigiendo las distorsiones que produce la estructura social desigual.

· Se concluye entonces, que en El Salvador las campañas electorales y los actores políticos, no rinden cuentas del origen y la fuente de sus ingresos, menos de sus gastos, los cuales son ilimitados, dejando abierta la posibilidad que las campañas electorales sean financiadas incluso por el crimen organizado, el narcotráfico ó cualquier actividad ilícita; en consecuencia no sólo se perpetúa la distribución desigual de la riqueza sino que además, se coloca a los sectores de bajos recursos en condiciones de desventaja en el terreno político, así mismo, esto también tiene el efecto de silenciar a los desfavorecidos. El acaudalado por el contrario, tiene la ventaja de dominar el espacio publicitario en los medios y otros espacios públicos, intentando que el público de hecho solo oiga su mensaje ahogando la voz de los demás. Esto tiene un efecto distorsionador de la libertad de expresión que pone en peligro al mismo régimen democrático, discriminando a las grandes mayorías del debate político, excluyéndolos del juego político democrático. 

· El Estado de Derecho está obligado constitucional, legal,  moral y políticamente a regular la distribución equitativa de la palabra, buscar y encontrar la manera de lograrlo, es parte de su función y razón de ser, es decir, velar por la integridad del debate público, garantizando un debate plural, un acceso al foro público donde todas las voces sean escuchadas.

· Se concluye que la figura de la subasta como único mecanismo para acceder al espectro radio eléctrico, es ilegítimo y antidemocrático lo cual sólo favorece la consolidación de los oligopolios mediáticos del país. Es una exigencia democratizar reencausar y fortalecer los escasos medios de comunicación del Estado como Radio Nacional, Radio Cadena Cuscatlán y el Canal Diez de televisión a fin de garantizar su función cultural educativa y de entretenimiento, generando procesos comunicacionales participativos desde la ciudadanía. En El Salvador existe tan solo una frecuencia comunitaria ante cerca de doscientas frecuencias comerciales de radio; se necesita que otro sector de las comunicaciones se fomente como es la comunicación social sin fines de lucro, dibujando un nuevo mapa de medios que contrarreste los intereses comerciales y que haga prevalecer los intereses nacionales a los intereses de lucro. 

· La libertad de expresión es un derecho fundamental, con la cual se pueden crear situaciones irónicas; la libertad de expresión podría ser causa de silencio obligado sobre todo si no existe igualdad de condiciones en el debate público causando discriminación.

· El Salvador carece de una ley secundaria sobre libertad de expresión que desarrolle este derecho fundamental ello significa: la violación de garantías fundamentales de la ciudadanía, al momento de ejercer cualquier derecho relacionado con la libre expresión en cualquiera de sus modalidades.

· La libre expresión es tergiversada en su aplicación por las grandes corporaciones de medios de comunicación existentes; especialmente las corporaciones de radio y televisión que manejan la información pública a su discreción es decir, sin importar los derechos de la audiencia en franco irrespeto a la ciudadanía manipulando y distorsionando la opinión pública.

· Los medios realizan operaciones psicológicas de manera maquiavélica a fin de mantener desinformada distraída y entretenida a la población, en menosprecio de la dignidad humana, a fin que éstos no puedan hacer un análisis crítico de la realidad del país, su fin principal es adormecer las masas y tratarlas como objetos de consumo.

· La sociedad Salvadoreña adolece de una institucionalidad democrática muy débil, se carece además de leyes secundarias que regulen el derecho de reunión y manifestación, así como el derecho a la intimidad, honor y a la propia imagen. No existen parámetros legales que regulen el ejercicio de la libertad de expresión, ni expertos e instituciones independientes que se dediquen a estudios referentes a la materia.

· La sociedad salvadoreña, posee una Ley Especial Contra Actos de Terrorismo desde el año 2007, dicha ley obedece a políticas de seguridad impulsada desde la Casa Blanca en Washington, en el marco de la seguridad internacional para los Estados Unidos de América y su lucha global contra el Terrorismo. Dicha ley carece de una definición doctrinaria en cuanto a su contenido. Por lo que una ley sin una definición técnica que explique su objeto por naturaleza es inconstitucional y violadora de derechos humanos.

· La Ley precitada conlleva dedicatoria para algunos sectores políticos de la sociedad civil, que reclame sus derechos constitucionales. En El Salvador existe la Ley Especial Contra el Crimen Organizado, y los Tribunales Especializados; no sólo para reprimir el crimen organizado sino para criminalizar la protesta social, utilizando los canales institucionales para acallar la disidencia política. En El Salvador se criminaliza la protesta social, se vulneran derechos fundamentales como es el Derecho a la Libertad de Expresión, La Reunión y Manifestación, a pesar que la protesta no es ningún delito. El caso Suchitoto es ejemplo de ello.

· El paradigma liberal, ignora la realidad histórica de los pueblos y los problemas de estructura, monopolizando incluso la distribución equitativa de la palabra entre el conglomerado. Esta realidad sin embargo está cambiando, pero no por que el sistema lo desee, sino por el mismo desarrollo tecnológico y científico que poco a poco va expandiéndose. Los sectores históricamente marginados van creando sus propios foros, sus propios espacios de comunicación, las radios comunitarias, televisoras locales son ejemplo de ello, éstos han ido rompiendo barreras utilizando nuevas y creativas formas de expresión como la protesta social, lo cual va en atención al ejercicio del derecho constitucional de petición y de sus derechos políticos.

· Se concluye que un régimen democrático, es aquel en donde los ciudadanos gozan del pleno uso de las libertades públicas, aquel donde la tolerancia tiene su propio espacio; además donde se   respeta y fomenta la libertad de expresión en todas sus modalidades a fin de no tener que llegar al ejercicio ilegítimo y extremo de la libertad de expresión como es el fenómeno del terrorismo ni como expresión del Estado, ni como expresión popular, pues ambas violentan los derechos fundamentales y humanos. 

2. RECOMENDACIONES

· Especialmente dedicada a la clase política, esta recomendación consiste en que para garantizar el derecho fundamental de la libertad de expresión, no basta con su consagración constitucional ó con la ratificación de tratados internacionales de derechos humanos que reconozcan este derecho natural; para vivir en niveles aceptables de democracia es necesario hacer ciertos cambios en la estructura social actual, por cuanto el status quo, es enemigo de la libertad de expresión.
· El Estado de Derecho debe intervenir en la regulación del flujo de la información, distribuyendo ó asignando recursos, otorgando licencias de difusión, comprando libros para distribuir en bibliotecas, financiando universidades, hasta otorgar subsidio para mejorar la capacidad expresiva de los grupos desfavorecidos; e incluso el Estado puede silenciar las voces de algunos, para que se oigan las voces de los demás, desde luego eso requiere voluntad política. La finalidad última del Estado debe ser, “enriquecer el debate público.” Se concluye además, que no existe una ley de telecomunicaciones clara y transparente que garantice el acceso democrático, justo y equitativo de la ciudadanía, a las frecuencias de radio y televisión. 

· Se recomienda una distribución más equitativa del ingreso. En una estructura social desigual, es condición indispensable la intervención del Estado con el fin de crear espacios para que los sectores marginados ó excluidos puedan expresarse libremente. La libre expresión es eje fundamental en la vida del Estado en democracia, nunca debe dejarse en manos del emprendimiento privado,  éstos no es de su interés fomentarla y menos garantizarla para todos los sectores. El Estado debe velar por la distribución equitativa de la palabra, sin dejar fuera del debate público a ningún sector de de la sociedad.
· Se recomienda fomentar el activismo estatal como una forma de corregir la influencia que genera la distorsión de la estructura social desigual sobre el debate público, para aumentar la posibilidad de mejorar la calidad del debate en democracia.
· Se recomienda no usar la libertad de expresión como un derecho, ni un privilegio al servicio de las clases dominantes; los sistemas jurídicos tienen la obligación moral de garantizar el debate público e igualitario para todos los sectores sociales de un país, sin inclinaciones de ningún tipo; los medios masivos de comunicación que ejercen la libre expresión, se les recomienda aplicar su deber de neutralidad e imparcialidad como concesionarios de esa prerrogativa del Estado que son.
· A los funcionarios del Estado  se recomienda, jugar el papel de árbitro en favor de aquellos sectores desaventajados, y demostrar preocupación por estos asegurando un trato justo en el debate público, atendiendo con diligencia sus reclamos y nunca criminalizando sus acciones de protesta además es necesario desarrollar políticas públicas  preferenciales de apoyo para dichos sectores, creando condiciones para que estos puedan expresarse con libertad en el foro público.
· Se recomienda por tanto aplicar el derecho a la información pública, como un medio para la transparencia en el ejercicio de la función pública, la cual consiste en la facultad que tiene toda persona de acceder a toda información en poder de las instituciones de carácter público, sin necesidad de demostrar previamente el interés ni la finalidad para la que se solicita tal información; la información pública es un bien público, al cual todos los ciudadanos tienen derecho.
· Se recomienda a toda institución pública, sin excepción, difundir información relativa a sus atribuciones. El derecho de acceso a la información pública ha sido reconocido como un derecho humano en si mismo, presupuesto de un ejercicio pleno del derecho de libertad de expresión y como elemento indispensable del sistema democrático. Así, a mayor transparencia y acceso a la  información pública mayor y mejor calidad de la democracia.
· Por tanto, a la Asamblea Legislativa se recomienda aprobar a la brevedad posible una ley de transparencia y acceso a la Información Pública, con un debate abierto e incluyente que ponga en real vigencia el respeto y garantía el derecho de acceso a la información pública, presupuesto del ejercicio de la libertad de expresión.
· Se recomienda asegurar en dicha ley que la información que se brinde sea completa, equitativa y oportuna. Al Legislativo se recomienda crear una ley ó reformar la existente en cuanto a distribuir el espectro radio eléctrico para  garantizar la democratización del sector y un mayor beneficio social, reservando un treinta por ciento de las frecuencias del dial para el sector social sin fines de lucro, tal como existe en otros países como en Estados Unidos y Uruguay.
· A la Honorable Asamblea Legislativa que abrogue la Ley Especial Contra Actos de Terrorismo por ser violadora de derechos fundamentales de la población en el menor tiempo posible, en aras del respeto al Estado de Derecho, a fin de fomentar la paz, la democratización y la justicia social con fiel cumplimiento del respeto a la Dignidad de la persona Humana.
· A la Honorable Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia declare en el menor tiempo posible la Inconstitucionalidad de la Ley Especial Contra Actos de Terrorismo, proceso interpuesto por la Procuraduría Para la Defensa de los Derechos Humanos en aras de respetar la Institucionalidad del país y el irrestricto cumplimiento del Derecho Internacional de los Derechos Humanos. 
· A la Honorable Asamblea Legislativa se recomienda legislar lo referente a la publicidad gubernamental con criterios técnicos y equitativos considerando aspectos nacionales, regionales y locales, segmentados por públicos, garantizando que esta no sirva para premiar o castigar a los medios de comunicación que no coincidan con las políticas gubernamentales. Así mismo, crear la figura del Defensor de la Libertad de Expresión, adherida a la Procuraduría Para la Defensa de Los Derechos Humanos. 
· Al Estado Salvadoreño se recomienda desarrollar políticas a fin de fortalecer al gremio periodístico y de comunicadores/as de manera que sean actores claves en demandar y vigilar mejores condiciones laborales y la plena vigencia de la libertad de prensa en el país. El Estado debe regular mediante órdenes y prohibiciones estableciendo las prioridades del periodismo, respetando el secreto profesional; para que los actores en igualdad de condiciones puedan expresar sus puntos de vista estableciendo; Así mismo deberá regular lo pertinente a la fiscalización y rendición de cuentas de los actores políticos estableciendo límites para el financiamiento de las campañas electorales.
· El Estado debe superar y fomentar la superación de la brecha digital y la inclusión de todos los sectores a la sociedad de la información y el conocimiento, creando para ello mecanismos y condiciones que garanticen el acceso y la migración de los medios comunitarios a las nuevas tecnologías.
· El régimen democrático Salvadoreño deberá establecer una ley que establezca mecanismos de transparencia y acceso a la información dicha ley exigirá una mayor rendición de cuentas y fomentará la auditoría social. Los ciudadanos son los titulares de la cosa pública y son los que en última instancia debieran tomar la conducción del destino de un país mediante las elecciones periódicas por tanto, tienen derecho a conocer la información que se deriva de la gestión gubernativa. La transparencia es un elemento ligado íntimamente a la democracia. Además que la información pública es a la vez un bien público y por tanto los ciudadanos tienen derecho a accederla.

                                             BIBLIOGRAFIA

Alcaide, Fernández, Joaquín. Las Actividades Terroristas ante el Derecho Internacional Contemporáneo, Tecnos, Madrid, 2000.

Arévalo Oscar Jesús. El Derecho a la información en El Salvador, FESPAD Ediciones. San Salvador, El Salvador, 2005. 

Baltasar Rodríguez, Enrique. Afganistán y la Geopolítica Internacional, México, Plaza y Valdés, 2003.

Bardaji, Rafael L. “11 de septiembre: un año después”, Revista de Libros, Fundación Caja, Madrid, 2002.

Barker Robert S., La Constitución de los Estados Unidos y su Dinámica Actual. Instituto Iberoamericano de Derecho Constitucional, Capitulo Boliviano, Grupo Editorial Okipus, 2003.  

Bertrand Galindo, Francisco y Otros. Manual de Derecho Constitucional Centro de Investigación y Capacitación, Proyecto de Reforma Judicial, Primera Edición Tomo II, 1992. 

Bobbio Norberto, Matteucci Incola, Pasquino Gianfranco. Diccionario de Politica A-J, Siglo 1 Editores, 1995.

Borja, Rodrigo. Enciclopedia de la Política, Fondo de Cultura Económica, México, 1997.

Carr, Matthew. The Infernal Machine: A History of Terrorism: From the Assassination of Tsar Alexander to Al Qaeda, New York, The New Press, 2007.

Constitución Explicada. Fundación de Estudios Para la Aplicación del Derecho, Cuarta Edición  San Salvador, 1997. 

Diccionario Filosófico Rosental.
Diccionario Jurídico Espasa Lex, Fundación Tomás Moro, Editorial Espasa Calpe. S. A., Madrid, 1991.
Diccionario Jurídico Espasa Lex, Fundación Tomás Moro, Editorial Espasa Calpe. S. A., Madrid, 1999. 

Diccionario de la Real Academia Española de la Lengua
Díez-Picazo, Luís María. Sistema de Derechos Fundamentales, Segunda Edición Editorial Aranzadi S. A., Navarra, España 2005.  

Dominick R. Joseph. La Dinámica de la Comunicación Masiva, McGraw Hill, México, 2001.
Fernández, Julio Fausto. Ensayo Constitucional Tomo V, Primera Edición, Sección de Publicaciones Corte Suprema de Justicia, San Salvador, El Salvador C.A., 2002.
Faúndez Ledesma, Héctor, Los  Limites de la Libertad de Expresión. Instituto de Investigaciones   Jurídicas Universidad Nacional Autónoma de México, México D.F., 2004.   

Galindo Pohl, Reynaldo. Guión Histórico de la Ciencia del Derecho, Tomo Primero, UCA Editores, San Salvador, El Salvador  1978. 

Gómez, Ana Ella y Flores, Armando. El Derecho Humano al Agua en El Salvador: La Gota de la Vida: “Hacia una Gestión Sustentable y Democrática del Agua,” Fundación Heinrich Boll, México, 2006.

Gran Diccionario Enciclopédico Visual, Colombia, 1995.
Grossman, Claudio. La Libertad de Expresión en el Sistema Interamericano de Protección de los Derechos Humanos”, en VVAA, Justicia y Libertad de Prensa, Sociedad Interamericana de Prensa, 2003. 

Jagot, Paúl. Gramática y Redacción, Gómez Gómez Hnos. Editores, México, 1982.  

Kapitan, Tomis. ‘Terrorism’ as a Method of Terrorism, Ethics of Terrorism and Counter-Terrorism’, Heusenstamm, New York, 2005.

Lopez, A. George. The State as Terrorist, The Dynamics of Governmental Violence and Repression, Greenwood Press, Connecticut, 1984.

 

Martínez Peñate Oscar, El Salvador: Democracia y Autoritarismo, Segunda Edición, San Salvador, Editorial Nuevo Enfoque, 2007.

Meléndez, Florentín. Instrumentos Internacionales sobre Derechos Humanos aplicables a la administración de Justicia, Estudio Constitucional comparado, Miguel Ángel Porrua Editores, México 2006.
Messelken, Daniel. Terrorism and Guerilla Warfare-A Comparative Essay, Ethics and Counter-Terrorism, Heusenstamm, New York, 2005.

Muller, Díaz T. Luís. El Derecho al Desarrollo y el Nuevo Orden Mundial IIJ, Universidad Autónoma de México, México, 2004. 

Nacos, Brigitte L. Mass-Mediated Terrorism: The Central Role of the Media in Terrorism and Counter-Terrorism. Rowman and Littlefield Publishers, Inc., New York, 2007.

Ossorio, Manuel. Diccionario de Ciencias Jurídicas, Políticas y Sociales, 23Ed.Heliasta, Buenos Aires, 1996. 

Pérez Royo, Javier. Curso de Derecho Constitucional, Décima Edición, Revisada y puesta al día por: Manuel Carrasco Duran, Editorial Marcial Pons, Ediciones Jurídicas y Sociales, SA Madrid, España, 2005.

Platón. Defensa de Sócrates. UCA Editores, Colección Clásicos Volumen 1, Séptima Edición, El Salvador ,1998. 

Reinares, Fernando. Terrorismo Global, Santillana Ediciones Generales, S.L. Madrid, 2003.

Reyes Moreno, Evelyn Marlene. Monografía: Libertad de Expresión. UCA., 2003.

Sánchez González, Santiago. Monografías Jurídicas: La Libertad de Expresión, Macial Pons, Ediciones Jurídicas S. A., Madrid, 1992.

Serrano Piedecasas Fernández, José Ramón. Manual de Teoría Jurídica del Delito, Primera Ed. Consejo Nacional de la Judicatura Escuela de Capacitación Judicial, 2003.

Solano Ramírez, Mario Antonio. Derecho Constitucional de El Salvador, Introducción al Derecho Constitucional, Tomo I. Colección Jurídica Universidad Tecnológica de El Salvador. Ira. Edición Tecno Impresos S. A. de C. V., San Salvador, 2006. 

Tardiff, Guillermo. La Libertad de Expresión, Ideales y Realidades Americanas, Talleres Gráficos de Manuel Casas, México D.F., 1958.

Thompson, Allan. The Media and the Rwanda Genocide, London, Pluto Press, 2007.

Travieso, Juan Antonio. Garantías Fundamentales de los Derechos Humanos, Editorial Hammurabi, Buenos Aires, Argentina, 1999. 

Weimann, Gabriel. The Theater of Terror, Mass Media and International Terrorism, Longman, New York, 1994.

Zakaria  Fareed. El Futuro de la Libertad, las Democracias Liberales en el Mundo, Santillana Ediciones, Madrid, 2003.

ARTICULOS CONSULTADOS EN INTERNET

Arbós, Xavier y Giner, Salvador. La Gobernabilidad: Ciudadanía y Democracia en la Encrucijada Mundial. 

http://campusvirtual.esap.edu.co/e-wiki/en/Gobernabilidad
Arznares, Carlos. El Terrorismo Mediático, la Sumisión de los Medios Convencionales y la Necesidad de Resistir a través de una Política Integral de Contra información. Encuentro Latinoamericano vs. Terrorismo Mediático, Ministerio para el Poder Popular para la Comunicación y la Información. 2008. http://archivos.mincy.gob.ve/doc/terrorismo_mediaticofinalweb.pdf
Ascencio, Jaime. Gerardo Hurtado: “A mí no me va a callar el Presidente”                     http://www.raices.com.sv/detalles.asp?NewsID=1428

Ascencio, Marvin. Venezolano en Gira de Campaña contra el FMLN http://lavanguardiaelsalvador.wordpress.com/2009/01/17/venezolano-en-gira-de-campana-contra-el-fmln/ 

“Avila se niega a debatir en CNN”. www.diariocolatino.coms/e/20090209/nacionales/63594/ - 26k.
Bonanate, Luigi. Some Unanticipated Consequences of Terrorism. Journal of Peace Research. Vol.16.No.3, Sage Publications Ltd. 1970. http://www.jstor.org/stable/423725. 

Castro Soto, Gustavo. Resistencia Indígena y la Oposición a las Represas y al Banco Mundial http://www.ciepac.org  
Chomsky, Noam. Amnesty International Annual Lecture at Shelbourne Hall.  http://homepage.mac.com/dmhart/iblog/  
Ciudad Universitaria. Viernes 20 de julio de 2007 www.asesues.net/archivospdf/comunicado%20ues.pdf.
Condena Internacional para el Asesinato de Héctor Antonio Ventura, Ex -Procesado Político en el “Caso Suchitoto,” y los Asesinatos Políticos en El Salvador: 2008. omiusajpic.org/files/2008/06/international-denuncia-espanol-6208.pdf
Embajador de EE.UU. Satisfecho con Ley Contra Terrorismo, La normativa contempla penas carcelarias de hasta 65 años y tipifica 29 acciones como actos de terrorismo.  Periódico: El Diario de Hoy http://www.elsalvador.com/noticias/2006/09/25/nacional/suceso2.asp 

Escobar, Iván. El Salvador: Draconiana Ley Antiterrorista. http://www.eldiariointernacional.com/spip.php?article550
Fazio, Carlos. La Crisis Andina y la Conexión Mexicana. Encuentro Latinoamericano vs. Terrorismo Mediático, Ministerio para el Poder Popular para la Comunicación y la Información. 2008. http://archivos.mincy.gob.ve/doc/terrorismo_mediaticofinalweb.pdf
Feldman, Andreas E., Perala, Maiju: Reassessing the Causes of Non-governmental Terrorism in Latin America. http://www.jstor.org/stable/3177176
Fernández, Freddy. El Asesinato del Periodismo. Encuentro Latinoamericano vs. Terrorismo Mediático, Ministerio para el Poder Popular para la Comunicación y la Información. 2008, http://archivos.mincy.gob.ve/doc/terrorismo_mediaticofinalweb.pdf
FMLN demanda a ARENA ante Tribunal Electoral por “campaña sucia” http://www.laprensa.com.ni/archivo/2008/noviembre/06/noticias/ultimahora/293676.shtml 

Flores, Magdalena.  Apatía política persiste en El Salvador. http://contrapunto.com.sv  

Giraldo, Javier M, S.J. El Terrorismo de Estado. www.javiergiraldo.org/spip.php?auteur1&debut_articles=70 - 20k
Gil, Laura. La ONU y el Terrorismo. Fundación Seguridad y Democracia. http://www.seguridadydemocraciaorg/docs/pdf/seguridadRegion-32k
Golinger, Eva. El terrorismo mediático, las operaciones psicológicas, la SIP y la necesidad de un movimiento internacional de comunicación revolucionaria. http://www.rebelion.org/noticia.php?id=65444. 

Gómez, Jaime. Funciones de los Medios de Comunicación http://gti1.edu.um.es:8080/jgomez/hei/intranet/heimedios2002.doc  

Guevara, Cristina. “De la Guerra a la Paz- La Locura del Mozote.” http://elfaro.net/dlgalp/laguerra/mozote.asp. 
Gupta, K. Dipak. Exploring Roots of Terrorism.                                                                         http://www-rohan.sdsu.edu/faculty/dgupta/articles/RootCause
Izarra, Andrés. Terrorismo Mediático y Legitima Defensa Comunicacional. Encuentro Latinoamericano vs. Terrorismo Mediático, Ministerio para el Poder Popular para la Comunicación y la Información. 2008. http://archivos.mincy.gob.ve/doc/terrorismo_mediaticofinalweb.pdf
Jelin, Elizabeth. ¿Ciudadanía Emergente o Exclusión? Movimientos Sociales y ONGs en los Años Noventa. Revista Mexicana de Sociología, Vol. 56, No.4 (Oct.-Dec. 1994), pp. 91-108. http: www.jstor.org/stable/3541084
“La Muerte de los que No Combatían en la Guerra y el Recuento de las Muertes” http://www.tutelalegal.org./páginas/quesera310107/.htm
Leonardi, Bernardo. Influencia de los Medios de Comunicación de Masas http://www.monografias.com/trabajos/influmcm/influmcm.shtml 

Libertad de Prensa: Denuncian Autocensura en El Salvador Debido a Presiones y Amenazas Contra la Prensa http://www.medioslatinos.com/modules/news/article.php?storyid=1164
López, Jaime. El Salvador: Defensa Fragmentada de la Libertad de Expresión http://www.libertad-prensa.org/Director.aspx?P=Articulo&A=112
Mazzarese Tecla. Razonamiento Judicial y Derechos Fundamentales, Universidad de Brascia, http://www.biblioteca.org.ar/LIBROS/133409.pdf 
Marshall, Monty G. Global Terrorism: An Overview and Analysis. http://systemicpeace.org/CSPpaper3.pdf  

Medios de Comunicación, Estado y Censura en El Salvador http://www.patriaexacta.com/web/EL-SALVADOR/63.html 

Montoya Revilla, Pablo Cesar. El Terror Global: Inicio, Desafío y Medios Político-Jurídico de Enfrentamiento. 

http://info.juridicas.unam.mx/publica/librev/rev/derint/cont

Pérez, Salazar Robinsón. Los Nuevos Actores de la Política en el Siglo XXI. Nuevos%20Sujetos%20em%20America%20Latina.pdf.

Pierre-Charles, Gerard. Dominación Política y Terrorismo de Estado. Revista Mexicana de Sociología, Vo.40, No.3 Estado y Clases Sociales en América Latina. Universidad Autónoma de México. (Jul.-Sep. 1978). http://www.jstor.org/stable/3539671
Ramonet, Ignacio. Tiranía de la Comunicación, http://apuntes.rincon del vago.com
Ribeiro, Lins Gustavo. Globalización y Transnacionalizacion, Perspectivas Antropológicas y Latinoamericanas. Serie Antropológica 199, Brasilia, 1996. www.unb.br/ics/dan/Serie199empdf.pdf
Rivera Urrutia, Eugenio y Sojo, Ana, Movimiento Popular, Conflicto Social y Democracia, Revista Mexicana de Sociología, Vol.47, No. 4, Actores Sociales y Política (Oct.- Dic.) Universidad Autónoma de México, 1985. http://www.jstor.org/stable/3540573 

Rodriguez, Esteban. La Democracia Amordazada, Libertad de Expresión, Estructura Desigual, Protesta Social y Activismo Estatal. www.ucasal.net/novedades/archivos/redcom-ponencia/Eje1/Mesa1-2/Rodriguez-E.pdf -

Romano, Vicente: Libertad de Expresión y Terrorismo Mediático. Encuentro Latinoamericano vs. Terrorismo Mediático, Ministerio para el Poder Popular para la Comunicación y la Información, 2008.

http://archivos.mincy.gob.ve/doc/terrorismo_mediaticofinalweb.pdf
Sanmarti Joseph M., “Los Limites de la Libertad de Expresión en los Procesos Electorales”, www.razonypalabra.org.mx/anteriores/n44/jsanmarti.html - 67k    

“Serios Peligros para los Derechos Humanos.” www.aprodeh.org.pe.

Serrano Figueroa, Rafael. “El Terrorismo y el Derecho Internacional.” 

Revista de la Universidad Autónoma de México http://www.Juridicas.unam.mx/publica/rev/derint/cont/3/art/crt13.htm. 

Taylor W. Robert, Vanden E. Harry: “Defining Terrorism in El Salvador: “La Matanza,” Annals of the American Academy of Political and Social Science, Vol.463, Internacional Terrorism (Sep., 1982), pp. 106-118. 

http://links.jstor.org/sici.

Vaneeckhaute, Hendrik, La ONU y el Terrorismo. Rebelión. 28/08/2004. http://www.rebelion.org/mostrar.php?tipo=5&id=Hendrik
REVISTAS ACADEMICAS

González, José Manuel. Guzmán, Nataly. Peraza, Xiomara. “De la construcción social de la realidad a la reconstrucción mediática de los sucesos” Revista ECA, Volumen 61, Numero 693-694., UCA, El Salvador, julio-agosto 2006.
ARTICULOS DE PERIODICOS

Cambio Histórico 2009: Biografía: Mauricio Funes, Presidente de la República de El Salvador, 2009-2014. CoLatino, 1 de junio de 2009.

Jiménez, Mima. “Ley Antiterrorista totalmente desproporcionada, asegura Jueza de Paz” Diario Co-Latino, miércoles 18 de julio de 2007

Martínez- Uribe, Antonio.  Perspectivas de la Defensa tras el Triunfo Electoral del FMLN en El Salvador. Diario Co-latino del 13 de abril de 2009. 

Orellana, Gloria Silvia y Cárdenas, Leonor.  PDDH Considera “Show Policial” Captura de Belloso. Diario CoLatino, 2 de julio de 2007.

Orellana, Gloria Silvia. “Procuradores Piden Revisión de Ley Antiterrorista”. Diario Co-latino miércoles 11 de julio.
Diario El Mundo, del 27,28 de diciembre de 2008, San Salvador.

CONFERENCIAS

Profesor Owen Fiss, Universidad de Yale, "La Libertad de Expresión y las Dos Caras del Estado".  Conferencia organizada por la Asociación por los Derechos Civiles y la Universidad de Palermo y auspiciada por la Maestría en Derechos Humanos de la Universidad Nacional de Lanús y la Maestría en Industrias Culturales y el Departamento de Ciencias Sociales de la Universidad Nacional de Quilmes.

La Criminalizacion de la Protesta Social en El Salvador, 26 de mayo del 2008, Facultad de Derecho, Universidad de El Salvador, Fundación de Estudios Para la Aplicación del Derecho.
ARTICULO RECIBIDO VIA E-MAIL

Fiscalía General de la Republica de El Salvador, Pasado un Año del Asesinato Bajo Torturas de los Esposos Manzanares- Monjaras, No Tiene Resultados de Investigaciones y los Nuevos Fiscales en el Caso, Amedrentan a Marina Manzanares. Informe recibido vía e-mail el  7/06/2009, Enviado por Rosa Marina Manzanares.
DOCUMENTOS CONSULTADOS
Centro de Documentación Judicial. P0501-72-2006.
http://www.jurisprudencia.gob.sv/

Convención Sobre la Prevención y el Castigo de Delitos Contra Personas Internacionalmente Protegidas, Inclusive Agentes Diplomáticos. www.acnur.org/biblioteca/pdf/1564.pdf
Corte Suprema de los Estados Unidos de América, 1939, “Hague, Mayor et al. v.Committee for Industrial Organization ” 307 U.S. 496, E.A. www.bc.edu/bc_org/avp/cas/comm/free_speech/hague.html-75k-
Declaración de Independencia de Estados Unidos http://www.astrored.org/enciclopedia/wiki/Declaraci%C3%B3n_de Independencia_de_los_Estados_Unidos
Observación Finales del Comité Contra la Tortura: El Salvador: 12/05/2000, A/55/44,PARAS.152-174 www.acnur.org/biblioteca/pdf/3329.pdf  
Observación General No. 15, Consejo Económico y Social, Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Cuestiones sustantivas que se Plantean en la Aplicación del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Ginebra, noviembre, 2002. www.unhchr.ch/tbs/doc.nsf/.../$FILE/G0245593.pdf
Opinión Consultiva OC-5/85, La Colegiación Obligatoria de los Periodistas, Corte Interamericana de Derechos Humanos, www.corteidh.or.cr/docs/opiniones/seriea_05_esp.doc
Ordenanza Reguladora de Marchas y Manifestaciones, Decreto número 5 del Concejo Municipal de la Ciudad de San Salvador de fecha 31 de mayo de 1994, publicado en el Diario Oficial número 108, Tomo 323, de fecha 10 de junio de 1994.

Proceso 1203  http://www.uca.edu.sv/publica/cidai/proceso.1203.pdf

http://www.fgr.cu/Biblioteca Jurídica/Derecho.Internacional" 

Resolución 42/159 del 7 de diciembre de 1987: Measures to Prevent International Terrorism:                         

http://www.fgr.cu/Biblioteca Jurídica/Derecho.Internacional

Sentencia Número 176/1995 del once de diciembre de 1995, Recurso de Amparo Número 1421/1992, Boletín Oficial del Estado España, del once de enero de 1996. portal.uclm.es/descargas/idp_docs/.../stc%20176-1995.pdf
United Nations Humanitarian Charter: http://www.unhchr.ch/udhr/-10k
Zamora y Barrientos vrs. Decreto número 5: http://www.jurisprudencia.gob.sv/exploiis/indice.asp?nBD=1&nItem=3186&nModo=3
    LEGISLACION CONSULTADA

Código Electoral de El Salvador www.bibliojuridica.org/libros/4/1593/131.pdf
Código Penal aprobado por el DC 1030, Publicado por el D.L. del 26 de abril de 1997, D.O. 105, Tomo 335 del 10 de junio de 1997.

Constitución de El Salvador, DC 38 D.O. 234, Tomo 281 del 16 de diciembre de 1983.

Ley Contra el Crimen Organizado y Delitos de Realización Compleja. D.L. 190 del 20 de diciembre de 2006.

Ley Especial Contra Actos Terroristas www.csj.gob.sv/leyes.nsf/c8884f2b1645f48b86256d48007011d2/f50b147ff5914eda0625721f00744c15... - 66k -
Ley de Extranjería, Decreto Legislativo No. 299, del 18 de febrero de 1986, publicado el 20 de febrero de 1986.

SITIOS WEB CONSULTADOS

Acta Patriota: http://es.wikipedia.org/wiki/Acta_Patri%C3%B3tica  

Asociación de Radios y Programas Participativos de El Salvador www.arpas.org.sv/
Autocensura: http://es.wikipedia.org/wiki/Autocensura. 

Compañía de Jesús:  http://www.jesuitas.es/pages/compaF1EDa-de-jesFAs/jesuitas/ignacio-ellacurEDa.php
Derechos Humanos: http://es.wikipedia.org/wiki/.derechoshumananos
"Doctrine for Joint Psychological Operations", Department of Defense Joint Publication 3-53, 5 de septiembre de 2005. www.dtic.mil/doctrine/jel/new_pubs/jp3_53.pdf  
Geneve International  Committee, Servicio de Asesoramiento en el Derecho Internacional Humanitario http://www.icrc.org/web/spa/sitespa0.nsf/iwpList2/Humanitarian Law   

International Humanitarian Law http://www.icrc.org/web/spa/sitespaO.nsf/iwpList2/Humanitari
IUDOP-UCA: Encuesta de Opinión Pública de diciembre 2007. www.uca.edu.sv/publica/iudop/htm-52k.
Foro de Mujeres Progresistas http://www.fmujeresprogresistas.org/participa8.htm  

Foro de la Verdad Histórica, editado por la Asociación de Excombatientes contra el Terrorismo en la Argentina. 6 de  mayo de 2002. http://members.fortunecity.com/foroverdad/DelCerro_amplia.htm. 
Herbert Marshall McLuhan: http://es.wikipedia.org/wiki/Marshall_McLuhan
International Committee of the Red Cross

http://www.icrc.org/web/spa/sitespaO.nsf/iwpList2/Humanitari 

International PEN. Writers in Prison Committee. Antiterrorism, Writers and Freedom of Expression. Forum Barcelona. 2004. http://insanhaklarimerkezi.bilgi.edu.tr/.../4.../PEN. 

Jacobinos: http://es.encarta.msn.com/encyclopedia_761552247/Jacobinos.html
Libertad de Asociación: http://es.wikipedia.org/wiki/libertad de asociación
VIDEO

You Tube: Jaime Handal Acepta ser el Representante de Fuerza Solidaria
www.youtube.com/watch?v=Tgehe4tDyD8-74k
         INFORMES

Informe Anual 2005 de la Relatoría para la Libertad de Expresión de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. http://www.CIDH.oas.org/relatoria/showarticle.asp?artID=662&.1ID=2
Iniciativa Social para la Democracia. Monitoreo a Medios de Comunicación, Elecciones Presidenciales 2009. http://www.isd.org.sv/inicio/documents/informeintermediomonitoreo.pdf
Informe de la Comisión de la Verdad Para El Salvador: “De la Locura a la Esperanza”, Naciones Unidas, San Salvador, Nueva York, 1991-1992.

Informe de la Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos sobre el Caso Suchito

Misión de Observación Electoral de la UE Informe Preliminar http://74.125.47.132/search?q=cache:Uhz6TI4yMMkJ:www.tse.gob.sv/e107_files/downloads/unioneuropea_doc.pdf  

Tutela Legal del Arzobispado, Comisión Arquidiocesana de Justicia y Paz www.tutelalegal.org. 
METODOLOGIA
La presente investigación contiene un enfoque cualitativo debido a que se limita a señalar conceptos, características y la naturaleza del fenómeno objeto de estudio. La investigación es eminentemente descriptiva, desarrollándose el análisis del Caso Suchitoto, en el cual se observan violaciones al Derecho a la Libertad de Expresión y al Derecho de Reunión y Manifestación. 

Como antesala del presente trabajo se redactó un protocolo, el cual fue aprobado por el director de tesis. El documento tenía como finalidad servir de guía para iniciar el desarrollo de la presente labor. En el, se expuso el tema a investigar, los conceptos primordiales, la relación entre si, y los objetivos a cumplir; partiendo de lo general a lo especifico. 

Habiendo delimitado el tema, iniciamos nuestra búsqueda por fuentes bibliográficas pertinentes al tema: El Derecho de Libertad de Expresión en El Salvador, un análisis a partir del caso Suchitoto. Para ello fue necesario acudir a las bibliotecas públicas y privadas en el país: 

· Biblioteca Publica Nacional de San Salvador

· Biblioteca de la Universidad Nacional 

· Biblioteca de la Universidad José Simeón Canas

· Biblioteca de la Universidad Tecnológica

· Academia de Historia: Casa Dueñas

Además, se recopiló información de bibliotecas públicas en Estados Unidos de América, cuyo contenido fue traducido del inglés al castellano.

· Biblioteca Publica de Houston

· Biblioteca Publica de Phoenix

· Biblioteca de la Universidad de Houston

En estos sitios se coleccionó información de las siguientes fuentes:

· libros

· artículos de revistas académicas

· artículos de periódicos

· enciclopedias

· diccionarios

· informes de variadas instituciones

Se adquirió información también en Internet, de las siguientes fuentes:

· periódicos en línea

· revistas en línea

· artículos 

· informes 

· sentencias

Después de obtener una variedad de fuentes bibliográficas sobre el tema, inició el proceso de lectura y de extracción de información. Para ello se utilizaron fichas, con el propósito de ordenar y clasificar la información, citándose su documento de origen. Teniendo ya mayor conocimiento sobre el tema a investigar, el grupo de trabajo se reunió para estructurar el índice con el fin de presentárselo al director de tesis. Después de su revisión, se hicieron algunos cambios al índice para reducir el campo específico a estudiar, ya que la amplitud del tema era un desafío para abordar cada punto, con la profundidad que merecía. 

Habiendo realizado los cambios necesarios en el índice, comenzamos el proceso de redacción. Diariamente hubo contacto telefónico y por correo electrónico para consultar sobre los avances en los capítulos del documento. Terminada la redacción de las partes asignadas, compartimos las revisiones del trabajo, señalando carencia de contenido, errores gramaticales y de ortografía. Se presentaron sugerencias sobre el mejoramiento del documento y se acordaba la fecha de la siguiente reunión, en la cual todas las correcciones necesarias deberían estar finalizadas. 

Paulatinamente, se completaron los cuatro capítulos del trabajo y se entregó el primer borrador al director de tesis para su revisión:

· Capitulo I: Derecho de Libertad de Expresión

· Capitulo II: Derecho de Manifestación y Reunión

· Capitulo III:  Libertad de Expresión y Terrorismo

· Capitulo IV: El Derecho de Libertad de Expresión en El Salvador


Después de recibir asesoría, modificamos la estructura de los capítulos, separando lo estrictamente teórico de conclusiones propias que surgieron de la investigación. En el transcurso de este proceso, fuimos agregando y extrayendo información con el fin de que el trabajo fuera lo más digerible  posible para el lector/a. 

Para el cuarto capitulo, seguimos la sugerencia del director de tesis, que debía enfocarse más en la realidad de nuestro país, ya que esta sección debía ser operativa y no teórica. Esto significó la búsqueda de más información relativa a El Salvador, por lo que fue necesario buscar artículos en los periódicos nacionales, entre ellos La Prensa Grafica y el Colatino. Además fue necesario adquirir libros escritos por autores salvadoreños que analizan nuestro tema de investigación. 

Esta fase se prolongó por aproximadamente un mes en el cual se editó el cuarto capitulo, se modificó el índice y la bibliografía. Se revisó el documento completo para verificar que las notas a pie de página cumplieran con el formato establecido e identificar secciones donde era necesario incorporar hechos nacionales para respaldar algunas afirmaciones. 

Finalmente, se imprimió el trabajo con el objetivo de revisarlo nuevamente en su totalidad y entregarlo al director de tesis para su final revisión y así poder continuar con el siguiente paso: la preparación de la defensa de la tesis.

PROTOCOLO DE PROYECTO DE INVESTIGACION

I. TEMA: "La Libertad de Expresión en El Salvador: Un análisis a partir del Caso Suchitoto."

II. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA GENERAL: 

El 12 de septiembre del año 2001, entró en acción la maquinaria de guerra contra el terrorismo, vulnerándose los derechos humanos de los pueblos, entre ellos el Derecho a la Libertad de Expresión y el Derecho a la Reunión y Manifestación. 

Estados Unidos declaró abiertamente la guerra global contra el terrorismo a raíz de los ataques del 11 de septiembre del 2001. El discurso de cruzada del Presidente Bush dividió al mundo entre aliados o enemigos: "Quien no está con nosotros, está contra nosotros," declaró el mandatario. Apoyado por algunos Estados, dicho país  utilizó todos los medios que consideró necesarios para combatir la “amenaza” constante del terrorismo. 

En los países calificados como democráticos por Washington D.C., donde en teoría existe la libertad de expresión, se utilizan nuevos y elaborados mecanismos que violentan los derechos civiles y políticos de la población. Teóricamente no hay censura, el individuo puede decir lo que piensa, el problema es donde y cuando ejerza este derecho.

 La libertad de expresión, es violentada cuando los medios masivos de comunicación son monopolizados por grupos que obedecen intereses económicos y políticos vinculados al gobierno de turno. Así por ejemplo, podemos observar el fenómeno CNN en la cobertura de la guerra de invasión contra Irak, la cual se justificó ante la comunidad internacional utilizando informes que sustentaban la existencia de armas de destrucción masiva. Con el tiempo, dicha información fue declarada infundada, sin embargo fue transmitida de manera continua por los medios con el fin de justificar la invasión. 

El control de los medios masivos de comunicación se integra a las políticas públicas del gobierno, apoyando la promulgación de leyes inconstitucionales e inconsultas para combatir el terrorismo.  Se vuelven habituales las agresiones físicas a los manifestantes opositores y se violentan los derechos fundamentales de los comunicadores sociales que intentan ejercer su labor de mantener debidamente informada a la ciudadanía. 

Los gobiernos ejercen la represión física y psicológica de manera  excesiva haciendo uso de los cuerpos policiales para obtener un fin político partidista. Pero lo más grave, es la utilización de las fuerzas armadas en contra de la población, ya que su función constitucional es garantizar la defensa de la seguridad nacional y no mantener la seguridad publica. 

Es importante destacar que el gobierno, bajo ninguna circunstancia puede  abusar políticamente de las instituciones legalmente establecidas, ya que esto quebranta la institucionalidad del Estado e impugna cualquier iniciativa de la sociedad que le conduzca hacia una verdadera democracia.

En El Salvador, los programas de ajuste estructural de tipo neo liberal implantados por los gobiernos de derecha han causado marginación y desempleo aumentando la brecha de desigualdad social entre ricos y pobres. Este efecto ha incrementado la ola de inmigración hacia países con mejores condiciones de vida. El resto de la ciudadanía, por no sentirse representada por los partidos políticos y por la limitación de medios alternativos para expresar sus puntos de vista y exigir cambio, se ven en la necesidad de hacerse sentir mediante las protestas o manifestaciones sociales. 

Al ejercer su derecho a la libertad de expresión mediante las manifestaciones, ciertos actos de violencia de algunos sectores de la población son calificados como actos de terrorismo por la legislación especial de la materia. 

Desde su entrada en vigencia, se han interpuesto una serie de recursos de inconstitucionalidad contra la Ley Especial Contra Actos de Terrorismo (LECAT) en la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. El primer recurso fue interpuesto por el Foro para la Defensa de la Constitución, dirigido e integrado por prominentes juristas y el segundo por la Fundación de Estudios para la Aplicación del Derecho (FESPAD). Posteriormente, un tercer recurso fue interpuesto por la Asociación Americana de Abogados (Capitulo El Salvador). Dichos recursos aún están pendientes de resolverse en el Alto Tribunal de Justicia. 

Una ley antiterrorista redactada erróneamente por negligencia o malicia con defectos de fondo o forma como la aprobada en El Salvador por decreto legislativo 108 del 21 de octubre del año 2006, tiende a violar principios constitucionales como la libertad de expresión, la libre difusión del pensamiento, la libertad de prensa, el derecho a la reunión y manifestación, la seguridad jurídica, el principio de legalidad, el derecho al debido proceso, la igualdad de las personas ante la ley y la lesividad y proporcionalidad de la pena. 

Además vulnera los criterios y la jurisprudencia emitida previamente por la Sala de lo Constitucional para declarar inconstitucional la denominada Ley Antimara del año 2001. 

Es necesario señalar además, que la LECAT contiene preceptos ambiguos ya que se carece de una definición clara y precisa sobre lo que a de entenderse por terrorismo. Es de tomar en cuenta, que la doctrina mayoritaria aún no ha definido el fenómeno por lo que resulta temerario asentir con una definición determinada y aplicarla a cualquier acto de violencia.

 Una ley antiterrorista debe tener por finalidad garantizar la seguridad de los Estados y asegurar la paz internacional con base a los principios de la Carta de las Naciones Unidas. Cabe mencionar que la Declaración Universal de los Derechos Humanos en su articulo 19 reza que, “todo individuo tiene el derecho a libertad de opinión y de expresión, este derecho incluye el de no ser molestado a causa de sus opiniones, el de investigar y recibir informaciones y opiniones y el de difundirlas, sin limitación de fronteras, por cualquier medio de expresión.” 

En un Estado democrático de derecho, es deplorable acusar de terroristas a los ciudadanos por ejercer su derecho a manifestarse en contra de políticas del gobierno de turno, ya que la democracia presupone el derecho a disentir haciendo prevalecer el respeto a las minorías. Por lo tanto, debe garantizarse la libertad de expresión y el derecho  a la reunión y manifestación. 

 

III. PROBLEMA ESPECÍFICO A ESTUDIAR:

El problema específico del presente estudio es la  violación  al  Derecho de Libertad de Expresión y el Derecho a la Reunión y Manifestación en el “Caso Suchitoto”, acontecido el día 2 de julio del año 2007. 

Habitantes de Suchitoto y organizaciones sociales, haciendo uso de los derechos y libertades establecidas en la Constitución de la República, realizaban diferentes actividades de rechazo frente a la política de privatización del agua.
En este contexto, se capturaron a 14 personas miembros de comunidades y dirigentes de Organizaciones No-Gubernamentales, incluyendo a la periodista Haydee Chicas, comunicadora institucional de la Asociación para el Desarrollo de El Salvador (CRIPDES), quien en el ejercicio pleno de su profesión fue procesada y  recluida provisionalmente  en la Cárcel de Mujeres por más de 30 días. 

El encarcelamiento de Haydee Chicas sienta un mal precedente para la Sociedad Civil Salvadoreña, especialmente para los periodistas ya que pareció que el objetivo de las acciones gubernamentales fue de silenciar las pocas voces críticas en el panorama mediático del país. 

A las personas detenidas se les inculpó y procesó bajo la LECAT ante Tribunales Especializados cuya legitimidad se ha puesto en tela de juicio. La LECAT ha sido refutada en informes de variadas instancias nacionales e internacionales como la Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos (PDDH), Tutela Legal del Arzobispado, Amnistía Internacional, la Unión Europea, Embajadas y miembros del Cuerpo Diplomático acreditados en El Salvador así como por miembros del Congreso de Estados Unidos, por tener fuertes indicios de inconstitucionalidad.

Siete meses después del suceso, al incoar la acusación formal contra los imputados el Ministerio Público Fiscal cambió la Calificación Jurídica de los hechos de Actos de Terrorismo a Desordenes Públicos, por considerar que no poseían pruebas suficientes para sustentar el caso, esto como consecuencia de la presión política nacional e internacional ejercida por los organismos antes mencionados.  

Es importante mencionar que desde la firma de los acuerdos de paz en El Salvador,  es la primera ocasión que se les acusa a ciudadanos por actos políticos  al oponerse a decisiones gubernamentales. La Fiscalía General de la República (FGR) acusó a los manifestantes de un delito gravísimo que pudo haber condenado a los imputados hasta a 60 años de prisión. 

Las Personas Detenidas interpusieron en los primeros días de su Detención Arbitraria e ilegal recursos de Habeas Corpus ante la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, a fin de que esta se pronunciara sobre la legalidad de su detención y si efectivamente existían violaciones a las garantías constitucionales.

La referida instancia nunca se pronunció sobre lo solicitado, negando de esta manera el acceso inmediato a la revisión por la Jurisdicción Constitucional. Al ser cuestionado por periodistas sobre la resolución de los recursos, el Presidente de la Sala de lo Constitucional, el Dr. Agustín García Calderón respondió que no era el momento político oportuno para resolver. 

Cabe destacar que ante tales acontecimientos, la Sociedad Interamericana de Prensa (SIP) guardó total silencio. Sin embargo, en otras circunstancias ha alzado la voz para condenar y repudiar cualquier atentado en contra del ejercicio de la Libertad de Expresión en Latinoamérica. La SIP denunció con vehemencia los asesinatos de periodistas en México, el cierre de RCTV en Venezuela y el encarcelamiento de periodistas disidentes en Cuba. 

I. TIPO DE ESTUDIO A REALIZAR:

La presente investigación tendrá un enfoque cualitativo ya que se limitará a señalar conceptos, características y naturaleza del fenómeno objeto de estudio. En vista que el tipo de investigación es eminentemente descriptivo se desarrollará el análisis del Caso Suchitoto en el cual se observarán las claras violaciones al Derecho a la Libertad de Expresión y al Derecho de Manifestación y Reunión. 

Así mismo se estudiarán las distintas declaraciones de principios, pactos y convenciones; su carácter ético, político y moral a los cuales la República de El Salvador se ha comprometido cumplir ante el Sistema Universal de Protección de Derechos Humanos de Naciones Unidas y el Sistema Interamericano de Protección de Derechos Humanos de la Organización de Estados Americanos, relativo a la tutela, promoción, respeto y garantía del Derecho a la Libertad de Expresión, en contrapartida con la aplicación de la LECAT vigente a partir del mes de septiembre del año 2006.

En concreto, el presente estudio se fundamentará en el análisis de los distintos conceptos, doctrinas y cuerpos normativos que obligan al estado en materia de Derechos Humanos, especialmente aquellos en los cuales se compromete a garantizar y respetar el Derecho a la Libertad de Expresión y el Derecho a la Manifestación y Reunión. 

Además se analizarán opiniones de instituciones especializadas en Derechos Humanos y artículos de expertos en la materia y de índole periodística. Así como el análisis de los derechos fundamentales reconocidos en la Constitución de la República. 

V. CONCEPTOS CLAVES IDENTIFICADOS PARA SU ESTUDIO: 

1. Derecho de Libertad de Expresión

2. Derecho de Manifestación y Reunión

3. Terrorismo

VI. DEFINICIONES CONNOTATIVAS Y OPERACIONALES DE LOS CONCEPTOS: 

Concepto 1: Derecho de Libertad de Expresión

Definición Connotativa: El fundamento de la libertad de expresión no sólo consiste en un derecho individual que obliga a que nadie sea arbitrariamente menoscabado o impedido de manifestar su propio pensamiento, sino que también implica "un derecho colectivo a recibir cualquier información y a conocer la expresión del pensamiento ajeno". Este valor social o colectivo que se promueve a través de la libertad de opinión e información promueve el desarrollo y fortalecimiento de la democracia. 

Definición Operativa:

- Trato inhumano o degradante. Tortura, agresiones físicas o morales a periodistas y manifestantes opositores al régimen de turno. 
- Arresto o detención ilegal. Detención de una autoridad Estatal sin los requisitos legales.

- Obstáculos ilegítimos para acceder a una información o acceder a una determinada zona, vetos a un determinado periodista o medio de comunicación.

- Políticas editoriales de los dueños de medios de comunicación escritos con tendencia a una ideología política específica.

- Censura de programas televisivos o radiales que critican las políticas publicas del gobierno de turno.

- Asignación inequitativa de publicidad según la línea editorial del medio.

- Parcialidad periodística que responde a compromisos con el órgano ejecutivo. 

Concepto 2: Derecho de Manifestación y Reunión

Definición Connotativa: Es el derecho a congregarse transitoriamente con otras personas para un fin común, bien de forma estática (reunión), bien con carácter dinámico (manifestación). No se trata de derechos fundamentales del individuo anteriores al estado, sino más bien de garantías institucionales, otorgadas al individuo, como miembro del grupo y no ilimitadamente. Ya reconocido el derecho de reunión en la Constitución Francesa de 1791, su ejercicio suele estar muy reglamentado por su conexión con el orden publico.

Definición Operativa: 

• Fallecimiento de personas durante la realización de las protestas sociales.

• Encarcelamiento de líderes opositores, participantes y organizadores de las manifestaciones.  

• Violación de la integridad física de los participantes en la protesta

Concepto 3: Terrorísmo

Definición Connotativa: Se define como la realización de planes, acciones y operaciones de diferente tipo tales como psicosociales, económicas, políticas, policiales o militares, legales o ilegales, cubiertas o encubiertas. Para incidir en sujetos individuales o colectivos determinados provocando así comportamientos como miedo, temor, alarma, incertidumbre, zozobra, intimidación o sumisión, que de otra forma no se producirían. El terrorismo es utilizado tanto para desestabilizar un gobierno o también para neutralizar individuos y/o grupos opositores disidentes frente a un orden político establecido. 

Definición Operativa:

- acciones planificadas de guerra psicológica o terrorismo mediático

- líderes políticos y sociales acusados de terrorismo

- líderes opositores al sistema político acusados de desestabilización

VII. POSIBLES RELACIONES ENTRE CONCEPTOS ENTRE CONCEPTOS QUE SE PROPONEN EXAMINAR 
La posible relación que se pretende construir en el presente estudio, tiene por objeto vincular en la medida de lo razonable, los conceptos claves previamente identificados para el análisis: el  Derecho de la Libertad de Expresión, Derecho de  Reunión y Manifestación y Terrorismo. Se demostrará como de  forma teórica se relacionan entre sí  y cómo en la realidad desempeñan un papel  preponderante en el desarrollo de la vida social, política, económica y cultural del país. 

Para ello se acudirá a los distintos conceptos ó teorías existentes que definen la esencia de cada categoría precitada; sus modalidades, desarrollo histórico, características, naturaleza e incluso la doctrina jurisprudencial que existe al respecto. Por tanto,  si bien es cierto que el  examen será teórico, también éste se confrontará  con la realidad, es decir con el momento histórico que vive la sociedad Salvadoreña en todos los aspectos correspondientes al derecho de libertad de expresión, por ser éste uno de los derechos fundamentales de la persona humana, y eje central de  todo sistema democrático.

 
Como ha de observarse,  no es fácil entonces la temática a estudiar,  ya que la libertad de expresión es una categoría que puede otorgársele distintas interpretaciones ó matices en donde cualquier régimen puede utilizarla a conveniencia,  incluso los regímenes democráticos. Hablar sobre libertad de expresión no es nada nuevo, ésta ha sido objeto desde hace mucho tiempo de preocupación y estudio en la vida del  hombre en sociedad, desde la antigua Grecia hasta nuestros días. La libertad de expresión es la conciencia de la humanidad,  ya sea para lamentarse ó denunciar la injusticia que algunos seres humanos cometen sobre otros.

El derecho de libertad de expresión tiene clara relación con otros conceptos a estudiar.  Por ejemplo, la libertad de expresión ha sido utilizada  para infundir temor o miedo en los demás, lo que nos ubica automáticamente en lo que se denomina Terrorismo Mediático, palabra un tanto novedosa,  en relación con la libertad de expresión, mediante la cual se puede influir en la conciencia y el ánimo de los demás  para lograr propósitos que satisfacen intereses determinados, éstos pueden ser de distinta índole, políticos, económicos, sociales, culturales etc. 

Al influir en la opinión y en la conciencia colectiva de la sociedad salvadoreña, se atenta contra el Derecho de Reunión y Manifestación, por ser este un Derecho eminentemente colectivo. Por tanto se le niega el derecho a la población de expresarse libremente al ser amenazada, por el terror físico, psicológico o por cualquier otro medio  que signifique la inseguridad  de  la integridad física o moral  de cada individuo.

En la actualidad, la Criminalización de la Protesta Social se puede observar a través de la creación de leyes Antiterroristas, so pretexto de la Seguridad Nacional con figuras delictivas inexistentes donde cualquier persona u organización legalmente constituida puede ser procesada judicialmente bajo cargos de Actos de Terrorismo, donde ya se contabiliza un caso que lamentar como es el Caso Suchitoto.  

Así mismo,  la Ley Contra la Delincuencia y el Crimen Organizado, paralelo a la creación de jueces especializados con poca credibilidad de independencia judicial y ciertas reformas al Código Penal, en el cual se han aumentado las penas para delitos que puedan ocurrir durante una protesta social, en oposición a las políticas de gobierno, son además una clara violación al principio del Derecho de Proporcionalidad de Pena y al Principio de Legalidad.

VIII. UNIDADES DE OBSERVACION: 
Instituciones del Estado:

1. La Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia 

2. Los Tribunales y Cámara de lo Penal de San Salvador, especializados para aplicar la Ley Antiterrorista

3.  Jueces Penales comunes y Magistrados 

4. Procuraduría para la Defensa de Derechos Humanos

Medios de Comunicación: 

1. La Prensa Escrita

2. Medios Televisivos
3. Medios Radiales de Prensa
Organizaciones No-Gubernamentales: 

1. Instituto de Derechos Humanos de la Universidad   Centroamericana José Simeón Cañas
2. Reporters Without Borders 
3. El Intercambio Internacional por la Libertad de Expresión (IFEX), 
4. Tutela Legal del Arzobispado de San Salvador

5. La Asociación de Periodistas de El Salvador (APES) 
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 PROCESO PENAL DEL CASO SUCHITOTO

Audiencia de Imposición de Medidas:

5 de julio 07: solicitud fiscal
· FGR presenta solicitud de audiencia especial de imposición de medidas; imputa actos de terrorismo a los 14 detenidos, por obstruir el tráfico donde circularían funcionarios, de conformidad a arts. 5 y 6 LEAT.

· También les atribuyó delito de daños y lesiones en perjuicio de un elemento de la PNC.

· Solicitó seis meses de instrucción.

· El fundamento son las declaraciones extrajudiciales de los agentes captores; no hay alusión alguna a los abusos policiales.
8 de Julio 07: 

· La Jueza Fuentes organizó una audiencia con las formalidades de una audiencia inicial y se produjeron los alegatos contradictorios de la acusación y la defensa.

· No obstante, la Jueza ignoró el principio contradictorio y los alegatos ni siquiera fueron consignados en la resolución de la audiencia. 
· La Jueza Fuentes entró a valorar únicamente los alegatos fiscales y consideró que la colocación de piedras y palos en la carretera y el lanzamiento de objetos contra la Policía eran actos de terrorismo y configuraban tipo penal del Art. 5 inciso 2 LEAT.

· La Jueza justificó su competencia porque una testigo de descargo manifestó que en su casa a la mañana del 02/07/07 varias personas organizaban una marcha contra la privatización del agua, lo que evidenció planificación, organización, premeditación.
· La Jueza ordenó detención provisional contra 13 de los y las procesadas y autorizó un plazo de instrucción de tres meses.

· Las pruebas de participación suficientes para la Jueza fueron las declaraciones de los agentes captores.

· Sobreseyó provisionalmente a uno de los imputados.
Cámara Especial

Apelación y Sentencia de Cámara Especializada

18 de Julio 07: sentencia de apelación

· La defensa presentó diversos recursos de apelación con variada argumentación que sostenía peticiones que iban desde sustitución de medidas hasta incompetencia, procedencia de sobreseimiento definitivo e, incluso, nulidades.

· Uno de los apelantes solicitó audiencia especial para presentar prueba, pero fue denegada la petición “por haberse valorado la prueba” en la audiencia de imposición.
· Las Magistradas de Cámara: Sandra Chicas y Gloria Lizama confirmaron la sentencia de la Jueza Fuentes. Declararon improcedentes todas las apelaciones.

· Ante nueva y sobreabundante prueba de los arraigos familiares y laborales de los detenidos, concedieron medidas sustitutivas a favor de cuatro procesados y procesadas.
Sustitución de la Detención Provisional

26 de Julio de 2007: audiencia especial para revisión de medidas ante Jueza Especializada.

· La lucha social por la libertad de los presos políticos llegó a un nivel máximo.

· La defensa solicitó una audiencia especial para revisión de medidas.

· El resultado de la audiencia fue la concesión de medidas sustitutivas a favor de todos los imputados privados de libertad.
Acusación e Incompetencia

12 de febrero de 2008: incompetencia.

· La FGR solicitó una prórroga de la instrucción, para realizar “diligencias esenciales de investigación”. Se concedieron 4 meses más, que vencían 8 de febrero 08.

· El 08/02/08, la FGR presentó acusación, desistiendo de la imputación por actos de terrorismo y acuso por “desórdenes públicos”.

· Hasta entonces, 7 meses después, la Jueza Fuentes valoró que podría conocer del delito de desórdenes públicos, si se reunían los requisitos de la LCCODRC, pero reconoció que los mismos no le permitían calificar los hechos como “crimen organizado”. Se declaró incompetente y remitió al tribunal natural en la jurisdicción de Suchitoto.
La Declaratoria de Incompetencia Generó Incertidumbre Jurídica:

· El Juez de Paz de Suchitoto tenía la opción de iniciar el proceso de nuevo, realizar audiencia inicial y ordenar una nueva fase de instrucción. La contradicción radicaría en que la instrucción fue agotada en el proceso especial ¿doble persecución?

· El Juez de Paz tenía la opción de abstenerse de conocer, por estar agotada la instrucción y limitarse a remitir al Juez de instrucción ordinario ¿Proceso penal sin requerimiento ni audiencia inicial, sin las garantías fundamentales que tales etapas suponen?
EL PROCESO ORDINARIO

19 de Febrero de 08:  Audiencia Inicial.

· La Jueza de Paz Interina de Suchitoto recibe las diligencias y en 13/02/08 señala audiencia inicial para el 19 del mismo mes, a las 9:00 Horas.

· La defensa se preparó para alegar principalmente la nulidad absoluta (por ausencia de requerimiento fiscal y violación de garantías constitucionales), ocasionadas por el proceso penal especial en sí mismo y como consecuencia del traslado de dicho proceso a la jurisdicción común.
· La FGR no presentó requerimiento de ley. Tampoco se presentó en tiempo a la audiencia.

· Ante la ausencia fiscal, el Juez titular del 1° de Paz de Suchitoto instaló la audiencia y dictó sobreseimiento definitivo.

· El Juez titular convocó a una audiencia especial para lectura de la resolución, de conformidad al 358 Pr Pn. 
Resolución de sobreseimiento definitivo:

· El Juez admitió la existencia de nulidades.

· Ante la ausencia de requerimiento fiscal “equiparó” la acusación fiscal presentada ante la Jueza Especializada y conoció del fondo del caso. No permitió la intervención de la defensa, el respeto al principio contradictorio.

· Analizó con detalle y profesionalismo la prueba.

· Dictó sobreseimiento definitivo por todas las imputaciones a favor de todos los imputados.

· En el término de ley, la representación FGR apeló.

El Fallo de la Cámara de la Segunda Sección del Centro

4 de abril de 2008: Sentencia de la Cámara.

· Confirmó el sobreseimiento definitivo dictado por el Juez 1° de Paz de Suchitoto.

· Señaló que la Jueza Especializada, al momento de declarar la incompetencia, debió sobreseer definitivamente por los delitos que conoció y recomendar que se promoviera acción penal por los delitos comunes ante el Juez competente.

· Lo anterior porque considera que no puede entenderse el proceso ordinario como una prolongación del proceso especial.
· La Cámara consideró que bajo ninguna óptica puede equipararse el requerimiento fiscal a la solicitud del Art. 17 LCCODRC y tampoco a la acusación del proceso especial.

· La Cámara estimó que la única forma de que emergiese una nueva fase de instrucción, era formulando requerimiento fiscal por un delito distinto en la vía ordinaria.

· Fue una impropiedad del Juez de Paz convocar a una audiencia inicial sin que existiera requerimiento fiscal.

· El Juez debió recibir el expediente y quedar a la expectativa del requerimiento, no se debe pretender en una audiencia sui generis, esperar que en ésta se formule el requerimiento.

· La Cámara destacó la actuación negligente de la representación fiscal, la cual no puede reducir el requerimiento a un mero formalismo antojadizo.

La Cámara Concluye:

· FGR no presentó requerimiento; no existe acusación ni posibilidad de incorporar nuevos elementos de prueba; se desconocen las razones por las cuales la FGR no inició acción penal por los delitos ante la jurisdicción común y ha precluido el plazo de instrucción.

· Por tanto es procedente confirmar el sobreseimiento, aunque por razones distintas al Juez de Paz.
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